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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el subrogante, señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario el subrogante, señor Mario Labbé Araneda.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:53, en presencia de 35 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 85ª y 86ª, ambas ordinarias, en 11 y 12 de enero del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor LABBÉ (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Catorce de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, con relación al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el plazo otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por la ley N° 20.405, y concede el acceso que indica para los fines particulares que se señalan (boletín N° 7.435-17).



Con los once siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se expresan a continuación:



1.- Proyecto de reforma constitucional, en primer trámite, que reconoce a los pueblos indígenas de Chile (boletines N°s 5.522-07 y 5.324-07, refundidos).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín N° 6.946-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (boletín N° 4.426-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de copropietarios en sectores medios (boletín N° 7.320-14).



5.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre procedimiento para otorgar concesiones eléctricas (boletín N° 7.240-08).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales al cumplirse los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito (boletín N° 7.212-15).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la ley N° 19.828, que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor (boletín N° 7.075-06).



9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades (boletín N° 6.952-07).



10.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11).



11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las asociaciones municipales (boletín N° 6.792-06).



Con el penúltimo hace presente la urgencia, calificada de “suma”, con relación al proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (boletín N° 7.386-10).



Con el último retira la urgencia que hizo presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (boletín N° 7.074-05).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual informa que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (boletín N° 7.085-15).



--Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 21 del decreto ley N° 701, de 1974; 26 bis del Código del Trabajo, y 8°, inciso primero, en la parte que se indica, de la ley N° 17.322.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Planificación, con el que responde un oficio enviado en nombre de la Honorable señora Alvear, referido a las ponderaciones de la Ficha de Protección Social en materia de enfoque de pobreza y modelo de cálculo de puntaje, a la vez que informa acciones de apoyo a familias afectadas por el terremoto.



Del señor Ministro de Salud, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Quintana, en relación con el sistema de licitación de campos clínicos por parte de las universidades.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De las Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el plazo otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por la ley N° 20.405, y concede el acceso que indica para los fines particulares que se señalan (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.435-17) (Véase en los Anexos, documento 1).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de tribunales del trabajo de Santiago que señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 7.434-07) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 7.386-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de la Honorable señora Alvear, en primer trámite constitucional, relativo a las federaciones deportivas nacionales (boletín N° 6.965-07) (Véase en los Anexos, documento 5).



Dos de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Horvath, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por gracia, al señor Eduardo Simon Bernheim (boletín N° 7.346-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Chahuán, en primer trámite constitucional, que concede nacionalidad chilena, por gracia, al señor Gerardo Alkemade Dolle (boletín N° 7.237-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señores Chahuán, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de reforma constitucional relativo al matrimonio heterosexual (boletín N° 7.458-07) (Véase en los Anexos, documento 8).



De los Honorables señores Espina y Chahuán, señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y señor Larraín, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional en materia de provisión de vacantes de parlamentarios (boletín N° 7.460-07) (Véase en los Anexos, documento 9).



De los Honorables señores Quintana, Gómez y Walker (don Patricio), con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre requisitos para la provisión de vacancia de un cargo parlamentario (boletín N° 7.462-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señor Horvath, señora Allende y señores Chahuán, Gómez y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley relativo a la disposición de aguas en concesión (boletín N° 7.459-09) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar medidas respecto del uso de extintores de incendio (boletín N° S 1.331-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Honorables señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar las recomendaciones de la Organización de las Naciones Unidas sobre institucionalidad en materia de derechos humanos (boletín N° S 1.332-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, varios Senadores, junto con el Honorable señor Orpis, presentamos ayer un proyecto de acuerdo que recoge materias de política penitenciaria que se trataron en la sesión especial sobre la situación del sistema carcelario, celebrada con la asistencia del señor Ministro de Justicia.



Se quedó de votar el asunto al término de la misma sesión ordinaria, pero ello no ocurrió por discutirse hasta muy tarde la iniciativa sobre la equidad y la calidad de la educación. Solicito, entonces, ponerlo ahora sobre tabla -la materia es completamente transversal-, con el objeto de dejarlo despachado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en la misma línea que la Senadora señora Alvear, pido que el texto se vote en esta oportunidad. Ha sido suscrito por parlamentarios de los diversos sectores políticos.



A mi juicio, sería una buena señal resolver al respecto al término del trabajo legislativo del año, con el objeto de oficiar de inmediato al señor Ministro de Justicia acerca de las modificaciones que se requieren.

El señor PIZARRO (Presidente).- En efecto, la Sala había acordado votarlo ayer, pero, lamentablemente, ello no fue posible.



El proyecto ya se repartió y todos lo han estudiado. Si no hay objeciones, será objeto de un pronunciamiento en la presente sesión.



Acordado.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, pido a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala para que pueda funcionar la Comisión Bicameral que tiene que resolver acerca de la integración del Comité de Auditoría Parlamentaria, para lo cual existe una fecha tope.



Del mismo modo, respetando el desarrollo del Orden del Día, solicito que se autorice para citar a la Comisión de Pesca y Acuicultura, que tiene que despachar un proyecto a las 17:30.



Sin embargo, estaremos atentos al desarrollo de la sesión para que no se registren dificultades de quórum en el momento de las votaciones.

El señor NAVARRO.- ¿De qué iniciativa se trata?

El señor HORVATH.- Es la del Registro de Pescadores Artesanales.

El señor PIZARRO (Presidente).- No tengo problemas al respecto y supongo que la Sala tampoco. La cuestión radica en que los dos primeros proyectos del Orden del Día requieren quórums especiales: uno es de rango orgánico constitucional, y el otro, de quórum calificado, sin perjuicio de que más adelante se encuentra otro de reforma constitucional, que exige tres quintos de los Senadores en ejercicio para su aprobación.

El señor HORVATH.- Vamos a estar presentes cuando se vote.

El señor PIZARRO (Presidente).- Les pido estar atentos al llamado que se haga.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, es preciso asegurar la asistencia de los Senadores en la Sala, porque ahora, por ejemplo, no se cuenta con quórum para poder aprobar ninguna de esas iniciativas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, debemos aprobar hoy el primer proyecto del Orden del Día, porque el 28 de febrero próximo vence el funcionamiento de dos de los antiguos tribunales laborales en Santiago y se pide extenderlo. En caso contrario, no existirá ninguna posibilidad de que los nuevos absorban esa carga de trabajo.

El señor PIZARRO (Presidente).- La situación es clara. Es preciso despachar las dos primeras iniciativas en esta oportunidad, porque, efectivamente, se plantea un problema de plazo y ambas son muy importantes.



Incluso, en este momento no contamos con quórum suficiente, como se ha observado. Se tocarán los timbres y se votará cuando se reúna el número necesario de Senadores en la Sala, sin perjuicio de desarrollarse la discusión que proceda.



Si no hay objeciones, se otorgarán las autorizaciones solicitadas y se procederá en los términos expuestos por la Mesa.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA
NUEVO PLAZO PARA CIERRE DE

TRIBUNALES DEL TRABAJO DE SANTIAGO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.022 con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de tribunales del trabajo de Santiago, con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7434-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 86ª, en 12 de enero de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.


Hacienda: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de la iniciativa es extender por 12 meses, hasta el 29 de febrero de 2012, el funcionamiento de dos de los nueve tribunales del trabajo de Santiago que se suprimen por la ley N° 20.022.



La Comisión de Constitución aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes: Honorables señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Patricio Walker, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo del artículo 2°, lo acogió en la misma forma que la anterior. Esta resolución la adoptó por la unanimidad de sus miembros presentes: Senadores señores Escalona, García y Lagos.



Corresponde, finalmente, señalar que el artículo 1° reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere 21 votos conformes.

El señor PIZARRO (Presidente).- La discusión es en general y en particular a la vez, ya que la urgencia ha sido calificada de “discusión inmediata”. Sugiero proceder en seguida al pronunciamiento de los señores Senadores.



En votación.

)-----------(

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, quiero formular una consulta reglamentaria, no referida a la iniciativa que nos ocupa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacerlo, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Entiendo que hoy vence la urgencia del proyecto signado con el número 3 en el Orden del Día. ¿También es preciso votarlo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Ella fue retirada. Así se dio a conocer en la Cuenta.

El señor LONGUEIRA.- ¿Se podría solicitar un acuerdo a fin de que el asunto se dejara para marzo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Imagino que se retiró la urgencia justamente porque se puede despachar ese mes.

El señor LONGUEIRA.- Pero una vez tratadas las dos primeras iniciativas se podría iniciar el debate y votación de la que señalo. Por lo tanto, lo que solicito, con el objeto de que el Ejecutivo pueda perfeccionarla, es acordar que no sea discutida en la presente sesión.

El señor PIZARRO (Presidente).- Al retirarse la urgencia, ello nos da el margen suficiente para ocuparnos de ella en marzo.



Si le parece a la Sala, se sacará la iniciativa de la tabla y se dejará para ese mes.



Estamos haciendo algo sumamente raro, porque nos hallamos en votación.

El señor NAVARRO.- Existe una gran inquietud por el asunto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Lo que se quiere es mejorar el proyecto. La preocupación obedece a que, tal como se encuentra el texto, no beneficia a toda la gente que debiera.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no tengo ninguna dificultad en explicar la razón por la cual estamos solicitando...

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador. Lo que pasa es que se iba a votar el primer proyecto del Orden del Día. Terminada esa parte veremos este otro punto.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para fundamentar su pronunciamiento.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo indica que financiar una prolongación del funcionamiento de los tribunales parece positivo. Sin embargo, aun cuando el informe no lo dice, existen 7 mil 300 causas vigentes del antiguo sistema, de las cuales 800 se encuentran para recibir sentencia. Por mi parte, voy a apoyar todo lo que signifique mejorar la justicia para los trabajadores, pero hubiera sido adecuado saber por qué no se logró que las causas se encontraran resueltas para realizar el tránsito en el tiempo previsto por la ley.



Espero que, en el plazo que se otorga, eso quede resuelto. No es bueno que las causas laborales se dilaten; algunas -todos lo sabemos-, dos a tres años. Entiendo que la prórroga que se propone ha sido calculada y es suficiente.



En tal sentido, señor Presidente, como siempre es necesaria la justicia laboral -y esperamos que los tribunales nunca pierdan de vista que la parte más débil son los trabajadores-, voto a favor.



¡Patagonia sin represas!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, yo respaldo plenamente esta petición de prórroga.



Como el procedimiento procesal laboral antiguo era malo (demoraba la resolución de las causas, en fin), se efectuó una gran reforma en la materia. Prueba de ello es que ya prácticamente todos los juzgados del trabajo están funcionando a satisfacción tanto de trabajadores cuanto de empleadores.



Entonces, lo que se pretende con este nuevo plazo es posibilitar el término de todos los procesos laborales pendientes anteriores a la entrada en vigencia del nuevo procedimiento.



Por ello, debiéramos votar unánimemente a favor del proyecto, con la finalidad de que, en los plazos que se estiman convenientes y con el uso de todos los recursos procesales contemplados en nuestra normativa laboral antigua, se puedan concluir las causas pendientes en los juzgados del trabajo del sistema anterior.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (30 votos afirmativos), el cual, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

)---------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Longueira ha solicitado sacar de la tabla el proyecto que otorga un bono a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio. 



Como el Ejecutivo le retiró la urgencia, tranquilamente podríamos verlo en marzo. 



El señor Senador, además, quiere explicar las razones por las cuales formuló tal la petición.



Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, considero importante dar la explicación. 



Este proyecto pasó en la discusión particular a la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor y a la de Hacienda. 



Como Sus Señorías recordarán, la iniciativa original, para sorpresa de todos, beneficiaba a las personas que en el año del Bicentenario cumplieron 50 años de matrimonio y no a las que ya los habían cumplido.



En la Cámara de Diputados se corrigió ese aspecto, en el sentido de que todos los que celebraron 60 años o más de casados a partir de enero de 2010 también recibieran el bono. 



Pero en la discusión muchos Senadores le hemos representado al Ejecutivo que es preciso solucionar en forma más rápida el caso de quienes a partir del año del Bicentenario cumplieron entre 51 y 59 años de matrimonio. Porque, de acuerdo a la redacción aprobada en la Cámara Baja, este conjunto de personas, que son incluso más que las beneficiadas inicialmente, recibiría el bono solo al completar 60 años de casadas.



Durante el trámite en la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, el Gobierno patrocinó una indicación en virtud de la cual, si uno de los cónyuges fallece luego de cumplir los 50 años de matrimonio dentro del plazo fijado, el viudo o la viuda recibirá la mitad del bono. 



Nos parece muy importante hacer un esfuerzo adicional para que ese conjunto de personas -reitero: son muchas más que los beneficiarios del proyecto inicial- no tengan que esperar hasta el cumplimiento de los 60 años de matrimonio para obtener el bono y puedan recibirlo en un plazo de tres años, antes del término de este Gobierno.



El Ejecutivo se comprometió a ingresar la indicación que resuelve el punto. Por eso le retiró la urgencia al proyecto.



Por el bien de los adultos mayores que han cumplido más de 50 años de casados a partir del año del Bicentenario, vale la pena esperar hasta marzo. Ello les permitirá recibir el beneficio antes de llegar a los 60 años de matrimonio.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tengo dos Senadores inscritos para intervenir. 



Aclaro que no hemos entrado a la discusión del proyecto: solo estamos viendo si lo sacamos de la tabla y lo dejamos para marzo.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el anuncio presidencial de este bono generó una expectativa enorme y muchas interrogantes, particularmente en quienes están a punto de cumplir 50 años y en aquellos que ya los pasaron. 



Todas las fórmulas que se han propuesto son oportunas y necesarias si buscan no discriminar. 



Lo planteado por el Senador Longueira me parece adecuado. Entiendo que existe una voluntad favorable del Ejecutivo en orden a revisar la materia. Postergar la iniciativa para marzo va a aparecer como una dilación para quienes están expectantes. Espero que comprendan que ello se hace para mejorar el bono, que es extraordinariamente positivo. 



Quiero que esto quede muy claro. Porque -como al resto de los parlamentarios- me han llamado algunos interesados y sus hijos me han enviado correos para pedirme que apuremos la entrega del bono.



Hoy día vamos a aplazar el tratamiento de la iniciativa. Pero, dado que es para mejorarla, para aumentar la cobertura de los beneficiarios y dejar de lado las discriminaciones odiosas, me parece positivo y estoy de acuerdo. Ojalá quede muy claro, señor Presidente, que esta postergación busca ampliar la cobertura para dar un mejor beneficio.



Entendido así, estoy por dejar este proyecto para marzo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, yo me sumo a la postergación. 



La semana pasada analizamos dicha iniciativa en dos sesiones de la Comisión de Hacienda -el Senador señor García fue uno de los que presentaron las mayores objeciones-, y nos dimos cuenta de que el punto en controversia es bastante ridículo, sobre todo debido a la indicación posterior de que fue objeto, la que, en vez de solucionar el problema, lo agravó. En efecto, señala que quienes queden viudos luego de cumplir entre 50 y 60 años de matrimonio recibirán el bono solo al momento de enterar los 60 años de casados. Y a esas alturas todos se hallan cerca de los 90 años o “no están”. 



Además, el Ministro de Hacienda fue supernegativo en esta materia. No admitió ninguna posibilidad de introducir modificaciones. Ni siquiera quiso, incluso, cambiar la urgencia.



Por tanto, si existe la posibilidad y hay una voluntad nueva -nada se expresó la semana pasada-,...

El señor CANTERO.- La hay.

El señor FREI (don Eduardo).-... yo me sumo a lo solicitado. Porque creo que el bono, tal como está concebido, envuelve una tremenda injusticia.

El señor CANTERO.- ¡No le demos más vueltas, señor Presidente! ¡Que quede para marzo!

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se retirará de la tabla el proyecto que otorga un bono a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio.



--Así se acuerda.

MAYOR PLAZO PARA COMETIDO DE COMISIÓN ASESORA CREADA POR LEY N° 20.405

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga el plazo de calificación otorgado a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, con informe de las Comisiones unidas de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7435-17) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda y Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo de este proyecto es prorrogar por seis meses el plazo para la etapa de calificación de las solicitudes de que dispone la referida Comisión Asesora y autorizar a esta a los efectos de que acceda a los antecedentes, documentos y testimonios recogidos por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura y pueda cumplir su obligación de calificar.



Las Comisiones unidas aprobaron el proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Lily Pérez y señores Escalona, Frei y García -como miembros de ambas Comisiones- y Lagos), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Corresponde tener presente que el artículo 2° es de quórum calificado, por lo cual para su aprobación se requieren los votos conformes de 19 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, atendida la “discusión inmediata” que pesa sobre esta iniciativa, hoy en la mañana sesionaron las Comisiones unidas de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 



El propósito de la normativa propuesta es que la Comisión conocida con el nombre de “Comisión Valech” siga funcionando por seis meses más para poder calificar las solicitudes que ha recibido, no para recibir nuevas presentaciones. Esta precisión es importante para el debate del proyecto.



Según el Coordinador de la División de Estudios del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Oliva, quien acudió a las Comisiones unidas en representación del Ejecutivo, las solicitudes esperadas eran de 18 mil, pero a la fecha se han recibido 33 mil 500, lo que ha hecho imposible que la Comisión Asesora cumpla su tarea de calificar todos los antecedentes.



Por lo tanto, prorrogar el plazo en seis meses no es para ingresar nuevas solicitudes, sino para posibilitar que dicha Comisión cumpla la misión que se le encomendó en la ley que ahora se modifica. 



Insisto: en ese lapso no se recibirán nuevas presentaciones, sino que se calificará el muy elevado volumen de casos recepcionados, que es casi el doble de lo que se había pensado.



En consecuencia, señor Presidente, se trata de un proyecto simple, pero importante a los fines de dar respuesta a las personas que presentaron sus antecedentes para la calificación en la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura. 



Espero que la opinión pública no vaya a pensar que se abre plazo para nuevas solicitudes: se trata de concluir el trabajo que dicha Comisión se halla desarrollando.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, emplearemos el mismo procedimiento que en el caso anterior: cerraremos el debate y abriremos la votación, en atención a que se trata de un proyecto de quórum calificado.



--Así se acuerda.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero sumarme a lo señalado por el Senador señor Escalona, Presidente de la Comisión de Hacienda, en el sentido de que hoy día en las Comisiones unidas -yo presido la de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía- sacamos adelante este proyecto, calificado de “discusión inmediata”, por dos razones.



En primer lugar, porque, efectivamente, no se ingresarán nuevos casos, sino que se calificarán las solicitudes ya recibidas. Para ello, la Comisión Asesora precisa ampliar en seis meses el plazo de la etapa de calificación, que vence en febrero; es decir, en muy pocos días más. Con esto se extiende su funcionamiento hasta agosto.



En segundo término, porque el Gobierno nos expresó que había estimado la presentación de 18 mil casos y se recibieron más de 33 mil; esto es, casi el doble de lo que se esperaba. Así, a la Comisión se le hace prácticamente imposible cumplir su tarea sin prorrogar el plazo.



Una de las cosas que más le planteamos al Ejecutivo esta mañana -también se hallaba con nosotros el Senador señor García, miembro permanente de la Comisión de Hacienda en representación de Renovación Nacional- fue la necesidad de ser muy prolijos en el análisis y la calificación de los casos presentados. Ello, porque han existido experiencias recientes -y hay que asumirlo- de cuestionamientos en el otorgamiento de becas Valech, por ejemplo, o de problemas en casos de exonerados políticos.



Por eso le pedimos al Gobierno gran prolijidad en la calificación de las solicitudes recibidas.



Las Comisiones unidas de Hacienda y de Derechos Humanos aprobaron esta mañana la iniciativa por unanimidad, incluidos mayores recursos para la extensión del plazo referido. 



En consecuencia, anuncio el voto favorable de los Senadores de Renovación Nacional e Independientes.



He dicho.

El señor CANTERO.- ¡Qué puedo decir! ¡Solo que sí!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, sin duda, el nuevo plazo propuesto se requiere para procesar las más de 18 mil solicitudes que, inesperadamente, se presentaron a la Comisión Asesora.



Ahora, sin perjuicio de que votaré favorablemente el proyecto -tiene urgencia calificada de “discusión inmediata” y prácticamente no existe posibilidad de presentar indicaciones-, me asaltan serias dudas en cuanto a si en seis meses más estaremos con otra iniciativa que establezca una nueva prórroga, pues los recursos humanos y materiales destinados a cumplir dicha tarea no permitirán a la Comisión desarrollarla en el tiempo definido. Me preocupa que en el nuevo plazo ella no sea capaz de calificar todas las solicitudes presentadas, más todavía cuando se pide mayor prolijidad. Ello significa que se requerirán más recursos humanos y mayor tiempo. 



En definitiva, dudo de que seis meses más sean suficientes.



En segundo lugar, aunque se despache la iniciativa con la prórroga propuesta, me inquieta que los nuevos beneficiarios de la Ley Valech, más los antiguos, sigan expuestos a ser víctimas de fraude por parte de inescrupulosos. Así ocurrió con un grupo de personas del sector privado, y también del público, que ofrecieron, a cambio de aproximadamente 9 millones de pesos, cursos de capacitación y de educación con cargo al beneficio contenido en dicha ley.



Ahí se enriquecieron algunos centros de estudios, en particular la Universidad UNIACC. Hicimos la denuncia respectiva ante los tribunales. Inicialmente, se estimó que dicho plantel de educación habría recibido alrededor de 5 mil millones de pesos por esa vía. Luego del trabajo realizado por la Comisión Investigadora pertinente de la Cámara de Diputados y por la Fiscalía, se determinó que más de 18 mil millones de pesos fueron los recursos mal usados por centros de estudios, en especial por la Universidad señalada.



Entonces, me preocupa que en este proyecto no se haya formulado una indicación que acotara o definiera con claridad, con precisión cómo deberán usarse tales fondos. No es posible que estos se sigan manejando de manera tan liviana, sin ningún beneficio para las personas, las que terminan siendo perjudicadas. Porque el Estado, mediante las becas Valech, paga una capacitación que sirve solo para enriquecer a determinados aprovechadores.



En suma, señor Presidente, votaré favorablemente el proyecto. Pero planteo mis dudas: primero, respecto de si es suficiente el plazo propuesto para que la Comisión Asesora realice su labor , y segundo, en cuanto a la necesidad de que el Ejecutivo -los parlamentarios podemos colaborar en ello- trabaje en una iniciativa que permita acotar, definir o resolver cómo utilizar dicho beneficio a fin de que no se preste para abusos ni para defraudar al Estado.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ruego a Sus Señorías emitir su voto. Les recuerdo que se trata de un proyecto de quórum calificado.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es del todo necesaria y urgente la aprobación de esta iniciativa. Como señaló el Senador señor Tuma, existen algunas dudas, las que han surgido por la premura en despachar la materia.



Claramente, del texto se desprende que, dentro del universo de las 33 mil 500 solicitudes ya recibidas, durante el nuevo plazo podrán ser complementados los antecedentes que no estuvieran completos, si el caso lo amerita. Por eso se autoriza la consulta de documentos con carácter secreto por el lapso de 50 años.



Mi pregunta es si los actuales postulantes, los que no poseen el beneficio, podrán adjuntar nuevos antecedentes para los efectos de la calificación, o solo se revisarán las carpetas ya ingresadas, sin que sea factible agregar nuevos documentos.

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Ya lo hicieron!

El señor NAVARRO.- La Senadora me señala que ya entregaron la documentación.



Entonces, consulto por qué no podrían ingresarse nuevos antecedentes en el plazo de seis meses si la Comisión aún se halla en la etapa de calificación. Y no hablo de nuevos postulantes, aunque me habría gustado que así fuera. Conozco gente que, por diversos motivos, no alcanzó a presentar su solicitud.



Pero -reitero-, respecto de los que sí postularon y en el curso de los seis meses establecidos tienen nuevos antecedentes que aportar, no me parece adecuado que no puedan adjuntarlos, en circunstancias de que su caso está a la vista. Hablo de nuevos antecedentes, no de la reiteración de los ya presentados.



En tal sentido, debería haber un factor de criterio. Al parecer, la iniciativa no lo contempla expresamente. Pero creo que respecto de las 33 mil 500 solicitudes, con el nuevo plazo propuesto, nada debiera impedir la aparición de antecedentes distintos a los ya presentados e incorporarlos para su revisión. 



Voy a votar a favor, señor Presidente, aunque también mantengo dudas respecto de los seis meses. Entiendo que puede haber un factor económico sobre el particular. El informe financiero nos dice que el aumento del plazo de funcionamiento significa un costo de 887 millones de pesos adicionales. 



Uno podría entender que esa razón impide una mayor prórroga. Sin embargo, dado lo trascendente de las calificaciones, dada la posibilidad de sanar el alma nacional, y pensando que ellas se realizarán solo una vez en la historia de nuestro país, me parecería insuficiente esgrimir el factor costos. 



Espero que, transcurrido el plazo sugerido, no tengamos que ampliarlo nuevamente. De ser necesario, me gustaría la comprensión del Gobierno para una mayor apertura. Seis meses podrían resultar pocos, más aún considerando que, si se aprueba ahora la iniciativa, se perderá febrero como mes hábil. 



No obstante lo anterior, reitero mi voto favorable. 



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor); y, por no habérsele formulado indicaciones, se aprueba también en particular, quedando despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE ADECUACIÓN DE PLAZOS VINCULADOS A ELECCIONES PRESIDENCIALES

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde ocuparse del proyecto de reforma a la Carta Fundamental, en segundo trámite constitucional, que adecua los plazos vinculados a las elecciones presidenciales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (6946-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de reforma constitucional:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2011.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los principales objetivos de la reforma constitucional son los siguientes: 



- Adelantar la fecha de celebración de la votación para elegir Presidente de la República. 



- Ajustar a esa nueva fecha las oportunidades en que deberá realizarse la segunda vuelta; las elecciones presidenciales en casos especiales, como el de subrogancia y el de vacancia del cargo, y otras vinculadas a esos procesos eleccionarios.



- Adelantar al día 1º de marzo la fecha de asunción del Presidente de la República y de los parlamentarios. 



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió esta iniciativa solamente en general y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Larraín, cuyo texto se transcribe en el informe. 



Cabe señalar que el proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 22 señores Senadores respecto de los numerales del artículo primero, excepto el número 7, que precisa 25 votos. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general. 



Si le parece a la Sala, se abrirá la votación, porque se necesita quórum especial.



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, esta iniciativa fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, pues responde a una solicitud que ha concitado bastante apoyo en la ciudadanía respecto de las mejores fechas para realizar las elecciones presidenciales, las que, lógicamente deben coincidir con las parlamentarias. 



Todos sabemos que en la actualidad la segunda vuelta es un hecho, pero en el período que transcurre antes de su materialización está la Pascua y el Año Nuevo, lo cual produce desgaste y mayor dificultad si las personas tienen que concurrir a votar a mitad de enero. 



Por ende, en este caso se ajusta la fecha de la primera vuelta de la elección presidencial -que concuerda con la de los parlamentarios-, con una diferencia de cuatro semanas para el balotaje. De esa manera, el proceso eleccionario quedaría finalizado antes de las fiestas de fin de año. 



Me parece que tal criterio es extraordinariamente razonable, ya que sobre la situación actual siempre han formulado preguntas a los parlamentarios. 



De ahí que en la Comisión de Constitución estimáramos en forma unánime que era importante acoger la reforma constitucional propuesta. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero formular una consulta al representante del Ejecutivo, aquí presente.



Como la iniciativa que nos ocupa es virtualmente idéntica a otra que presentamos con el Senador señor Novoa hace casi cuatro años, me gustaría que definiéramos -también lo planteo al señor Presidente del Senado- cuál será la futura lógica legislativa en cuanto a los proyectos que tienen su origen en el Presidente de la República. 



Aunque soy parte del Gobierno, resulta que la situación descrita no me acomoda. Porque si un conjunto de parlamentarios, de la corriente política que fuera, incluso de las bancadas del frente, presenta una normativa igual a la oficialista pero no se califica con la misma urgencia, nunca el Parlamento podrá sacar sus propios proyectos, lo que no sucede con los del Ejecutivo. 



Entonces, quiero preguntar por qué, en lugar de continuar debatiendo esta iniciativa, no se termina de tramitar la que presentamos hace cuatros años y que fue aprobada en general por la Sala. Volvió a la Comisión de Constitución -la cual se halla tapada de pega, lo que me consta-, pero nunca se le dio urgencia, pese a haberla requerido, poniéndose en tramitación en el intertanto la que ahora nos ocupa. 



Por consiguiente, como tengo una lógica republicana, me parece que nos corresponde hacer respetar nuestra institución, puesto que no es razonable el proceder descrito. 



En consecuencia, -por su intermedio, señor Presidente- pregunto al Ejecutivo por qué no acepta la fórmula que he sugerido respecto de finalizar la tramitación de la moción presentada con anterioridad, que es exactamente igual a la del Gobierno. 

El señor PIZARRO (Presidente).- El señor Ministro no puede intervenir, porque nos hallamos en votación. 



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, en verdad, cuando uno analiza la forma en que se encuentra establecida la segunda vuelta en nuestro sistema eleccionario, le surgen muchas dudas de por qué no se corrigió antes. Porque es evidente lo absurdo de enfrentar a la ciudadanía a una segunda votación durante el período en que se toman vacaciones o que se celebran la Navidad u otras fiestas, teniendo en cuenta que la católica es la religión mayoritaria en nuestro medio. 



Mucha gente nos preguntaba y nos pregunta por qué eso no se modificó. Y yo tengo una posible respuesta a tal interrogante. 



En el año 2006, junto a un grupo de especialistas del Instituto Libertad, iniciamos un estudio del actual sistema democrático chileno y realizamos numerosas propuestas para perfeccionarlo. Dentro de ellas, se incluyó la idea de la actual Senadora Lily Pérez, que se incorporó al trabajo de esa Comisión que me tocó presidir, para modificar la fecha de la segunda vuelta, proponiéndose un plazo de cuatro semanas para su verificación, a fin de finalizar el proceso eleccionario antes de la fiesta de Navidad. 



Ese mismo año se lo llevamos al Gobierno de la época; pero, por desgracia, no fuimos oídos y el proyecto quedó en el olvido. Las respuestas que se me dieron no las podría repetir. Pero algunos personeros me dijeron que no iban a cambiar las fechas, porque la gente de mi sector político salía más a veranear y eventualmente podrían ausentarse de la segunda vuelta, lo que me pareció impresentable.



Hoy día, el Ejecutivo ha recogido -me alegra mucho y felicito al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, que nos acompaña- una idea parecida a la moción del Senador señor Coloma, a la de la Honorable señora Lily Pérez o a la contenida en el informe del año 2006 a que hago referencia. Cualquiera de tales iniciativas resultaba factible, porque era indispensable que el proceso no se verificara entre las dos festividades de fin de año, sobre todo en un país como el nuestro, donde la gente en esa fecha está pensando, por supuesto, en algo distinto al proceso electoral.



Por lo tanto, me alegro de que mi Gobierno haya pensado sacar adelante una reforma que es necesaria, máxime cuando todo el mundo preguntaba por qué no se propuso antes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, al emitir su informe la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, quedamos de acuerdo en plantear en la Sala la inquietud que el Senador señor Coloma manifestó hace un rato, en el sentido de que, dada la  existencia de mociones anteriores, el Ejecutivo podría haberles asignado urgencia o formulado  indicaciones.



En ese aspecto, quedamos de plantear al Gobierno que, a futuro o ahora, si es viable, en caso de existir una moción, individual o de un grupo de parlamentarios, respecto de alguna materia sobre la cual al Ejecutivo le interesa legislar, este le ponga urgencia o presente indicaciones para perfeccionarla.



Eso es, a nuestro juicio, lo adecuado entre Poderes colegisladores.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, no voy a entrar en una discusión que me parece enteramente absurda, ridícula y extemporánea, en cuanto a buscar razones políticas a este cambio de fecha de una elección, como se insinuó en una intervención precedente.



Pero me preocupa lo que se establece en el Artículo Segundo transitorio -tal vez haya que solicitar la unanimidad de la Sala para que el Ejecutivo pueda responder al respecto-, porque en la parte correspondiente del mensaje se dice lo siguiente: “El Presidente de la República y los Diputados y Senadores que asuman el día 11 de marzo de 2014, finalizarán su período el 1° de marzo de 2018.”. Es decir, un día diferente al de término del mandato del Jefe del Estado y de los parlamentarios en ese año, sin que se precise cuándo asumen. Si nos guiáramos por el texto constitucional como está, lo harían el 11 de marzo de 2018, lo que significa que el país estaría 10 días sin autoridades políticas.



No quiero desconocer que los asesores del Ejecutivo son gente de una gran prosapia política y legislativa, ni tampoco sus virtudes.

El señor PROKURICA.- ¡Vienen del Gobierno anterior...!

El señor ESCALONA.- Pero el mensaje es del actual Ejecutivo, al que Su Señoría defiende.



Entonces, quiero que se aclare el punto, que no es menor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se le han hecho dos preguntas al señor Ministro.

El señor LAGOS.- Que las responda.

El señor PIZARRO (Presidente).- Reglamentariamente, mientras se desarrolla la votación, no se puede ofrecer la palabra al señor Ministro.

El señor COLOMA.- Pida la unanimidad, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Con el acuerdo de la Sala, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, agradezco a los señores Senadores la oportunidad que me brindan para explicar esta importante iniciativa legal.



Como se ha dicho, con el proyecto se pretende algo que ha venido siendo planteado en el Parlamento desde hace muchos años: adecuar las elecciones presidenciales a la realidad que más acomoda a la ciudadanía.



Y quiero entregar algunos antecedentes. 



Como sabemos, la segunda vuelta hoy día se verifica en enero. Según la práctica, un porcentaje importante de chilenos, cerca de 40 por ciento, toma vacaciones en dicho mes. Y contrariamente a lo que muchas veces es la impresión general o a lo que ha primado, se advierte que esos votantes, por estrato socioeconómico, pertenecen más bien a la clase media, clase media baja y popular, quienes salen de vacaciones en enero, cuando, por razones obvias, los precios y los costos son menores.



El Ejecutivo tuvo muy presentes todas las iniciativas sobre la materia. Hay fácilmente cinco mociones en el Congreso, siendo el número de Senadores y Diputados involucrados en ellas alrededor de veinte.



En consecuencia, al Ejecutivo le pareció -y lo discutimos en la Comisión de Constitución- que era conveniente traer el asunto a la Sala, recoger la impresión y los planteamientos sobre el particular –los del Honorable señor Coloma y de otros señores Senadores- y, posteriormente, afinar el texto en debate en la discusión en particular.



Este proyecto -a propósito de lo expresado por el Senador señor Escalona- viene a ajustar las fechas de la elección de primera y segunda vuelta, de manera que esta última nunca se haga en una época diferente al entorno de los días 16 a 19 de diciembre. En la Comisión se presentó un calendario detallado hasta el año 2041 sobre la realización de los comicios.



Cabe recordar que, además, el 8 de diciembre generaría diversas complejidades como para pensar hacer ese día el acto electoral.



Además, la iniciativa compatibiliza otros elementos que se vinculan con disposiciones, por ejemplo, sobre autorización para la salida del Presidente de la República, la calificación para la segunda vuelta, y también -punto mencionado por el Senador señor Escalona- las fechas de asunción del nuevo Gobierno y de las nuevas autoridades parlamentarias. 



¿Qué se consideró en esto? Que entre la fecha de la segunda vuelta -que será adelantada para mediados de diciembre, aproximadamente- y el 11 de marzo, habría un período demasiado extenso en que el Gobierno saliente estaría administrando el país. 



Por lo tanto, a la luz de la experiencia nacional e internacional, parecía del todo prudente adelantar el cambio de mando al 1o de marzo.



La pregunta que efectúa el Senador señor Escalona se formuló y discutió en la Comisión de Constitución. Específicamente, fue el Honorable señor Gómez -en este momento no se encuentra en la Sala- quien planteó exactamente la misma duda. Ella se resolvió en el sentido de que no se produce el inconveniente que menciona el Senador señor Escalona. Sin embargo, obviamente, esta puede ser una materia de perfeccionamiento en el debate particular que se llevará a cabo en ese órgano técnico.



Por último, señalo que es política del Poder Ejecutivo que, mediando circunstancias como esta, en todos sus proyectos se recojan los planteamientos y los nombres de quienes han promovido iniciativas similares, las que son perfeccionadas. Y también es política nuestra que, con posterioridad, a las ceremonias de promulgación de la ley pertinente se invite a los parlamentarios que participaron en los proyectos respectivos.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Pese a no permitirlo el Reglamento, tiene la palabra Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solo deseo efectuar una aclaración.



Mi duda queda resuelta por la propia Constitución Política, en los incisos tercero y cuarto del artículo 27, que expresan:



“El Congreso Pleno, reunido en sesión pública el día en que deba cesar en su cargo el Presidente en funciones y con los miembros que asistan, tomará conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador de Elecciones proclama al Presidente electo.



“En este mismo acto, el Presidente electo prestará ante el Presidente del Senado, juramento o promesa de desempeñar fielmente el cargo de Presidente de la República, conservar la independencia de la Nación, guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes, y de inmediato asumirá sus funciones.”.



Es decir, de acuerdo con el artículo 27, al establecerse el día de cese del mandato se dispone el día en que asume el hasta entonces Presidente electo.



He resuelto en el Texto Constitucional mi duda, señor Presidente.



Muchas gracias.

El señor LAGOS.- ¡Se pregunta y se responde a sí mismo...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- En primer lugar, respaldo absolutamente lo expresado por el Presidente de la Unión Demócrata Independiente, Senador señor Coloma.



Nos encontramos ante una materia muy de fondo, y, por supuesto, nunca hay tiempo para abordarla. En este sentido, le pido a la Mesa que en algún momento, al retorno de las vacaciones de febrero, los Comités analicen el punto.



Durante las Administraciones de Patricio Aylwin y de Eduardo Frei Ruiz-Tagle se mantuvo una tradición -yo era de la Oposición-: cuando había una iniciativa presentada por un parlamentario, de Gobierno u Oposición, lo que hacía el Ejecutivo era formularle una indicación. A lo menos -nobleza obliga- así ocurrió en varias iniciativas que patrocinamos con otros parlamentarios, las que después se transformaron en leyes.



A mi juicio, esa es la forma como debe establecerse el respeto recíproco entre el Congreso -un Poder del Estado- y el Ejecutivo.



Y esa tradición empezó a perderse.



El Honorable señor Coloma tiene toda la razón en sus observaciones.



Aun más, este proyecto se presentó a petición del actual Presidente de la República, en aquel entonces candidato; o sea, no resulta desconocida por el actual Gobierno la iniciativa del colega Coloma. Y lo recuerdo porque yo era Presidente de la Comisión de Constitución.



Entonces, no me parece un procedimiento correcto que, cuando ya hay un proyecto formulado por un parlamentario -en este caso, además pertenece a la propia Coalición y la materia forma parte de los compromisos del candidato presidencial-, finalmente se presente otro alternativo.



Pero se agrava dicha situación por el enorme desequilibrio existente en el régimen presidencial entre el Gobierno y el Congreso. Si las ya pocas y limitadas atribuciones de este no son adecuadamente reconocidas cuando se ejercen, entonces el rol del Parlamento queda muy minimizado.



En tal sentido -no dudo de la buena fe ni de los buenos propósitos con que ha actuado el Ministro Larroulet; lo conozco, y (repito) no tengo ninguna duda al respecto-, creo que estamos ante un principio que hay que respetar. Y en este caso ello no se ha hecho.



No me digan -¡por favor!- que van a anotar en las páginas del proyecto que se trataba de una moción presentada por el Senador señor Coloma. Porque para la historia fidedigna de la ley nadie lo va a saber. Y ocurre que, probablemente, a Su Señoría después lo van a medir, entre otros factores, por la cantidad de mociones que haya logrado convertir en leyes.



En cuanto a lo anterior poseo un juicio absolutamente claro. El Gobierno requiere un Legislativo que le ayude a resolver sus problemas. Entonces, me parece que la Mesa del Senado, junto con los Comités, deben también pedir reciprocidad en el trato y en las relaciones.



Voy ahora al fondo del proyecto, señor Presidente.



La presente iniciativa se votó en general por la Comisión. Se trata de un muy buen texto. Y, obviamente, se perfeccionará durante su discusión particular, pues algunos aspectos se han de mejorar.



Desde luego, no tengo claro que el Parlamento deba entrar a funcionar el 1o de marzo. Resulta perfectamente razonable que cuando hay un nuevo Gobierno, cuando se vuelve de un mes de vacaciones (febrero), se puedan tomar unos días para el ajuste, para la instalación. Ello ayudaría a los propios parlamentarios que hubieran terminado una campaña. O sea, no estoy seguro de que establecer el 1o de marzo signifique más eficiencia, calidad, prestigio. A lo mejor es una torpeza infinita y lo lógico sea esperar unos días más. Aunque puede ser un acierto.



Sin embargo, considero que el proyecto en votación obviamente constituye una muy buena idea. Creo que nadie discute el correr las fechas. Porque es ridículo celebrar elecciones en enero y dejar a la gente sin vacaciones.



Por lo tanto, votaré a favor de la iniciativa, la que se va a perfeccionar.



No obstante, reitero mi petición a la Mesa para que alguna vez abordemos en serio la forma como se trata a los parlamentarios en nuestro sistema político. No existe otro país de la altura de Chile donde el Parlamento sea minimizado de la manera como ocurre aquí, desde las normas de protocolo hasta la forma en que se relacionan con nosotros. Y no estoy solicitando ningún trato excepcional, sino simplemente que un Poder del Estado, y en particular el Senado, elegido democráticamente por la ciudadanía, asuma el rol que le corresponde.



Pido que quede constancia de ese punto en la Versión Oficial, a fin de que pueda ser discutido en las reuniones de Comités de marzo.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Vamos a interpelar al Ministro...!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, antes de referirme al fondo del proyecto, quiero expresar mi completo acuerdo con los parlamentarios que han intervenido y con la observación formulada por el Senador señor Coloma en cuanto a que las atribuciones de los parlamentarios se minimizan cuando no se consideran sus iniciativas.



Habiendo un texto previo que quizás no sea idéntico pero que contiene la misma idea matriz, debería existir algún mecanismo para resolver qué pasa cuando se presenta un proyecto similar, sea por parte del Ejecutivo o de otro parlamentario, porque podría tratarse de una iniciativa originada en la otra Cámara.



Me parece que en esos casos debemos realizar dos acciones.



En primer lugar, respecto a los proyectos que envía el Ejecutivo, deberíamos impulsar una reforma constitucional a fin de que, cuando ingrese a cualquiera de las Cámaras un mensaje que contenga la misma idea matriz de otra iniciativa, se fusionen ambos textos o todos sean objeto de la misma urgencia.



Esa es una primera cuestión. Porque el asunto no lo solucionaremos con buena voluntad. Las relaciones entre los Poderes del Estado se han de resolver con las normas pertinentes. Y, como se trata de una disposición constitucional, deberíamos efectuar una reforma a la Carta en tal sentido.



Por lo tanto, invito a los parlamentarios a trabajar y a presentar una modificación en ese orden.



En segundo término, tratándose de otra moción, la Oficina de Partes debiera traer a la vista las iniciativas que contienen la misma idea matriz, a los efectos de que las Comisiones las analicen conjuntamente y no aparezca un proyecto avanzando porque lo presentó un parlamentario con mayor afinidad con el Presidente de la Comisión, mientras el otro se archiva porque su autor carece de cercanía con quien dirige en ese momento una Comisión determinada.



Por eso, invito a los parlamentarios a trabajar en una modificación constitucional y reglamentaria con el objeto de que se guarde el debido respeto y reconocimiento a la labor realizada en proyectos que después no son considerados en los que se convierten en leyes.



En lo que dice relación con el fondo de la materia, me parece que la iniciativa en debate es de tremendo sentido común. En alguna oportunidad, cuando se estableció que el 11 de marzo debería instalarse el Congreso Nacional, se contó desde ese día hacia atrás y se fijó la fecha de las elecciones sin consideración alguna respecto a los problemas que ello le ocasionaría a la ciudadanía.



Entonces, estamos democratizando los plazos vinculados con esos comicios, lo que significa contemplar los efectos de la fijación de un día determinado sobre los ciudadanos comunes y corrientes.



Por consiguiente, felicito a los parlamentarios que presentaron originalmente iniciativas para propiciar esta modificación constitucional, y al Ejecutivo, por recoger este proyecto de gran sentido común.



Voto a favor.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en primer lugar, anuncio que voy a votar a favor.



No obstante, quiero dejar constancia de mi opinión sobre esta iniciativa, porque a veces me queda la sensación de que la democracia chilena y sus actos ocupan un lugar secundario en los deberes, en las obligaciones.



Perdónenme por exponerlo de esta manera, pero pensar que se tiene que cambiar la fecha de las elecciones presidenciales en una democracia debido a que la gente se encuentra de vacaciones me resulta bastante penoso. Lo digo con mucha franqueza.



Alguien podrá argumentar: “¡Claro! Es una barbaridad. Hay que acomodarse a las necesidades de la gente.”. Todo lo que se quiera. Sin embargo, no olviden Sus Señorías que cerca de cuatro años atrás una benemérita organización sugirió la posibilidad de modificar el día fijado para la elección porque se realizaría un importante acto en el país, con globos, celebraciones, en fin. Ello presentaba un altísimo sentido gregario, pero no justificaba tal cambio.



Votaré favorablemente la idea de legislar. Sería torpe no hacerlo. Sin embargo, me cuesta admitir que estemos discutiendo este proyecto en el Senado para correr las fechas de las elecciones presidenciales porque han variado los hábitos de la gente. Es decir, si mañana los chilenos se dedican a tomar su período más fuerte de vacaciones en invierno, ¿deberemos cambiar todos los plazos relacionados con la democracia durante esa estación?

El señor TUMA.- Así es.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Lo digo con mucha franqueza: ¡eso me parece completamente penoso!



En segundo término, cuando un señor Senador comentó que alguien del Gobierno anterior le había señalado que la fecha de la elección presidencial no debía cambiarse debido a que los votantes de la Oposición de entonces salían mucho más de vacaciones durante ese período que los de la Concertación, pensé que estaba haciendo una broma.

El señor PROKURICA.- ¡No!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Entonces, me parece vergonzoso que las personas proclives al Gobierno, que tienen más dinero que quienes votan por nosotros, salgan de vacaciones más fluidamente que el resto del pueblo.



Por tanto, deberíamos dedicarnos a corregir esa anomalía más que lo relativo a los plazos.



En tercer lugar, aprovecho de manifestar lo siguiente.



No soy especialista, ni mucho menos, en materias jurídicas. Pero hay un punto en que hemos errado durante estos años: permanentemente estamos modificando la Ley Electoral, la Constitución, diversas institucionalidades.



Ello me deja la sensación de que no hacemos bien las cosas. Persiste un desequilibrio en el régimen presidencial existente, y no hemos sabido resolverlo.



De otro lado, es incomprensible que en un régimen presidencial como el nuestro se nos agravie de la forma como lo han hecho todos los Gobiernos anteriores al golpe militar e incluso posteriores a él.



En consecuencia, deberíamos poner el acento en algunas situaciones que exceden todo límite, como la que ocurre hoy día con Senadores o Diputados (ya sucedió en las Administraciones de la Concertación) que pasan al Gobierno y obligan a la designación de sus reemplazantes.



Ese es un error monumental. Y pido que alguna vez analicemos el punto, porque ello no puede continuar.



En resumen, sigo sosteniendo el mismo criterio. Y seré muy claro al respecto -mi colega Eduardo Frei me hace bromas porque cree que me referiré a él-: con ninguno de los Presidentes de la República de la Concertación tuve problemas en los términos de lo que le ha sucedido al Senador señor Coloma.



Sin embargo, sí los tuve con algunos Ministros. Y esto me parece una equivocación monumental, porque, como dijo Jacques Maritain la cortesía forma parte de la democracia.



Entonces, si no actuamos de otra manera, vamos a generar condiciones...

El señor PIZARRO (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor PROKURICA.- ¡Dele más tiempo, señor Presidente!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Termino en 30 segundos.



Decía que vamos a generar condiciones para que se suscite un conflicto serio entre el Ejecutivo y el Parlamento si las personalidades que dirigen las instancias gubernamentales son proclives a no alcanzar acuerdos.



Ya se nos presenta un conflicto con el hecho de que la sede del Parlamento se halle en Valparaíso. Con todo respeto por esta ciudad, considero que se trata de un error monumental que no hemos podido solucionar.



Por eso, señor Presidente, aprobaré el proyecto para seguir la corriente y dar la posibilidad de que se reúnan los votos necesarios. Pero quiero dejar en claro mi pensamiento en esta materia.



Voto a favor. 

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (25 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, después de este arduo debate, hay que fijar plazo para presentar indicaciones.

El señor LARRAÍN.- Propongo el 8 de marzo.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Qué sugiere el Gobierno, señor Ministro?

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- La segunda semana de marzo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Parece preferible el 14 de marzo.



--Se fija plazo para formular indicaciones hasta el lunes 14 de marzo, a las 13.

ENMIENDA DE LEY SOBRE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.248, sobre subvención escolar preferencial, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7187-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El proyecto persigue como objetivo principal aumentar la subvención escolar preferencial y perfeccionar algunos mecanismos relativos a su implementación.



La Comisión discutió esta iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Chadwick, Navarro, Quintana e Ignacio Walker.



El texto que se somete a la consideración del Senado se puede consultar en la parte pertinente del boletín comparado.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, deseo recalcar que nos hallamos ante una iniciativa muy importante.



Como todos sabemos, en el año 2008, bajo el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, el Congreso Nacional aprobó un proyecto sobre subvención escolar preferencial complementario de la subvención general, que constituye el mecanismo de financiamiento de la educación chilena.



La subvención escolar preferencial va dirigida a los alumnos más vulnerables de las escuelas públicas y también de las particulares subvencionadas.



Por lo tanto, implica mayor cantidad de plata para atender a los alumnos más pobres.



Eso es lo que significa el proyecto: destinar anualmente 180 mil millones de pesos (360 millones de dólares) a financiar la Subvención Escolar Preferencial.



En su aplicación, desde el año 2008, la ley N° 20.248 ha presentado bastantes problemas, deficiencias y limitaciones desde el punto de vista de su implementación. Doy un solo ejemplo. Hoy se encuentran prácticamente empozados -término que uno escucha en estos días- en los municipios, porque no pueden gastarlos, alrededor de 40 mil millones de pesos (más o menos 80 millones de dólares). ¿Por qué? Porque la aplicación de esos fondos, que tienen una finalidad muy loable e importante desde la perspectiva de la equidad y la justicia social, es muy rígida. Entonces, el departamento jurídico de la respectiva Contraloría Regional plantea objeciones que impiden usar esa gran cantidad de dinero.



Por eso, esta iniciativa, aprobada por unanimidad en la Cámara de Diputados y acogida en general, en la misma forma, en la Comisión de Educación del Senado, aspira a incrementar los recursos destinados a la Subvención Escolar Preferencial en aproximadamente 20 por ciento, lo que arroja 38 mil millones de pesos adicionales para el 40 por ciento de los educandos prioritarios, distinguiendo entre el primer quintil más pobre, para el cual el alza propuesta corresponderá a 28 por ciento, y el segundo quintil, donde el aumento será de 14 por ciento.



El costo financiero total del proyecto alcanza a la cifra indicada: 38 mil millones de pesos. 



Alguien podría preguntarse por qué se incrementa la SEP si ya existen problemas para gastar lo aprobado en 2008.



Por eso durante el debate de la iniciativa en el segundo trámite legislativo, junto con aumentar los montos de la Subvención Escolar Preferencial procuraremos flexibilizar y regular mejor la manera de gastar esos recursos, por ejemplo, contratando profesionales -psicólogos, orientadores familiares, neurólogos- para hacer frente a todo el cúmulo de problemas asociados a la educación vulnerable, ya sea pública o particular subvencionada, y, eventualmente, aumentando las remuneraciones de los profesores u otros profesionales. 



Eso otorgará mayor margen al sostenedor, ya sea en la educación pública (el municipio) o en la particular subvencionada, para utilizar en forma más eficiente y flexible los recursos que estamos aprobando.



Por las razones anotadas, se justifica plenamente que el Senado apruebe en general el proyecto. Y en la discusión en particular esperamos perfeccionar los mecanismos de aplicación de la ley que se modifica, a partir de la experiencia de estos dos primeros años.



Antes de concluir, quiero señalar que los fondos de que se trata son adicionales a los consignados en la iniciativa que aprobamos ayer, sobre mejoramiento de la calidad y equidad de la educación escolar, y en el Protocolo suscrito con el Gobierno por parlamentarios de la Coalición por el Cambio y de la Concertación.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en mi opinión, esta iniciativa es relevante debido a que, en el año 2008, la Subvención Escolar Preferencial se creó en el contexto de fuertes desconfianzas. Al final se logró vencerlas mediante la aprobación de la normativa pertinente; pero ellas se reflejaron en diversos mecanismos que, como hoy se demuestra, hicieron difícil la aplicación de la ley.



Es indudable que la Subvención Escolar Preferencial determinó el criterio de atender, por la vía de la definición de la vulnerabilidad, a un sector de los alumnos más carenciados y con mayores dificultades. Sin embargo, cierta desconfianza ancestral acerca de la utilización adecuada de los recursos conllevó establecer en el articulado rigideces que ahora me parece enteramente razonable corregir, pues a corto andar se demostró la necesidad de rectificarlas. 



De todas maneras, pienso que en la discusión en particular debería abrirse la posibilidad, sobre todo por parte del Ejecutivo, de estudiar enmiendas -para incluirlas en el texto que nos ocupa o en otro misceláneo- que apunten a corregir problemas graves que afecten el financiamiento de la educación en Regiones, en especial en aquellas que usualmente enfrentan dificultades climáticas mayores, como la de Los Lagos. Pero no es la única.



Cuando fui Diputado por un distrito de la Octava Región, allí también existía un problema muy serio con el sistema de entrega de la subvención escolar sobre la base del promedio de asistencia a clases.


Ese criterio afecta de modo determinante el financiamiento de los colegios ubicados en zonas muy lluviosas, las cuales son numerosas en nuestro país.



En invierno, los fenómenos climáticos perjudican enormemente a los municipios de esos lugares, ya que los recursos que reciben disminuyen por la fuerte merma de asistencia a clases que aquellos originan. Y, en verdad, el asunto es muy sensible.



Conozco municipalidades que, en época de temporales, en un mes pueden ver reducidos sus ingresos en más de la mitad. Y este es un problema crónico, que ha sido planteado por los alcaldes a través de la Asociación Chilena de Municipalidades y que no se ha resuelto.



En el caso de la Región que tan brillantemente representa aquí el Senador Ruiz-Esquide, en cierta oportunidad, a raíz de un temporal, el municipio de Lebu vio afectados sus recursos en dos terceras partes. Y tal hecho no tuvo ninguna solución.



Alguien podría decir que esas circunstancias no corresponden exactamente a la idea matriz del proyecto. En realidad, ello es discutible. Todas estas situaciones son opinables desde el punto de vista de la técnica legislativa. Pero permítaseme exponer lo siguiente.



En mi Región (de Los Lagos), la Agrupación de Municipios del Borde Costero, que reúne a un conjunto de entidades edilicias donde hay alcaldes de Gobierno y de Oposición -independiente de que un año atrás los entonces de Gobierno ahora son de Oposición; y, al revés, los otrora de Oposición hoy son de Gobierno-, solicitó resolver el problema del financiamiento, que experimenta una fuerte merma en los meses en que las municipalidades necesitan más recursos para enfrentar las dificultades que les provoca el invierno. Paradójicamente, cuando precisan más ingresos, menos reciben, por la modalidad de pago de la subvención escolar.



En vista de esa importante cuestión por resolver, señor Presidente, desearía que el Ejecutivo pusiera especial atención al respecto en el trámite de segundo informe de la iniciativa.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la idea de legislar. 

El señor PROKURICA.- Se encuentran funcionando dos Comisiones, señor Presidente. Hay que pedir a sus integrantes que acudan a votar.

El señor CANTERO.- Existe quórum suficiente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí. Hay quórum, salvo que no todos Sus Señorías se pronuncien.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (20 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se debe fijar plazo para formular indicaciones.



Sugiero hasta el 14 de marzo, a las 13.

El señor CANTERO.- Bien.

El señor WALKER (don Ignacio).- Conforme.



--Así se acuerda.

EXIGENCIA DE CINTURONES DE SEGURIDAD Y LIMITADORES DE VELOCIDAD EN BUSES DE TRANSPORTE PÚBLICO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, con la finalidad de exigir cinturones de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3800-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



1.- Establecer que los buses de transporte interurbano público de pasajeros cuyo año de fabricación sea 2008 en adelante deberán estar equipados en todos sus asientos con cinturón de seguridad. En los buses de transporte privado interurbano de pasajeros, dichas exigencias serán aplicables en vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 o posterior.



2.- Disponer que las mismas obligaciones contempladas para los vehículos de transporte escolar, esto es, estar equipados con cinturón de seguridad para todos sus pasajeros y su uso obligatorio en todos los vehículos cuyo año de fabricación sea 2012 en adelante, regirán para los minibuses.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Novoa).



En cuanto a la discusión en particular, el referido órgano técnico efectuó diversas enmiendas al texto despachado por la Cámara de Diputados, las que fueron acordadas en forma unánime por los Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Letelier y Novoa.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de iniciar el tratamiento de la iniciativa, recuerdo a Sus Señorías que estamos a la espera de la propuesta que formulará la Comisión Bicameral para los efectos de designar a los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria. 



Por lo tanto, les solicito no alejarse de la Sala porque se necesita quórum especial para aprobarla.

)------------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.

El señor CANTERO.- ¡Señor Presidente, abra la votación!

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.


--(Durante la votación).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier, para fundamentar su voto.
El señor LETELIER.- Señor Presidente, este proyecto tuvo su origen en el contexto dramático de aquel accidente carretero donde varias personas perdieron la vida, al que luego le siguió otro un par de días después, que dejó lesionados a muchos usuarios del transporte de buses interprovinciales. Ello generó un debate acerca de los implementos de seguridad.



Me tocó presidir accidentalmente la Comisión cuando se aprobó la iniciativa. En ella se produjo una discusión que quisiera explicitarla aquí para la historia de la ley.



Como se sabe, el transporte público de pasajeros está clasificado en tres categorías: urbano, rural, interurbano o interprovincial.



El debate se desarrolló respecto de algunos vehículos que han aparecido en este último tiempo para cumplir la función de transporte de pasajeros, en particular los minibuses, lo cual figuraba en el proyecto original propuesto por el Ejecutivo como una explicitación.



En la Comisión se procuró no dejar establecido ese concepto, por cuanto lo primero que se desea es legislar a fin de generar medios de seguridad para el transporte público de pasajeros, como regla general, en las tres categorías que mencioné, y no entrar en una definición que deberá explicitarse en otro cuerpo legal, o en otro momento, sobre qué tipo de vehículos pueden cumplir esa función.



Respecto de esto último la situación es muy diferente según la Región de que se trate y las distancias. No es fácil determinarlo. Pero el criterio general es que los minibuses o las combis, que a veces efectúan transporte escolar, que ya tienen su reglamentación, están siendo utilizados -perdonen la expresión- en forma “pirata” para transportar personas a las playas en la época estival, generando riesgos de seguridad bastante amplios. 



No quisimos entrar en esa precisión en esta iniciativa legal -por eso hubo la modificación en la Comisión-, en el entendido de que íbamos a considerar un criterio genérico y que se dejaría constancia de que la opinión de la Comisión es no autorizar, en caso alguno, el uso de minibuses para el transporte interprovincial. La tendencia es privilegiar a los vehículos más grandes para el transporte público de pasajeros en las tres categorías señaladas, pero no a los taxis básicos ni a los taxis colectivos. La idea es evitar la utilización de vehículos que presentan mayor riesgo cuando se trata del traslado de pasajeros, excluyéndose, por cierto, a aquellos relacionados con el transporte privado que realizan algunas empresas, que son de otra naturaleza.



Señor Presidente, nos pronunciaremos a favor de la iniciativa en el entendido de que queda un debate pendiente, no en cuanto a los implementos de seguridad, sino sobre qué tipo de vehículos prestan servicios de transporte público de pasajeros en zonas rurales, donde algunos quieren autorizar a los minibuses. 



Sobre el particular, la mayoría de la Comisión estuvo en una posición absolutamente contraria. La Subsecretaria, quien concurrió como Ministra subrogante, concordó también con la opinión mayoritaria del referido órgano técnico.



Por lo anterior, votaremos a favor del proyecto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ante todo, debo decir que nos vamos a pronunciar favorablemente sobre esta iniciativa legal. 



Creo que esta tarde se han dado dos coincidencias. Cabe destacar, lo planteado por el Senador Coloma, en el sentido de que proyectos presentados por parlamentarios posteriormente no son valorados. Por eso en esta oportunidad quiero hacer un reconocimiento al ex Diputado Ramón Pérez Opazo, con quien el año 2000, junto con el Honorable señor Horvath, presentamos una moción -en realidad, lo acompañamos; él fue su autor- para establecer la obligatoriedad de la instalación y el uso de cinturones de seguridad en los buses interurbanos.



Asimismo, es preciso dejar en claro que este proyecto no nace de una idea nueva, ni es producto del accidente al que hizo referencia un señor Senador, sino que es bastante más antiguo. Y tiene una lógica, cual es que a veces, cuando ocurre un accidente de un bus que transporta 50 ó 60 pasajeros, estos no mueren a raíz del volcamiento o del choque, sino del desprendimiento de los cuerpos y de la velocidad con que se golpean...

El señor CANTERO.- Por la inercia.

El señor PROKURICA.- Por la inercia -como muy bien dice mi “profesor de Física”, el Senador Cantero-, que los lanza fuera del vehículo y son aplastados, o bien, los arroja contra alguna de las partes interiores de aquel.



Quería recordar al ex Diputado Ramón Pérez Opazo, quien representaba a Iquique y formuló esta idea hace once años, la que hoy día se puede materializar en una ley.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el accidente carretero ocurrido hace unos meses en la Autopista del Sol, provocó la muerte de un número importante de pasajeros. Junto con el Senador Lagos participamos en la despedida de las personas fallecidas y acompañamos en la morgue a los familiares de las víctimas de aquel fatídico viaje de San Antonio a Santiago, donde el propio alcalde de San Antonio perdió a su hermana. 



Dicho accidente motivó justamente que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones le pusiera urgencia a este proyecto de ley, lo que fue largamente solicitado por parlamentarios.



Esta iniciativa recoge también la moción presentada en su oportunidad por los Diputados (actuales Senadores) señores Prokurica, Horvath y Navarro, entre otros, quienes sostenían que no solo era necesaria la obligación de que aquellos medios de transporte contaran con cinturones de seguridad, sino también la de que los pasajeros los usaran, medida que me parece importante.



Este proyecto de ley distingue respecto a los años de fabricación de los vehículos: en el caso de los buses de transporte público interurbano, las obligaciones vinculadas con el cinturón de seguridad regirán para los fabricados a partir de 2008, y en el de los de transporte privado interurbano, para los fabricados a contar del año  2012.



Con esta iniciativa se tiende justamente a conseguir mayor seguridad vial.



Se establece asimismo la manera de hacer exigible el uso del cinturón de seguridad.



Conversé en su oportunidad con la Ministra de Transportes subrogante, señora Gloria Hutt, sobre la posibilidad de que a las personas que no cumplieran aquella exigencia incluso se las hiciera bajar del transporte interurbano, y, adicionalmente, en cuanto a la necesidad ineludible de que los minibuses contaran con dichos elementos de seguridad y los pasajeros los usaran.



La obligación en comento ya se estableció en la Ley de Tránsito respecto a los vehículos de transporte escolar.



Sin embargo, el proyecto que nos ocupa procura satisfacer una necesidad imperiosa, como respuesta -lamentablemente, en nuestro país se legisla por reacción- a las muertes registradas en el ya aludido fatídico accidente de la ruta San Antonio-Santiago (como dije, con el Senador Lagos acompañamos a los familiares de las víctimas fatales).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a votar afirmativamente, pero quiero referirme a un problema que me llama la atención, el cual no emana del texto que nos ocupa, sino de la ley que ahora se está modificando.



La ley N° 18.290 estableció el uso obligatorio del cinturón de seguridad en todos los vehículos livianos y en los de transporte escolar. En este último caso, la exigencia se impuso para los vehículos fabricados a partir de 2007; o sea, los de años anteriores, que son tal vez los de mayor riesgo, no tienen obligación de contar con el equipamiento respectivo.



Ahora, en el proyecto que nos ocupa volvemos sobre el mismo punto: se consigna el requisito del cinturón de seguridad para los buses que presten servicio de transporte público interurbano de pasajeros fabricados desde 2008; y respecto a los minibuses se establece la obligación para los fabricados a partir de 2012. Es decir, sobre los vehículos de años anteriores a los señalados no pesará la obligación en comento.



Entonces, hago presente tal situación. Porque, si estamos convencidos de que el uso del cinturón de seguridad es necesario en los vehículos de transporte de pasajeros, particular o público, lo lógico es que la obligación recaiga sobre todos ellos.



Quizá sea necesario revisar esta iniciativa. Y, si estoy equivocado, me alegraría que me lo demostraran. Pero de la simple lectura del texto surge la contradicción.



En todo caso, votaré afirmativamente, pues de todas maneras se mejora la ley vigente.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (22 votos a favor y 2 pareos).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votaron, por estar pareados, los señores Gómez y Pizarro.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si ningún señor Senador solicitara plazo para presentar indicaciones, podríamos despachar la iniciativa también en particular, con la misma votación anterior.



Empero, el Honorable señor Zaldívar hizo presente la necesidad de revisar ciertas materias.



¿Fijamos plazo para presentar indicaciones?

El señor CANTERO.- Sí, señor Presidente. 

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Hasta el 14 de marzo, a las 13?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- De acuerdo.


--Así se resuelve.
DESIGNACIÓN DE INTEGRANTES DE COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme a lo resuelto al inicio de esta sesión, el Senador señor Gómez, Presidente de la Comisión Bicameral respectiva, informará acerca de los acuerdos adoptados por dicho órgano sobre la proposición que debe hacer a la Sala para el nombramiento de los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria, según lo dispuesto en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, el cual tiene que implementarse antes del 31 de enero próximo(Véase en los Anexos, documento 14).



Para la aprobación de la propuesta se requieren 22 votos favorables.



Por tanto, les solicito a Sus Señorías permanecer en el Hemiciclo hasta el momento de la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, como la Honorable Sala sabe, se modificó la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para establecer un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias y un Comité de Auditoría Parlamentaria.



El primer órgano ya fue nombrado, conforme a lo prescrito por la referida Ley.



Ahora estamos hablando del Comité de Auditoría Parlamentaria, previsto en el artículo 66 A de nuestra Ley Orgánica, el cual dice que “será un servicio común del Congreso Nacional y estará encargado de controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales. A propuesta de una Comisión Bicameral” -agrega- “integrada por cuatro diputados y cuatro senadores, elegidos por la Sala de la Corporación a la que pertenecen, se reglamentará la forma en que el Comité cumplirá sus funciones.”.



Ayer presentamos a la Sala del Senado el Reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria, el cual fue aprobado. Y hoy ocurrió lo propio en la Cámara de Diputados.



La Comisión Bicameral está integrada por los Senadores señores Horvath, Novoa, Letelier y quien habla, y por los Diputados señores Vallespín, Farías, Melero y Araya.



Los postulantes al Comité de Auditoría Parlamentaria fueron propuestos a la Comisión Bicameral por el Consejo de Alta Dirección Pública. Un comité de selección entrevistó a una gran cantidad de interesados, y, finalmente, el referido Consejo nos entregó tres ternas, una para cada cargo: el de abogado, el de profesional especialista en auditoría y el de contador auditor.



En la Comisión Bicameral entrevistamos a los tres abogados y a los tres profesionales especialistas en auditoría propuestos. Revisamos sus currículum y estudiamos los antecedentes que nos envió la Alta Dirección Pública.



En el caso del contador auditor solo pudimos entrevistar a una de las personas propuestas. Al final de mi exposición le explicaré a la Sala el planteamiento de la Comisión Bicameral sobre el particular.



Como expresé, entrevistamos a los tres abogados sugeridos por el Consejo de Alta Dirección Pública. Realizamos un análisis completo acerca de sus aptitudes y conocimientos, y de todo lo que significa integrar el recién creado Comité de Auditoría Parlamentaria (sus finalidades, objetivos y funcionamiento).



En definitiva, la Comisión Bicameral acordó, por unanimidad, proponer a las Salas de ambas Cámaras al abogado señor Eduardo Enrique Pérez Contreras, quien, durante su conversación con aquella, explicó ampliamente la forma como, a su juicio, debe funcionar el nuevo ente.



El señor Pérez tiene amplia experiencia profesional. Es un abogado de la Universidad Católica de Chile. Cuenta con diplomados. Exhibe un currículum -yo diría- bastante significativo. Ha trabajado en las áreas privada y pública. Se ha desempeñado profusamente en el ámbito académico.



Nos asiste la convicción, señor Presidente, de que la persona en comento nos permitirá iniciar en el Comité de Auditoría Parlamentaria un proceso en las condiciones adecuadas.



Luego, en el caso del profesional especialista en materias de auditoría, también tuvimos la oportunidad de revisar todos los antecedentes que nos envió el Consejo de Alta Dirección Pública.



Este órgano, después de una labor exhaustiva en torno a los candidatos, nos propuso los nombres de tres personas.



Conversamos largamente con ellas. Analizamos sus características, su experticia desde el punto de vista profesional. Unas vienen desde el ámbito privado; otras, desde el público. Y tienen diferentes especialidades y conocimientos.



Señor Presidente, después de una conversación interna, la Comisión Bicameral decidió proponer para el cargo pertinente a don Bernardo Patricio Mateluna Pacheco.



El señor Mateluna es contador auditor de la Universidad de Chile. Tiene estudios en el ámbito internacional. Es diplomado en la Universidad Católica. Fue consultor del BID. Trabajó en empresas privadas.



En nuestro concepto, el señor Bernardo Mateluna es el componente preciso para realizar el proceso de instalación de la instancia tan nueva que es el Comité de Auditoría Parlamentaria.



Esos son los dos nombres que, por unanimidad, la Comisión Bicameral decidió someter a la consideración de ambas Cámaras.



Respecto al contador auditor, resolvimos pedirles a las Salas que, teniendo en cuenta que la Comisión Bicameral no pudo entrevistar a los tres postulantes elegidos por el Consejo de Alta Dirección Pública, la autoricen para hacerlo durante la primera semana de marzo, a los efectos de proponer luego a la persona que estime adecuada para integrar el equipo pertinente.



Señor Presidente, si las Salas de ambas Cámaras aprueban la designación de los señores Enrique Pérez y Bernardo Mateluna, con estos dos profesionales podrá constituirse el Comité de Auditoría Parlamentaria.



Es efectivo que debemos cumplir ciertos plazos. Pero pensamos que, en una tarea como esta, la responsabilidad que debemos asumir es lo suficientemente significativa como para aprobar ahora el nombramiento del abogado y del especialista en materias de auditoría, para en la primera semana de marzo, una vez que entrevistemos a los restantes candidatos -ya expliqué que solo nos reunimos con uno-, pronunciarnos sobre la designación del contador auditor.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hubiera acuerdo, podríamos pronunciarnos sobre la proposición de la Comisión Bicameral.



Como debemos consignar los votos emitidos, por el quórum que se exige, les pido a los señores Senadores pronunciarse a favor en los términos que planteó el Honorable señor Gómez.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En consecuencia, corresponde votar la propuesta de la Comisión Bicameral para designar en el cargo de abogado del Comité de Auditoría Parlamentaria al señor Eduardo Enrique Pérez Contreras, y en el de especialista en materias de auditoría, a don Bernardo Patricio Mateluna Pacheco.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban ambas designaciones (23 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum exigido.



Votaron las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, García, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor PIZARRO (Presidente).- El Senador señor Gómez desea hacer un alcance.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, solo quiero hacer presente que la Comisión Bicameral tiene facultad para nombrar al coordinador del Comité de Auditoría Parlamentaria.



En principio, decidimos que ejerza dicho cargo el abogado.

El señor CANTERO.- El señor Eduardo Pérez.

El señor GÓMEZ.- Sí. 



Señor Presidente, la Comisión Bicameral pidió también que respecto del tercer cargo, el de contador auditor, se la autorizara para proponer el nombre en la primera semana de marzo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es.

El señor GÓMEZ.- Pero ello no quedó claro en la forma como planteó la votación el señor Secretario.



Por eso le pido, señor Presidente...

El señor PIZARRO (Presidente).- Eso fue parte de su informe, señor Senador. Y todos entendimos que se accedía a lo que Su Señoría solicitaba.



En todo caso, ratifico el acuerdo de la Sala en los términos que señaló el Honorable señor Gómez, con la misma votación anterior.

El señor GÓMEZ.- Muchas gracias, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- ¡El colega Gómez está atrasado en comprensión de lectura...!

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, en la tabla solo queda el proyecto de acuerdo que aprueba la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal.



Además, se solicitó incluir el proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, que viene aprobado por unanimidad, y un proyecto de acuerdo, presentado por el Honorable señor Horvath y numerosos otros Senadores, de todos los sectores políticos, mediante el cual se le pide al Presidente de la República que interceda para “poner de acuerdo a las partes, Empresas Sanitarias, Superintendencia de Servicios Sanitarios y regantes agrícolas y ganaderos que utilizan aguas servidas y/o tratadas, sin afectar un derecho de uso y patrimonial de los regantes, evitando un engorroso proceso judicial”, etcétera.



Sugiero a la Sala tratar los tres proyectos de acuerdo y terminar el Orden del Día.

El señor NOVOA.- ¿Son todos proyectos de acuerdo?

El señor PIZARRO (Presidente).- Los dos primeros son convenios. El último, no; sobre él debemos pronunciarnos en el Tiempo de Votaciones.

El señor NAVARRO.- ¿Habrá hora de Incidentes?

El señor PIZARRO (Presidente).- Sí, una vez terminado el Tiempo de Votaciones.



¡Imagino que Su Señoría querrá despedirse en Incidentes de esta temporada...!

El señor NAVARRO.- ¡Y el Senador Quintana, también...!

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo en los términos expuestos?



--Así se acuerda.
CONVENCIÓN DE ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA PENAL

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la Convención de Asistencia Mutua en Materia Penal, suscrita en Estrasburgo el 20 de abril de 1959, y sus protocolos adicionales, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (6786-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 62ª, en 27 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del Convenio es el de que los Estados Partes se proporcionen la más amplia asistencia mutua en los procedimientos relativos a delitos cuya represión en el momento de pedir la asistencia sea de competencia de las autoridades judiciales del país requirente.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó esta iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (22 votos a favor y un pareo), el cual queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pizarro.

CONVENIO Nº 187 DE OIT, SOBRE MARCO PROMOCIONAL

PARA SEGURIDAD Y SALUD EN TRABAJO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio Nº 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo”, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7386-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.
El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El objetivo principal del instrumento es promover, con el fin de prevenir lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo, el mejoramiento continuo de la seguridad y la salud mediante el desarrollo de una política, un sistema y un programa nacional en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores.



La Comisión aprobó la iniciativa en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.

El señor PIZARRO (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Seré muy breve, señor Presidente.



El proyecto de acuerdo, muy relevante, fue impulsado a raíz del accidente en la mina San José, en la Región de Atacama, el cual dio lugar a la formación de una comisión especial cuya primera recomendación fue la de aprobar el Convenio Nº 187, de la OIT, que apunta a mejorar la seguridad en el trabajo.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (19 votos a favor y un pareo).



Votaron las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pizarro.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

REFORMA INTEGRAL DE SISTEMA PENITENCIARIO.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señoras Alvear, Allende, Pérez San Martín y Rincón y señores Orpis, Chahuán, Escalona, Eduardo Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar, referido a la presentación de un plan de reforma integral al sistema penitenciario.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1330-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- El propósito que se persigue es solicitar al Ejecutivo la presentación del plan a que se ha hecho referencia, que contemple metas que abarquen la creación de una nueva institucionalidad, separada de Gendarmería de Chile; el fortalecimiento de las alternativas a la prisión; la regulación de la figura de juez de ejecución de penas y la creación de una nueva infraestructura penitenciaria.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y un pareo).



Votaron la señora Alvear y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Horvath, Kuschel, Lagos, Longueira, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pizarro.

UTILIZACIÓN DE AGUAS TRATADAS.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor PIZARRO (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Letelier, Horvath, Gómez, Kuschel, Sabag, Prokurica, Chahuán, Larraín, García, señora Pérez (doña Lily) y señores Zaldívar (don Andrés) y Pizarro, respecto de la utilización de aguas tratadas por sanitarias (Véase en los Anexos, documento 15).

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1333-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 89ª, en 19 de enero de 2011.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- En virtud del texto, el Senado pediría al Presidente de la República interceder para poner de acuerdo a las partes, empresas sanitarias, Superintendencia de Servicios Sanitarios y regantes agrícolas y ganaderos que utilizan aguas servidas o tratadas, sin afectar un derecho de uso y patrimonial de los regantes, de modo de evitar un engorroso proceso judicial, en el cual se podría concurrir al Tribunal Constitucional y otras instancias. El objetivo es lograr una concordancia en tiempo breve y salvaguardar el derecho de miles de agricultores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación.

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (18 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Pizarro.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario General subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor PIZARRO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Ministro de Agricultura, y a la señora Intendenta de la Undécima Región, formulándoles planteamientos sobre PROGRAMA DE MEJORAMIENTO URBANO Y PROYECTO DE ÁREAS SILVESTRES PROTEGIDAS (Región de Aysén).



Al señor Ministro de Economía, al señor Presidente del Consejo Directivo del Sistema de Empresas y al señor Vicepresidente de la Corporación de Fomento de la Producción, pidiendo REVISIÓN DE DECISIÓN DE VENTA DE PARTICIPACIÓN ESTATAL EN SANITARIAS, POR RAZONES ECONÓMICAS, SOCIALES, AMBIENTALES Y ESTRATÉGICAS.



De los señores HORVATH, CHAHUÁN, LARRAÍN, PÉREZ (doña Lily), PROKURICA, SABAG y ZALDÍVAR (don Andrés):



A Su Excelencia el señor Presidente de la República, con el objeto de pedirle INTERCESIÓN CON MIRAS A ACUERDO SOBRE UTILIZACIÓN DE AGUA EN TRATAMIENTO POR SANITARIAS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro del Interior, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, al señor Ministro de Justicia, al señor Ministro de Salud, al señor Ministro de Agricultura, al señor Ministro de Minería y Energía, al señor Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y a la señora Ministra del Medio Ambiente, para que informen sobre NÚMERO DE EXTINTORES EN MINISTERIO RESPECTIVO, PROVEEDOR Y CUMPLIMIENTO DE CONVENIO MARCO DE PORTAL DE COMPRAS PÚBLICAS.



Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Salud, solicitando información sobre EVENTO DE IRREGULARIDAD EN ATENCIÓN DE URGENCIA A SEÑORA DESLINDA LEMUS EN HOSPITAL PROVINCIAL DE HUASCO.



Del señor RUIZ-ESQUIDE:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole antecedentes acerca de DAÑOS EN COMUNAS AFECTADAS POR TERREMOTO Y MAREMOTO DE 27 DE FEBRERO DE 2010.



Del señor WALKER (don Ignacio):



Al señor Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, para que informe sobre CONCURSO PARA PROVISIÓN DE DIRECTOR DE SERVICIO DE SALUD VALPARAÍSO-SAN ANTONIO.



Del señor ZALDÍVAR (don Andrés):



Al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, requiriéndole información sobre CUMPLIMIENTO DE NORMATIVA EN INSTALACIÓN DE ANTENA PARA TELEFONÍA CELULAR EN COMUNA DE HUALAÑÉ.

)-----------------------(
El señor PIZARRO (Presidente).- En Incidentes, los Comités Unión Demócrata Independiente, Renovación Nacional, Independientes, Socialista y Demócrata Cristiano no intervendrán.



En el tiempo del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

INSTALACIÓN DE CENTRAL HIDROELÉCTRICA

EN COMUNA DE ANGOL. OFICIOS

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, deseo referirme a un hecho que preocupa a la Región de La Araucanía, en particular a los habitantes de la comuna de Angol, relacionado con la aprobación de un proyecto para construir una central hidroeléctrica de paso en la cuenca del río Picoiquén, lo que representa una inversión de 45 millones de dólares. La instalación inyectaría una potencia neta de alrededor de 19,2 megavatios al sistema interconectado central.



Quisiera llamar la atención sobre este último punto, porque, a partir de un umbral un poco más alto, de 20 megavatios, se requiere un estudio de impacto ambiental. Por lo tanto, aquí se ha actuado en el límite, y las dudas de la comunidad de Angol y de la provincia de Malleco, en general, dicen relación con los efectos que se pudieran ocasionar, no solo en el río Picoiquén, sino también en toda la comuna, dado que ese cauce, de agua limpia, es el que la surte de agua potable. No hay otro.



El hecho de que el proyecto se haya aprobado el 29 de diciembre recién pasado sin realizarse previamente una presentación por su titular, la empresa de inversionistas italianos Hidroangol, es un motivo de inquietud para la comunidad, naturalmente, como asimismo el que tampoco se haya llevado a cabo la consulta que se contempla para estos aspectos.



He leído en la prensa algunas declaraciones del Director del Servicio de Evaluación Ambiental de La Araucanía que son bastante preocupantes, no solo por emitir juicios políticos, sino también porque se podría incluso pensar que se ha intentado facilitar en demasía la labor de la empresa y no así el rol de este organismo medioambiental. Porque la ley, al crearse el Ministerio del Medio Ambiente, apuntó a defender a las personas y particularmente a la biodiversidad -la flora y la fauna-, que se ve afectada claramente.



Ese funcionario señaló, textualmente, que el proyecto “produce el menor impacto ambiental posible, que no va a hacer que el río se seque ni tampoco va a hacer que proliferen los coliformes fecales como dijo alguno de los que intervinieron ahí.” Hacía referencia a los vecinos que participaron en una asamblea.



Agregó: “Y yo creo que está bastante ideologizada la discusión y no es en base a criterios técnicos” y “lógicamente no son reales los temores que la gente por lo menos alegaba”.



Siguiendo con la entrevista que dio a un diario regional, expresó: “Y yo creo que está muy ideologizada por los grupos ambientalistas, los intereses políticos, por muchas cosas que en todo caso escapan a la evaluación del proyecto y que yo no tengo en consideración para evaluar.”



Cuando se le preguntó si es efectivo que la evaluación de impacto ambiental se hizo teniendo en consideración un río cercano de otra comuna, el Lumaco, puntualizó que “se fue a un río en Lumaco que es muy similar y se extrapolan esos resultados”.



Ello resulta muy sorprendente, porque, en el caso de un proyecto que va a intervenir directamente una cuenca, se debe tomar en consideración el curso de agua respectivo y no otro, por muy parecidos que sean. No creo que existan métodos científicos que hagan extrapolable ni comparable una realidad con otra.



Declaró también que “La Dirección General de Aguas es la encargada de hacer el estudio y fija un caudal ecológico”, determinado en 751 litros por segundo.



La empresa va a ocupar alrededor de 5 metros cúbicos por segundo, es decir, una proporción inmensa -insisto- del único río que abastece el sistema de agua potable en la ciudad de Angol.



Entre una serie de otros comentarios, el Director del Servicio de Evaluación Ambiental de La Araucanía planteó que “eso es un mito, ¿por qué? Porque las aguas, lo que hace una central de pasada saca el agua del río, la conduce a través de una turbina y la devuelve al río y la devolución de las aguas son de la misma calidad física, química y biológica, no alteran para nada. Y la devolución es anterior a la toma de agua de Aguas Araucanía,” -es la empresa que provee a la comuna de Angol- “por lo tanto nunca, nunca se va a poner en riesgo el abastecimiento de agua potable. Va llegar exactamente la misma cantidad de agua que llegaba antes de la central”.



Y siguen los comentarios. 



Creo que esta persona, claramente, comete una serie de imprudencias en sus declaraciones. Critica a concejales, a la principal autoridad municipal. Afirma haber actuado como ministro de fe, pero la verdad es que su comportamiento en el proceso se ha visto bastante parcial.



El lunes recién pasado, junto con vecinos de la comuna de Angol y organizaciones sociales y vecinales, presentamos un recurso de reclamación respecto del proyecto, dada la necesidad de proteger la biodiversidad y la flora y fauna del sector.



Sin embargo, el Director señaló en la prensa que ello no reviste ninguna importancia y que la instalación se llevará a cabo de todas maneras.



Y eso que nosotros le manifestamos -además, la ley lo establece expresamente- que, cuando se trata de la conservación de especies, de flora y fauna a extraer, explotar, alterar o manejar, de acuerdo a lo indicado en los listados nacionales de especies en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas, se requiere un estudio y no una declaración de impacto ambiental.



En este orden de ideas, resulta importante que el Director del Servicio de Evaluación Ambiental constate que en la cuenca del río Picoiquén existe una gran cantidad de fauna, en la que se encuentra el puma chileno; el pudú, el ciervo más pequeño del mundo; la huiña, el felino silvestre más pequeño de Sudamérica; el zorro chilla y el culpeo o zorro colorado; el chingue; el quique; varias especies de roedores silvestres, como el tunduco, ratones oliváceos y de cola larga, el ratón lanudo; murciélagos; el zorro de Darwin o chilote, y muchas otras especies propias de la zona.



En definitiva, señor Presidente, insisto en que el proyecto requería un estudio de impacto ambiental y que no bastaba con una declaración.



No se solicitó un informe al Servicio Agrícola y Ganadero para verificar la existencia de todas las especies que acabo de mencionar y que claramente se hallan en peligro de extinción.



Por lo tanto, voy a pedir el envío de dos oficios:



El primero, a la Contraloría General de la República, con el objeto de que se revise la legalidad del procedimiento y, en especial, se establezca si se ajustó a derecho el pronunciamiento del Director del Servicio de Evaluación Ambiental de La Araucanía, en consideración a que, habiendo solicitado al Alcalde de Angol evacuar un informe a más tardar el 29 de diciembre y sin esperar el vencimiento del plazo para que dicha autoridad pudiera contestar, aprobó el proyecto.



El segundo, al Servicio Agrícola y Ganadero, en razón de que Chile es parte integrante y activa del Convenio CITES, sobre flora y fauna, de modo que era indispensable que dicho organismo se pronunciara sobre la materia.



Esos son los dos oficios que pido enviar con relación al proyecto en la cuenca del río Picoiquén, aprobado recientemente en circunstancias bastante dudosas e irregulares.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el turno del Comité Radical Social Demócrata e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

ATRASO EN PROCESOS DE ADOPCIÓN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pido oficiar al Ministerio de Justicia y, en particular, al Servicio Nacional de Menores, pues parejas que quieren adoptar me han informado que las carpetas se hallan atrasadas desde el año 2008. Se culpa de ello al terremoto, a pesar de que la demora se remonta a dos años antes.



A una pareja que ha cumplido todos los trámites habidos y por haber se le ha dicho que, para poder adoptar a una niña de entre 2 y 3 años, debe esperar al menos un año y medio para recibirla, lo que es una situación totalmente injusta, sobre todo si se piensa que los menores que se encuentran, en forma institucional, en hogares del SENAME lo están pasando mal, recibiendo malos tratos, e incluso, siendo objeto de abusos sexuales por los cuidadores, como ha sido denunciado.



“Somos un matrimonio idóneo” -me escriben- “que podría entregarle a la pequeña todo lo que necesita, partiendo por mucho amor.”.



También me recuerda la mujer, Ximena Valenzuela, la cuestión del posnatal para las madres que adopten a menores sobre seis meses, a las que no les corresponde el beneficio, según la ley, a pesar de que los chiquitos de esa edad son quienes más necesitan apoyo.



Deseo solicitar al Ministerio de Justicia y al SENAME que generen alguna política sobre el particular, o bien, vamos a elaborar un proyecto de ley para permitir que las cosas mejoren.



Numerosas parejas están esperando adoptar a un niño. Numerosas personas abrigan la esperanza de que se les facilite la adopción. Sin embargo, no parece adecuado que para adoptar a niños de 2 a 3 años se tenga que esperar un año y medio para tener contacto con ellos. Esos pequeños están mal.



Peor aún, para las madres que adoptan bebés mayores de seis meses no corre el posnatal, en circunstancias de que debieran tener los mismos derechos que las demás, porque un menor, cuando llega a una familia, pasa por el mismo proceso de adaptación. Se requiere el mismo tiempo para establecer la cercanía, la empatía y el contacto.



En consecuencia, señor Presidente, pido oficiar sobre la situación descrita tanto al Servicio Nacional de Menores como al Ministerio de Justicia.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

CORTES DE ENERGÍA ELÉCTRICA EN COMUNA 

DE SANTA JUANA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Pido oficiar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, señor Presidente, para que informe acerca de las fiscalizaciones que ha realizado a la empresa Frontel, dado que en la comuna de Santa Juana, Región del Biobío, se han registrado innumerables cortes de electricidad, por lapsos prolongados y a cualquier hora.



Solicito que se den a conocer las interrupciones de suministro; su duración en la semana, en el mes; las multas aplicadas y, en particular, la explicación de la causa -los afectados no entienden por qué se les corta la electricidad, tupido y parejo, por largas horas-, y que se indique a qué tipo de beneficios pueden acceder los habitantes de Santa Juana, que han sufrido el costo y el mal rato de la medida.



La ley es muy clara. Existen formas de resarcir las incomodidades provocadas por la empresa. Pero nos interesa saber si se está desarrollando algún proyecto y si este mal servicio se va a mantener, y si así fuera, por cuánto tiempo. Es malo que ello ocurra en cualquier época del año, incluido el verano.



Santa Juana no es de segunda categoría: es una comuna rural que merece respeto. 



Ahora, si la empresa enfrenta problemas, que lo diga claramente, para que, en conjunto, la comunidad, el municipio, los parlamentarios de la zona podamos hacer lo mejor por ella, de tal manera que el servicio sea el mejor, porque la gente igual cancela su cuenta a final de mes y, por tanto, exige respeto en la cobertura por la cual paga, y bastante caro.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ENTREGA DE TÍTULOS DE DOMINIO EN ISLA SANTA MARÍA.

OFICIOS

El señor NAVARRO.- Pido que se oficie al Ministerio de Bienes Nacionales y a la Intendencia de la Región del Biobío, señor Presidente, a fin de que nos informen sobre la entrega de títulos de dominio en la isla Santa María, comuna de Coronel. Allí viven más de 3 mil personas y un número importante de títulos de dominio se hallan en proceso, algunos en combinación con el municipio.



El terremoto también la asoló fuerte. Los bancos, plantaciones o cultivos originales de locos, que producían de 800 mil a un millón de unidades, se han visto afectados.



La isla subió tres metros. Cambió totalmente la geografía, y ello afectó las áreas de manejo, causando un daño económico a los pescadores artesanales que las mantenían.



Por cierto, los títulos de dominio contribuyen a optar a un subsidio -de reparación, de destrucción de vivienda-, pero también a ser propietario.



Pido un informe acabado de cómo se va a llevar adelante este trabajo en la isla Santa María, comuna de Coronel.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, en conformidad al Reglamento.

PATROCINIO DE PROYECTOS POR EJECUTIVO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo que se oficie al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que lleva a cabo la coordinación con el Congreso.



Durante este año le he pedido reiteradamente al Ministro señor Larroulet el patrocinio de algunos proyectos de ley.



Presenté 47 iniciativas durante el año 2010 y más de 30 en 2009. Pero me voy a referir solo a las del año recién pasado.



En materia de tránsito, por ejemplo, propuse una moción para que fuera obligatoria, en la educación básica y media, la enseñanza de los derechos y deberes del peatón, del pasajero y del conductor. 



También se planteaba la necesidad de impartir un curso obligatorio para obtener licencia de conductor clase B. Así, si un joven de 17 ó 18 años no ha hecho el curso, no recibirá dicho documento. Ello obligará a la gente a prepararse más.



Un buen conductor, un buen peatón y un buen pasajero harán que disminuyan los accidentes de tránsito. Chile es el país con mayor número de este tipo de siniestros en América Latina: más de 2 mil 800 fallecidos al año (un muerto cada cinco horas); sobre 49 mil lesionados graves, menos graves y leves.



Señor Presidente, también hemos solicitado al Ejecutivo el patrocinio para el proyecto que prohíbe manejar fumando. Si está prohibido hablar por celular cuando se conduce un vehículo, no veo por qué permitir que se fume. Es la misma causal de distracción.



Asimismo, pedimos sancionar con más fuerza a los conductores que, luego de atropellar a una persona, se dan a la fuga, y que los mecanismos de búsqueda y de sanción estén acordes con la gravedad de los hechos. Porque pasado un tiempo el delito prescribe, pero el dolor en la familia afectada queda.



Del mismo modo, hemos solicitado patrocinio para otra veintena de proyectos. A la fecha, no lo hemos logrado. 



Pido oficiar al Ministro Secretario General de la Presidencia a los efectos de volver a requerirle patrocinio para mis iniciativas legales.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento. 

URGENCIA PARA DESPACHO DE PROYECTO SOBRE ACOSO LABORAL. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este año voy a insistir en el despacho del proyecto sobre el mobbing -es decir, el acoso psicológico en el trabajo-, que se encuentra en la Comisión de Trabajo. 



Se trata de una iniciativa que hemos impulsado con la Diputada Ximena Vidal. Espero que dicho órgano técnico la despache pronto. Está casi lista.



La Senadora Matthei, quien nos abandonó para formar parte del Gobierno, cuando integraba dicha Comisión era partidaria de legislar en esta materia. Por su parte, el Senador Allamand, quien también fue miembro de dicha instancia e igualmente nos abandonó, estaba de acuerdo. 



Yo espero que tales deserciones, en pos de fortalecer al Gobierno, no dañen la voluntad positiva de sacar adelante la iniciativa sobre el mobbing, o acoso laboral. 



En otras legislaciones del mundo, ese fenómeno se halla tipificado. Pero en Chile, lamentablemente, pese a que existe, no se encuentra regulado mediante ley.



Cientos de trabajadores padecen de acoso psicológico en el trabajo. Sin embargo, ello no está sancionado. Muchos empleadores y jefes cometen abusos contra sus subordinados, quienes terminan con serias secuelas psicológicas y físicas.



Por lo anterior, pido que se oficie en mi nombre a la Ministra del Trabajo para que nos remita su opinión acerca de dicho proyecto, a fin de facilitar su despacho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 

SANCIONES A RESPONSABLES EN COLUSIÓN DE FARMACIAS. OFICIO

El señor NAVARRO.- En otro ámbito, señor Presidente, solicito que se remita un oficio al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia para que informe sobre todas las acciones que ha llevado adelante en pos de sancionar a quienes participaron en la colusión de farmacias.



Mucha gente todavía me pregunta por qué los delincuentes “de cuello y corbata” siempre libran, por qué no reciben castigo. 



Presentamos una denuncia ante dicho Tribunal para sancionar a los responsables de los más de 25 mil millones de pesos en sobreprecios aplicados a los fármacos de muchos enfermos crónicos, quienes se vieron obligados a pagar hasta tres veces su costo de sus medicamentos.



Quiero que el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia nos informe acerca de todas las denuncias hechas y sanciones aplicadas en estos últimos tres años, con el objeto de conocer cómo se está defendiendo a los usuarios, a los consumidores. 



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, de acuerdo al Reglamento. 

DAÑOS A USUARIOS DE TARJETAS DE CRÉDITO POR MALAS PRÁCTICAS DE EMPRESAS. OFICIO

El señor NAVARRO.- Asimismo, señor Presidente, solicito que se oficie al Servicio Nacional del Consumidor (SERNAC) para que nos entregue un informe acerca de los procesos que ha llevado adelante, tanto en la Región del Biobío como en el resto del país, para sancionar a las empresas que inducen al uso inadecuado de las tarjetas de crédito.



Muchas de las cláusulas o de la letra chica de los contratos obligan a pagar cuantiosos intereses por concepto de seguros de cesantía o de avisos. Sobre esto la gente no está advertida. Y ello equivale hasta 10 por ciento del monto de la cuota.



Quiero saber si el SERNAC cuenta con programas de fiscalización para que en la operación de las tarjetas de crédito se resguarden los derechos de los usuarios. 



En Chile hay 23 millones de tarjetas de crédito: 15 millones pertenecen a casas comerciales y poco más de 4 millones son de los bancos.



Algunas tiendas comerciales -pido al SERNAC que fiscalice y nos informe sobre las acciones que realiza al respecto- ofrecen descuentos y coberturas especiales para las compras que se efectúen con tarjeta.



Señor Presidente, la ley autoriza para que el pago de un producto se haga al contado o con tarjeta de crédito. Constituye un ilícito que un local comercial ofrezca un producto solo si se paga con determinada tarjeta. Siempre -¡siempre!- el consumidor tiene el derecho a comprar al contado, en dinero efectivo, la prenda o el objeto que desea. Y ese derecho no se le puede negar. 



Sin embargo, a diario se ofrecen descuentos interesantes y ofertas -incluidos shows, recitales de cantantes, etcétera- si se compra con tarjeta. Pero al usarla se termina pagando 30 por ciento más en el precio final. La verdad es que se trata de un enganche que al final daña al consumidor. Además, cuando este quiere comprar al contado y acceder al mismo beneficio, le dicen: “No, ¡Solo con tarjeta!”. 



Reitero: esto tiene que ser fiscalizado debidamente por el SERNAC.



¡Patagonia sin represas!



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de acuerdo al Reglamento.

)---------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:15.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 85ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE ENERO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros de Defensa Nacional, de Hacienda, Secretario General de la Presidencia, del Trabajo y Previsión Social y de Transportes y Telecomunicaciones subrogante, señores Jaime Ravinet, Felipe Larraín y Cristián Larroulet y señoras Camila Merino y Gloria Hutt, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones ochenta especial y ochenta y uno ordinaria, ambas del día 4 de enero del año en curso, y de las sesiones ochenta y dos y ochenta y tres, ambas especiales, y ochenta y cuatro ordinaria, todas del día 5 del mismo mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Tres  de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Boletín N° 7.085-15).



2.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, formula una observación al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.248-06).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros, comunica que ha dado su aprobación a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que restablece excepción, en las regiones de Aysén y Magallanes, acerca de los establecimientos de bebidas alcohólicas (Boletín N° 7.138-03).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



2.- Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio N° 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (Boletín N° 7.386-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el tercero, comunica que aprobó, con las enmiendas que indica, el proyecto de ley que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.981-03).



-- Queda para Tabla.



Con el cuarto, informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que aumenta las Plantas del Personal de Carabineros de Chile  (Boletín N° 6.962-02).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que remite su opinión respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 175 del Código Orgánico de Tribunales, para establecer un sistema de distribución de causas equitativo (Boletín N° 6.988-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto, Lagos, Rossi y Tuma, en que abogan por la ratificación de los convenios de la Organización Internacional del Trabajo relativos a la seguridad y salud de los trabajadores mineros (Boletín N° S 1.300-12).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al incidente ocurrido en el Aeropuerto Internacional de Santiago, que afectó al ciudadano chileno palestino señor Roberto Bischara.



Dos del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a los planes y proyectos que serán financiados con cargo al presupuesto del año 2011 que puedan considerarse que integran el denominado “Plan Araucanía”.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, acerca de las razones que motivaron la eliminación de los fondos que se asignaban al Programa Chile Emprende en la Ley de Presupuestos del año 2011, y la forma en que se enfrentará el desarrollo de los programas de fomento productivo en las provincias de Linares y Cauquenes.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con los dos primeros, contesta igual número de oficios enviados en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, uno, sobre las obras de reparación del puente Brisas de Loncomilla, en la comuna de San Javier, y otro, acerca del proyecto de mejoramiento de las redes de agua potable rural mediante el uso de fondos de conservación de la Dirección de Obras Hidráulicas para la comuna de Colbún.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a los planes y proyectos que serán financiados con el presupuesto del año 2011 y que integran el denominado “Plan Araucanía”.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del funcionamiento de la barcaza Padre Antonio Ronchi, en el fiordo Michell, Región de Aysén.



Del señor Ministro de Salud, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, referido a la situación que afecta a la familia de doña Soraya Sáez Correa, fallecida en abril de 2009.



Dos de la señora Jefa de la División Educación General del Ministerio de Educación:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, referido al número de personas que participan en cursos de Educación de Adultos de todo el país.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, con el cual requiere información acerca de si en los actos que se llevan a cabo en los establecimientos educacionales municipalizados del país se interpreta la tercera estrofa de nuestro Himno Nacional.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de suicidios producidos en los últimos dos años en las cárceles del país.



Del señor Director Nacional de la CONADI, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los convenios de colaboración suscritos entre esa Institución y otros servicios públicos en materia de interculturalidad.



Del señor Secretario Regional Ministerial del Trabajo y Previsión Social de la Región de Antofagasta, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de la comisión de diversas irregularidades en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales en la división de CODELCO NORTE.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la posibilidad de ceder parte del terreno fiscal en que está emplazado el Retén institucional “Centinela”, en la comuna de Yumbel.



Del señor Director interino del Hospital Hanga Roa, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, referido a las personas ingresadas a ese recinto el día 3 de diciembre pasado, el diagnóstico realizado y la atención brindada.



-- Quedan a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



Segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.085-15).



Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica N° 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009 (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.690-10).



-- Quedan para Tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Horvath, Chahuán y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley que prohíbe a las instituciones de educación superior inhibir la rendición de exámenes por razones económicas (Boletín N° 7.431-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto, con la que inician un proyecto de ley sobre competencia de los tribunales militares tratándose de delitos establecidos en el Código Aeronáutico (Boletín N° 7.432-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el Territorio Antártico Chileno.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política, y por tratarse de un proyecto que debe tener su origen en la Honorable Cámara de Diputados, conforme lo establece el inciso segundo del citado precepto constitucional.



Moción del Honorable Senador señor Rossi, con la que inicia un proyecto de ley que establece el contrato especial de trabajo en zonas francas.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el número 4° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que reconozca la calidad de beneficiario de asignación familiar al cónyuge de un pensionado, no obstante percibir rentas (Boletín N° S 1.326-12).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Honorables Senadores señores Chahuán, Quintana y Rossi, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que mejore económicamente a los directivos no profesionales de la Subsecretaría de Salud Pública (Boletín N° S 1.327-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

Permiso constitucional



Solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del territorio nacional entre los días 18 y 23 de enero del año en curso.



-- Se accede a lo solicitado.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de los siguientes documentos:

Informes



Dos de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaídos en las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 7.320-14).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de los loteos irregulares y renueva su vigencia (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 6.830-14).



-- Quedan para Tabla.

Comunicación



De los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona y Lagos, con la cual retiran el proyecto de ley, iniciado en Moción de su autoría, que exige a la Dirección de Presupuestos informar acerca de las operaciones cambiarias efectuadas por el Gobierno (Boletín N° 7.412-05).



-- Se toma conocimiento.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Proponer a la Sala que se incluya, en el tercer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado (Boletín N° 7.085-15) y permitir que se presente, antes de las 17 horas, una indicación consensuada entre los miembros de la Comisión y el Ejecutivo.



2) Autorizar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para emitir un informe verbal respecto de la Observación de la que se ha dado cuenta, formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



3) Fijar plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que prohíbe plaguicidas de elevada peligrosidad (Boletín N° 6.969-01), hasta las 13 horas del lunes 7 de marzo de 2011.



4) Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones respecto de los siguientes asuntos:



- Proyectos de ley que modifican la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores (Boletines números 6.973-03 y 7.047-03, refundidos; Boletín N° 6.543-03, y Boletín N° 7.256-03), hasta las 13 horas del lunes 7 de marzo de 2011.



- Proyecto de ley sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (Boletín N° 6.811-11), hasta las 18 horas del día de hoy, martes 11 de enero, en la Secretaría de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas.



5) Ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio de Desarrollo Social (Boletín N° 7.196-06) hasta las 12 horas del día jueves 13 de enero de 2011, en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



6) Autorizar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para discutir en general y en particular, durante el trámite de primer informe, los proyectos refundidos que se refieren al uso del pabellón patrio (Boletines números 7.095-06, 7.195-06 y 7.273-06).



7) Postergar hasta el miércoles 9 de marzo de 2011, de 12 a 14 horas, la sesión especial citada para el día de mañana con la finalidad de analizar “el estado de avance del actual proceso de reconstrucción en las regiones y zonas afectadas por el terremoto del 27 de febrero de 2010”.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien pide que se recabe el consentimiento de la Sala para dirigir oficio a S.E. el Presidente de la República, en su nombre y en el de los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentaran, a fin de eximir del impuesto al valor agregado a las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el Territorio Antártico Chileno, que fue declarada inadmisible por referirse a la iniciativa exclusiva del señor Jefe de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente manifiesta la solidaridad, afecto y condolencias de la Sala a los Honorables Senadores señora Allende y señor Pérez Varela, a propósito del sensible fallecimiento de su hijo y hermano, respectivamente.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con segundo informe de las Comisiones de Hacienda y de Minería y Energía, 

unidas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea un nuevo sistema de protección al contribuyente que enfrenta variaciones en los precios internacionales de los combustibles, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.064-05.



Añade que las Comisiones unidas dejan testimonio, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 6°, 7° y 8° del proyecto, no fueron objeto de indicaciones o modificaciones. Estas disposiciones -referidas a enmiendas al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, a la transferencia a la Cuenta Única Fiscal de los saldos de los subfondos de gasolina, petróleo y otros, y a la imputación de los gastos de la ley- mantienen el mismo texto acogido en general, debiendo darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.

- - -



Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.

- - -



Luego, el señor Secretario General agrega que las Comisiones unidas efectuaron una serie de enmiendas al texto aprobado en general, de las cuales sólo una fue acordada por unanimidad. Las demás resultaron aprobadas por mayoría y deben ser puestas en votación oportunamente.



La única enmienda unánime se refiere al cambio de denominación del artículo único transitorio, que pasó a ser artículo primero transitorio. De conformidad al artículo 133 del Reglamento del Senado, debe ser votada sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.



Luego, el señor Secretario General recalca que las Comisiones unidas proponen aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º



Reemplazar el inciso quinto por el siguiente:



“Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable, a contar de la declaración de impuestos del mes de julio de cada año por las operaciones realizadas en el mes de junio anterior y hasta la declaración de impuestos del mes de junio de cada año siguiente por las operaciones realizadas en el mes de mayo anterior. Para calcular estos montos cada contribuyente deberá sumar a los ingresos que obtuvo en el año calendario anterior, los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en ese mismo año calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades en el año y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este inciso, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente a dicho inicio.”.

Artículo 2°

Inciso octavo



- Sustituir la frase “de dos semanas observada de entre los mercados internacionales relevantes” por “, durante el número de semanas que se establezca mediante decreto del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Nacional de Energía,”.



- Intercalar como segunda oración, a continuación del punto (“.”) seguido, la siguiente: “Dicho decreto, que deberá dictarse bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, solamente podrá determinar un número de semanas entre uno y cuatro, y deberá tener una vigencia mínima de tres meses.”.



- Agregar, luego de las palabras “mercado” y “mercados”, los vocablos “internacional” e “internacionales”, respectivamente.

Inciso décimo



Intercalar, a continuación de “las dos semanas anteriores”, las dos veces que aparece, la frase “en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo”.

Artículo 3°

Inciso segundo



Reemplazar las frases “El crédito fiscal por metro cúbico podrá ser ajustado” por “El crédito fiscal podrá ser reducido”, y “, para el período menor entre dieciséis semanas y aquél que reste para la vigencia de la aplicación de los mecanismos establecidos en el Título II de esta ley,” por “para las siguientes dieciséis semanas”.

Artículo 4°

Inciso tercero



Sustituir la frase “sea comprando opciones “call” o vendiendo opciones “put”, o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas” por “sean opciones call, opciones put o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas, comprándolas o vendiéndolas”.

Inciso cuarto



Sustituir la expresión “doce meses” por “dieciocho meses”, e incorporar las siguientes oraciones finales, pasando el actual punto aparte (“.”) a ser punto seguido (“.”): “El precio de ejercicio de las opciones se calculará sobre la base del promedio de los precios del combustible correspondiente al contrato de cobertura respectivo durante, al menos, ocho semanas contiguas en el periodo comprendido entre la fecha de suscripción y la fecha de ejercicio de la opción. Además, el precio de ejercicio será el promedio referido, aumentado en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones call que se compren, y disminuido en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones put que se vendan.”.

Inciso octavo



Sustituirlo por el siguiente:



“En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley se deberá exigir, a lo menos, que cada opción put y combinada que se venda evite comprometer pagos que superen, en cada fecha de ejercicio, el producto de la cantidad física de combustible cubierta por dicho contrato por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio, del combustible al cual se refiere la opción.”.

Inciso noveno



- Eliminar la expresión “en el caso de las opciones “call”,”.



- Reemplazar “los últimos diez días hábiles anteriores a dicha semana” por “las últimas dos semanas”, y la palabra “instruir” por “tomar medidas para”, y suprimir la oración final.

Intercalar el siguiente inciso décimo, nuevo:



“El Ministerio de Hacienda deberá proporcionar cobertura en forma continua, salvo que por circunstancias graves y excepcionales no sea posible o recomendable contratarla, tales como, a modo de ejemplo, en caso que un número significativo de los proveedores de seguros para variaciones en los precios internacionales de combustibles con alta calificación crediticia no ofrezcan al Ministerio de Hacienda dichos seguros en la forma y los volúmenes en que éste lo requiera para proporcionar la cobertura exigida, o que existan indicios de conductas que atenten contra la libre competencia por parte de dichos proveedores o de las entidades que suministran información esencial a dichos proveedores de seguros, entre otras que se determinen fundadamente por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y Energía. El referido decreto determinará, asimismo, el plazo durante el cual se suspenderá la obligación de proporcionar cobertura continua, el que no podrá ser inferior a tres meses.”.

Incisos décimo y undécimo



Pasan a ser incisos undécimo y duodécimo, respectivamente, sin enmiendas.

Incisos duodécimo y decimotercero



Pasan a ser incisos decimotercero y decimocuarto, respectivamente, reemplazados por los siguientes:



“La representación del Fisco en la negociación y suscripción de los contratos y operaciones que se realicen en cumplimiento de este artículo podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda, y por éste, a su vez, en los funcionarios que él mismo designe.



El Ministerio de Hacienda podrá contratar la prestación de servicios de apoyo para la gestión de los seguros o coberturas. Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, establecerá los requisitos y procedimientos de contratación, supervisión y control de estos servicios de apoyo.”.

Inciso decimocuarto



Pasa a ser inciso decimoquinto, sin enmiendas.

Artículo 5°

Inciso primero



Sustituir la oración final por la siguiente: “El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta que correspondería ingresar en esa semana de ejercerse las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplirse las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible, de acuerdo a los respectivos contratos.”.

Disposiciones transitorias

Artículo único



Pasa a ser “Artículo primero”.

Incorporar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:



“Artículo segundo.- A contar de la declaración de impuestos del mes posterior al de publicación de esta ley y hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 60.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, para calcular estos montos, dichos contribuyentes no deberán sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley del Impuesto a la Renta. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este artículo, aquellos contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades entre el primero de enero de 2011 y el treinta de junio de 2011, y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este artículo, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones realizadas en mayo del año 2012.



Desde julio de 2011 y hasta julio de 2013, en cada mes calendario, el guarismo de 15.000 unidades tributarias mensuales referido en el inciso quinto del artículo 1° de esta ley, se reemplazará por el guarismo resultante de restar a 60.000 unidades tributarias mensuales la cantidad de 1.800 unidades tributarias mensuales por cada mes transcurrido desde junio de 2011, hasta alcanzar la cifra de 15.000 unidades tributarias mensuales en julio de 2013.



Durante los dos últimos días hábiles de cada mes el Servicio de Impuestos Internos publicará en su página web el guarismo del inciso quinto del artículo 1° que regirá para las compraventas de combustible que se realicen durante los tres meses calendario siguientes y los guarismos que rigieron en los seis meses anteriores.”.

- - -



Puestas en discusión las modificaciones introducidas por mayoría de votos, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Prokurica, Escalona, Navarro y Orpis, señora Matthei y señores Zaldívar, Tuma, Novoa y Letelier.



Cerrado el debate y sometidas a votación tales enmiendas, son aprobadas por 13 votos a favor, 2 en contra, 7 abstenciones y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, Kuschel, Larraín, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Sabag y Walker (don Patricio).


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señor Frei.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi, Letelier, Pizarro, Quintana y Zaldívar.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Matthei.
- - -



Luego, la Sala aprueba, por la unanimidad de sus miembros presentes, la modificación consistente en que el artículo único transitorio pase a denominarse “artículo primero transitorio”.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

De los Mecanismos de Protección a los Contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502



Artículo 1°.- Crea los mecanismos de protección para los Contribuyentes de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, que dan plazo para ajustarse a las variaciones de precios. Créanse mecanismos con el objeto de facilitar el ajuste de los contribuyentes de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, a las nuevas condiciones de los precios de venta internos de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas natural comprimido y gas licuado de petróleo, ambos de consumo vehicular, motivadas por cambios en sus cotizaciones internacionales. Dichos mecanismos operarán principalmente a través de incrementos y rebajas a los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502 y regirá a partir del jueves de la semana siguiente a la de publicación de la presente ley.



Los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se revisarán periódicamente y, cuando corresponda en conformidad con esta ley, se modificarán sumando o restando a las tasas establecidas en la misma ley, denominadas componente base, un componente variable determinado para cada uno de los combustibles señalados en el inciso primero, que incrementará o rebajará dichos impuestos de conformidad con lo establecido en los artículos siguientes.



La tasa de los Impuestos Específicos a los Combustibles que se aplicará será igual al componente base sumando o restando, según corresponda, el componente variable calculado y determinado de conformidad con esta ley.



Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperación de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, deberán calcular el monto de dicha recuperación sobre la base de los impuestos determinados conforme a la presente ley. Si el monto a recuperar resultare negativo, su valor absoluto deberá ser sumado a los débitos del Impuesto al Valor Agregado.



Con todo, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 15.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable, a contar de la declaración de impuestos del mes de julio de cada año por las operaciones realizadas en el mes de junio anterior y hasta la declaración de impuestos del mes de junio de cada año siguiente por las operaciones realizadas en el mes de mayo anterior. Para calcular estos montos cada contribuyente deberá sumar a los ingresos que obtuvo en el año calendario anterior, los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley sobre Impuesto a la Renta, en ese mismo año calendario. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este inciso, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades en el año y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este inciso, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones del mes de junio del año siguiente a dicho inicio.



Los contribuyentes que hagan uso de los beneficios señalados en el inciso anterior deberán declarar ante el Servicio de Impuestos Internos en la forma, plazo y condiciones que éste determine, quiénes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b) de la Ley de Impuesto a la Renta.

Título II

Del Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles



Artículo 2°.- Parámetros de cálculo del elemento variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. El primer mecanismo señalado en el artículo 1° se denominará “Sistema de Protección al Contribuyente ante variaciones de los Precios de los Combustibles”. En este primer mecanismo, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502, se determinará considerando las diferencias con los precios de paridad de importación, respecto a precios de referencia superior e inferior calculados a partir del precio de referencia intermedio, los cuales serán determinados semanalmente para los combustibles derivados del petróleo que se identifican en el artículo anterior, salvo para el gas natural comprimido, para el cual se considerarán los precios del gas licuado de petróleo para uso vehicular. La determinación se hará por decreto emitido por el Ministerio de Energía y dictado bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", previo informe de la Comisión Nacional de Energía, y que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda.



Los precios de referencia intermedios se determinarán considerando como base el precio del petróleo crudo West Texas Intermediate (WTI), un diferencial de refinación y los demás costos e impuestos necesarios para representar el valor del respectivo derivado puesto en Chile.



El valor del petróleo crudo WTI a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al promedio simple móvil de los precios promedio semanales del petróleo crudo WTI, en el período comprendido entre "n" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva, y "m" meses hacia adelante considerando precios en los mercados de futuros. El informe de la Comisión Nacional de Energía a que se refiere el inciso primero deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio.



El diferencial de refinación a utilizar en la determinación del precio de referencia intermedio de los combustibles, corresponderá al que se extraiga del promedio móvil de los precios promedio semanales de los respectivos combustibles, en el período comprendido por "s" semanas hacia atrás contadas desde la semana respectiva. El informe de la Comisión Nacional de Energía deberá indicar la metodología de cálculo del citado promedio móvil.



El valor del parámetro "n", "m" o "s" tendrá una vigencia mínima de cuatro semanas, al término de las cuales podrán ser modificados en el respectivo decreto que fija los precios de referencia, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. No obstante lo anterior, los valores mínimos de "n" y "s" corresponderán a ocho semanas y el valor mínimo de “m” a tres meses, mientras que los valores máximos de "n" y "s" corresponderán a treinta semanas y el valor máximo de "m" a seis meses.



La Comisión Nacional de Energía deberá explicitar en su informe los precios de referencia intermedio y la metodología usada para determinar estos precios.



Los precios de referencia superior o inferior para un determinado combustible, no podrán diferir de un doce coma cinco por ciento del precio de referencia intermedio correspondiente. El precio de referencia intermedio calculado y el resultado de la aplicación del porcentaje de 12,5 referido anteriormente, se restringirá al primer decimal, redondeando el resto.



Para los efectos de esta ley, se entenderá por precio de paridad de importación, la cotización promedio, durante el número de semanas que se establezca mediante decreto del Ministerio de Hacienda y previo informe de la Comisión Nacional de Energía, de los combustibles gasolina automotriz, petróleo diesel y gas licuado de petróleo y para calidades similares a las vigentes en Chile, incluidos los costos de transporte, seguros y otros, cuando corresponda. Dicho decreto, que deberá dictarse bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, solamente podrá determinar un número de semanas entre uno y cuatro, y deberá tener una vigencia mínima de tres meses. Para estos efectos, para cada combustible se considerará un mercado internacional relevante o un promedio de dos mercados internacionales relevantes.



Los precios de referencia y de paridad se expresarán en dólares de los Estados Unidos de América y se calcularán según se establezca en el reglamento. Tales precios o valores serán mera referencia y no constituirán precios mínimos ni máximos de venta.



El precio de paridad de cada combustible será fijado semanalmente por el Ministerio de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de Energía. Éste será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados las dos semanas anteriores en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo y regirá a partir del día jueves siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando los precios promedio observados en las dos semanas anteriores en las semanas que se determinen por decreto de acuerdo al inciso octavo de este artículo y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.



Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo y en el artículo siguiente se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.



Para los efectos de este artículo y del artículo siguiente, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.



Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores, los informes de la Comisión Nacional de Energía a que se refieren este artículo y el artículo siguiente, serán enviados al Ministerio de Energía a más tardar el día lunes previo a su entrada en vigencia.



Artículo 3°.- Definición del componente variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502. Para esta primera etapa, establécese a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, un mecanismo integrado por los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles:



1) Si el precio de referencia inferior es mayor que el precio de paridad, ese combustible estará gravado por un impuesto cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto y se sumará al componente base.



2) Si el precio de paridad excede al precio de referencia superior, operará un crédito fiscal cuyo monto por metro cúbico será igual a la diferencia entre ambos precios. En este caso, el componente variable de ese Impuesto Específico será igual al valor absoluto de dicha diferencia y este valor se restará del componente base.



3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.



4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.



El crédito fiscal podrá ser reducido mediante decreto emitido por el Ministerio de Energía, el que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, bajo la fórmula "por orden del Presidente de la República", en el evento que la estimación del valor total de los créditos proyectados para las siguientes dieciséis semanas fuese superior al equivalente al 50% del saldo del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo al 30 de junio de 2010 y previo informe de la Comisión Nacional de Energía en el que se contenga la referida estimación. El ajuste será el necesario para no alcanzar dicho tope en el lapso indicado y podrá ser distinto para cada combustible considerando su incidencia proyectada en el crédito. Con todo, en el evento que se alcance el tope, dejarán de regir desde la semana siguiente a dicho evento los créditos fiscales a que se refiere este artículo.



El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será el informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir. El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte.



Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente a la de publicación de esta ley, los que  regirán a  partir  del jueves siguiente al martes mencionado y se modificarán cada vez que entren en vigencia nuevos precios de paridad o de referencia.



El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito determinado en el numeral 2) del inciso primero resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título III

Del Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles



Artículo 4°.- Autorización para contratar coberturas. Autorízase al Fisco para contratar seguros o coberturas necesarias para cubrir los volúmenes de consumo de los combustibles señalados en el artículo 1° de esta ley, sujetos a los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, estimados por la Comisión Nacional de Energía y previamente informados por ésta al Ministerio de Hacienda. El mecanismo se denominará "Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles".



Mediante uno o más decretos supremos, suscritos por el Ministerio de Hacienda, se establecerá un sistema de seguro, consistente en la contratación de las coberturas financieras indicadas en el inciso precedente y se dictarán las disposiciones que sean necesarias para su funcionamiento.



El Presidente de la República, mediante los decretos supremos indicados en el inciso precedente, establecerá normas de determinación del tipo de coberturas financieras que se podrán contratar, sean opciones call, opciones put o bien opciones que combinen perfiles de pago de ambas, comprándolas o vendiéndolas. Estas opciones sólo podrán referirse a los precios de los combustibles mencionados en el artículo 1° de esta ley para aquellos combustibles autorizados para ser comercializados en Chile. También podrán aplicarse a precios de otros combustibles, siempre que dichos precios exhiban un comportamiento similar al de los anteriores y que además sean transados en mercados con gran volumen de transacciones con relación a las operaciones del Fisco.



En cada uno de estos contratos, la diferencia máxima entre la fecha de contratación y la última fecha de ejercicio será de dieciocho meses. Del mismo modo, en cada contrato la diferencia mínima entre la fecha de contratación y la primera fecha de ejercicio será de dos meses. El precio de ejercicio de las opciones se calculará sobre la base del promedio de los precios del combustible correspondiente al contrato de cobertura respectivo durante, al menos, ocho semanas contiguas en el periodo comprendido entre la fecha de suscripción y la fecha de ejercicio de la opción. Además, el precio de ejercicio será el promedio referido, aumentado en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones call que se compren, y disminuido en un 12,5 por ciento para el caso de las opciones put que se vendan.



Para las opciones "put" y para las opciones que combinen perfiles de pago de opciones "put y call", sólo se podrán contratar aquellas clases de opciones que sean autorizadas a través de un oficio del Ministerio de Hacienda, que deberá ser específico para cada nueva clase autorizada. Dentro de los quince días siguientes, el Ministro de Hacienda deberá remitir un informe a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que justifique dicha autorización.



Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, suscrito por el Ministro de Energía, establecerá los procedimientos de contratación, seguridad, supervisión y control de estas operaciones. Dichos procedimientos tendrán por único objeto contratar aquellas opciones que combinadas logren el mínimo costo y la máxima cobertura para los consumidores cubiertos, considerando también la seguridad de cumplimiento de las contrapartes.



El mismo reglamento, establecerá los mecanismos de información periódica al público, referida a la contratación y evolución de estas operaciones. En todo caso, las operaciones, incluyendo su evolución, deberán ser informadas dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo semestre calendario, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



En los contratos de las coberturas autorizadas de conformidad a esta ley se deberá exigir, a lo menos, que cada opción put y combinada que se venda evite comprometer pagos que superen, en cada fecha de ejercicio, el producto de la cantidad física de combustible cubierta por dicho contrato por el 25% del precio promedio, durante las ocho semanas contiguas inmediatamente anteriores a la respectiva fecha de ejercicio, del combustible al cual se refiere la opción.



Asimismo, la suma neta del conjunto de todas las primas que corresponda pagar y recibir en una misma semana por un mismo combustible no podrá superar el 4% del precio promedio de paridad de importación de ese combustible en las últimas dos semanas, multiplicado por la demanda física estimada para esa semana del combustible sujeto a Impuesto Específico. Cuando el Ministerio de Hacienda proyecte que esta restricción tiene posibilidades significativas de ser incumplida, deberá tomar medidas para que los contratos suscritos a continuación logren una seguridad razonable de que se cumplirá. 



El Ministerio de Hacienda deberá proporcionar cobertura en forma continua, salvo que por circunstancias graves y excepcionales no sea posible o recomendable contratarla, tales como, a modo de ejemplo, en caso que un número significativo de los proveedores de seguros para variaciones en los precios internacionales de combustibles con alta calificación crediticia no ofrezcan al Ministerio de Hacienda dichos seguros en la forma y los volúmenes en que éste lo requiera para proporcionar la cobertura exigida, o que existan indicios de conductas que atenten contra la libre competencia por parte de dichos proveedores o de las entidades que suministran información esencial a dichos proveedores de seguros, entre otras que se determinen fundadamente por decreto supremo firmado por los Ministros de Hacienda y Energía. El referido decreto determinará, asimismo, el plazo durante el cual se suspenderá la obligación de proporcionar cobertura continua, el que no podrá ser inferior a tres meses.



En el o los decretos supremos indicados en el inciso tercero de este artículo, se regularán las siguientes materias:



1) La determinación de la fórmula para estimar el número de opciones a comprar y,o vender y su alcance. Las variables referidas a cantidades físicas de productos sujetas al Impuesto Específico deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;



2) La periodicidad con que se contratarán las opciones y los plazos y períodos de ejercicio o liquidación que éstas podrán tener;



3) Los criterios para elegir la fórmula usada para crear la proyección más reciente disponible del consumo esperado que paga Impuesto Específico, para cada combustible, prevista en el artículo 5° siguiente. Estas proyecciones deberán contar con un informe previo de la Comisión Nacional de Energía;



4) Los criterios para determinar la periodicidad de las fechas de ejercicio de las opciones, y



5) Los criterios de selección y diversificación de las contrapartes en los contratos de opciones, que minimicen el riesgo de incumplimiento.



Los respectivos contratos serán firmados por el Ministro de Hacienda.



La representación del Fisco en la negociación y suscripción de los contratos y operaciones que se realicen en cumplimiento de este artículo podrá ser delegada por el Presidente de la República en el Ministro de Hacienda, y por éste, a su vez, en los funcionarios que él mismo designe.



El Ministerio de Hacienda podrá contratar la prestación de servicios de apoyo para la gestión de los seguros o coberturas. Un reglamento, dictado por el Ministerio de Hacienda, establecerá los requisitos y procedimientos de contratación, supervisión y control de estos servicios de apoyo.



La Comisión Nacional de Energía prestará al Ministerio de Hacienda la asesoría que éste necesite en relación con el mecanismo de protección a que se refiere esta ley, según se determine en el o los decretos supremos que se adopten de conformidad con este artículo. Asimismo, dicha Comisión enviará, en la forma que se determine en el reglamento, al Ministerio de  Hacienda  información  referida  a  proyecciones  de los  consumos  esperados  cubiertos   por  el  Impuesto Específico, para cada combustible, de los precios de éstos en el mercado internacional y de las especificaciones de calidad a considerar para la contratación de las coberturas, a fin de que el Ministerio pueda determinar las opciones a contratar.



Artículo 5°.- Definición del Componente Variable de los Impuestos Específicos establecidos en la ley N° 18.502, en el Seguro de Protección. En la segunda etapa, con el seguro de protección para variaciones de precios, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles será determinado como el Pago Neto de las opciones asignadas a cada combustible en esa semana, dividido por la cantidad del combustible respectivo cubierta por el seguro de protección y ponderada por el grado de cobertura. El Pago Neto de las opciones asignadas semanalmente a cada combustible se calculará como la suma del costo neto de las primas pagadas y recibidas esa semana, menos la liquidación neta que correspondería ingresar en esa semana de ejercerse las opciones correspondientes al mismo combustible y cumplirse las indemnizaciones de opciones vendidas por dicho combustible, de acuerdo a los respectivos contratos.



Establécense a beneficio o de cargo fiscal, según corresponda, los siguientes impuestos y créditos fiscales específicos de tasa variable, a los combustibles a que se refiere el artículo 1° de esta ley, los cuales se aplicarán principalmente a través del nuevo componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecidos en la ley N° 18.502:



1) Si el Pago Neto es positivo para un combustible, ese combustible estará gravado por un impuesto, cuyo monto por metro cúbico será igual al Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable del Impuesto Específico será igual al valor de aquel impuesto que se sumará al componente base.



2) Si el Pago Neto es negativo para un combustible, operará un crédito fiscal para ese producto, cuyo monto por metro cúbico será igual al valor absoluto del Pago Neto dividido por la proyección más reciente disponible del consumo esperado cubierto por el seguro de protección y ponderado por el grado de cobertura, para ese mismo combustible. El componente variable de ese Impuesto Específico será aquel crédito fiscal y este valor se restará del componente base.



3) Si el crédito fiscal fuera mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será abonado por el Servicio de Tesorerías al importador o vendedor en la primera venta en Chile, según se establezca en el reglamento que se dicte.



4) El gas natural comprimido para consumo vehicular estará gravado con un impuesto o recibirá un crédito fiscal cuyo monto por cada mil metros cúbicos será igual al monto del impuesto o crédito, según corresponda, del gas licuado de petróleo para consumo vehicular en el mismo período multiplicado por 1,5195. Este impuesto o crédito será el componente variable del Impuesto Específico del gas natural comprimido y se sumará o restará al componente base, según corresponda.



Estos montos se calcularán por primera vez el martes de la semana siguiente al inicio de la segunda etapa, regirán a partir del primer día de la semana siguiente y se modificarán cada vez que se determine un nuevo Pago Neto. El Impuesto Específico a aplicar a los combustibles será informado por el Servicio de Impuestos Internos a más tardar el día jueves de la semana en que empiece a regir.



El monto del Impuesto Específico se expresará en UTM/m3 en el caso de la gasolina automotriz, del petróleo diesel y del gas licuado de petróleo, y en UTM/1.000m3 en caso del gas natural comprimido, y será calculado según se establezca en el reglamento que se dicte al efecto.



Para los efectos de este artículo, se entenderá por semana al período de siete días consecutivos cuyo comienzo y término será determinado por el decreto respectivo.



El componente variable del Impuesto Específico tendrá el mismo tratamiento respecto al Impuesto al Valor Agregado que el aplicado al Impuesto Específico. Asimismo, si el crédito fiscal determinado  en el número 2) del inciso segundo de este artículo, resultare mayor que el componente base, el valor absoluto de la diferencia entre ambos será deducible de la base imponible del Impuesto al Valor Agregado en la forma y monto que informe el Servicio de Impuestos Internos.

Título IV

Del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo



Artículo 6°.- Modificaciones al Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo. Modifícase la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, de la siguiente forma:



1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 2°:



a) Agrégase, en el inciso sexto, a continuación de la expresión "se restringirá al primer decimal", la expresión ", redondeando el resto".



b) Sustitúyese, en el inciso noveno, el párrafo que comienza con la frase "Este será calculado" y hasta el punto final, por el siguiente: "Este será calculado, por primera vez, dentro de la semana de publicación de esta ley, considerando los precios promedio observados en la semana anterior y regirá a partir del día jueves de la semana siguiente. En lo sucesivo, el precio de paridad se fijará una vez por semana, considerando el precio promedio observado en la semana anterior y entrará en vigencia el día jueves siguiente a su fijación.".



c) Reemplázase el inciso penúltimo, por el siguiente: "Los decretos que se dicten en virtud de lo dispuesto en este artículo, se ejecutarán desde la fecha señalada en los mismos.".



2) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:



"Artículo 5°.- Para todos los efectos requeridos por esta ley, la Comisión Nacional de Energía estimará semanalmente los recursos disponibles del Fondo, así como el consumo semanal promedio esperado de las próximas 12 semanas, en adelante, también "q".



Facúltase al Ministro de Hacienda para incrementar, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el Fondo en 5,4 millones de dólares de los Estados Unidos de América, mediante una o más transferencias de recursos disponibles en activos financieros del Tesoro Público.".



3) Modifícase el artículo 6º, de la siguiente forma:



a) Elimínanse en la letra a), del inciso primero, las expresiones que siguen a la frase "será igual a la diferencia entre ambos precios," pasando la coma a ser punto  aparte.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo: "El parámetro de protección temporal (T) señalado anteriormente será igual a 12.".



4) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:



"Artículo 8°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán solamente al kerosene doméstico.".

DISPOSICIONES FINALES



Artículo 7°.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para transferir a la Cuenta Única Fiscal los saldos de los subfondos específicos de gasolina automotriz, petróleo diesel, gas licuado y petróleos combustibles creados al amparo de la ley N° 19.030, que crea el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.



Artículo 8°.- El gasto que irrogue esta ley se imputará a la partida 50, Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Durante la primera etapa, el componente variable de los Impuestos Específicos a los Combustibles establecido en la ley N° 18.502, será determinado según establece el artículo 3° del Título II de esta ley. La segunda etapa se iniciará en la fecha en que por primera vez corresponda al Ministerio de Hacienda elegir entre ejercer o no una cobertura del mecanismo del Título III contratada previamente. A partir del jueves de la semana subsiguiente a dicha fecha aquél componente variable establecido por el artículo 3° tendrá valor igual a cero y tendrá aplicación el componente variable establecido por el artículo 5° del Título III de esta ley.



El Ministerio de Hacienda informará en su página electrónica la primera contratación en el marco del mecanismo de Seguro de Protección del Contribuyente ante Variaciones en los Precios de Combustibles señalado en el Título III, dentro de los 3 días hábiles siguientes de suscrito dicho contrato.



Artículo segundo.- A contar de la declaración de impuestos del mes posterior al de publicación de esta ley y hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que tengan derecho a recuperar el Impuesto Específico a los Combustibles y cuyos ingresos anuales del año calendario anterior, por ventas, servicios u otras actividades de su giro, hayan sido inferiores a 60.000 unidades tributarias mensuales, deberán efectuar dicha recuperación sólo por el monto del impuesto específico equivalente al componente base, sin considerar el componente variable. Hasta la declaración del mes de junio de 2011 por las operaciones realizadas en mayo de ese año, para calcular estos montos, dichos contribuyentes no deberán sumar a sus ingresos los obtenidos por quienes hayan sido sus relacionados en los términos establecidos por el artículo 20, N° 1, letra b), de la Ley del Impuesto a la Renta. También deberán efectuar la recuperación del Impuesto Específico a los Combustibles, en los términos indicados en este artículo, aquellos contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que inicien actividades entre el primero de enero de 2011 y el treinta de junio de 2011, y que producto de ello no tengan ingresos por ventas, servicios u otras actividades de su giro durante el año anterior. Dicha recuperación deberá efectuarse en la forma señalada en este artículo, hasta aquella declaración de impuestos por las operaciones realizadas en mayo del año 2012.



Desde julio de 2011 y hasta julio de 2013, en cada mes calendario, el guarismo de 15.000 unidades tributarias mensuales referido en el inciso quinto del artículo 1° de esta ley, se reemplazará por el guarismo resultante de restar a 60.000 unidades tributarias mensuales la cantidad de 1.800 unidades tributarias mensuales por cada mes transcurrido desde junio de 2011, hasta alcanzar la cifra de 15.000 unidades tributarias mensuales en julio de 2013.



Durante los dos últimos días hábiles de cada mes el Servicio de Impuestos Internos publicará en su página web el guarismo del inciso quinto del artículo 1° que regirá para las compraventas de combustible que se realicen durante los tres meses calendario siguientes y los guarismos que rigieron en los seis meses anteriores.”.

______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, denominado “Convenio de Londres 1972”, con informe de la 

Comisión de Relaciones Exteriores


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, denominado “Convenio de Londres 1972”, y que tiene el Boletín N° 6.729-10.


Añade que el objetivo del Protocolo es proteger y preservar el medio marino de todas las fuentes de contaminación y adoptar medidas eficaces para prevenir, reducir y eliminar la contaminación por vertimientos o la incineración en el mar de desechos u otras materias.


La Comisión discutió este proyecto de acuerdo en general y en particular, aprobándolo por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier, Tuma y Walker (don Ignacio), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Horvath.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 19 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Horvath, Larraín, Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag y Zaldívar.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de 1996 relativo al Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y otras Materias, 1972”, adoptado el 7 de noviembre de 1996.”.

_______________

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de 

Hacienda



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen jurídico del transporte público concesionado, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 7.085-15.



Añade que las Comisiones informantes dejan constancia de que toda la normativa del proyecto fue objeto de indicaciones o modificaciones.



A continuación, expresa que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones deja testimonio de haber efectuado diversas modificaciones al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de tres de ellas, que serán puestas en votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda, conociendo de las normas de su competencia, aprobó el texto despachado por el mencionado órgano técnico sin introducirle modificaciones. Con todo, los incisos segundo y tercero del artículo primero transitorio fueron acogidos por mayoría, de manera que también serán puestos en votación.



Cabe señalar que los Honorables Senadores señor Letelier, señora Rincón y señores García, Novoa y Zaldívar han presentado, dentro del plazo fijado por los Comités en el día de hoy, una indicación para sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio del proyecto.



Es menester subrayar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión. Entre las enmiendas aprobadas por unanimidad se encuentran las relativas a las letras h) y j) del N° 1) y el artículo 3° duodecies, contenido en el N° 4), del ARTÍCULO ÚNICO, así como el artículo segundo transitorio, las cuales tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Luego, el señor Secretario General recalca que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 1)

Artículo 3º

Letra a), nueva

Inciso sexto



Consultar, como letra a), nueva, la siguiente:



“a) Agréganse, en el inciso sexto, las siguientes oraciones finales, a continuación de “valoración urbana.”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas Bases de Licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertasen mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.

Letra a)

Inciso octavo



Pasa a ser letra b), sin enmiendas.

Letra b)

Inciso noveno, nuevo



Pasa a ser letra c), con las siguientes modificaciones:

ii)



Reemplázase, por la siguiente:



“ii) Sustitúyese la frase “cuya concesión haya sido caducada,” por “cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados” y reemplázase la expresión “culpa leve” por la expresión “culpa levísima”.”.

iii)



Sustitúyese, por la siguiente:



“iii) Reemplázase la frase final que dice “en el proceso de licitación de la concesión caducada.”, por la siguiente: “en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.”.

Consultar, a continuación de la letra b), que pasa a ser c), la siguiente letra d), nueva:



“d) Agrégase, como inciso décimo, nuevo, el siguiente:



“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.”.

Letra c)



Pasa a ser letra e), reemplazada por la siguiente:



“e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser decimoprimero, por el siguiente:



“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y de Hacienda. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuenta y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.”.

Letra f), nueva



Consultar, como letra f), nueva, la siguiente:



“f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser décimo segundo, las palabras “del decreto” por “de la resolución”.”.

Letra g), nueva



Contemplar, como letra g), nueva, la siguiente:



“g) Agrégase el siguiente inciso decimotercero, nuevo:



“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.”.

Letra d)



Pasa a ser letra h), con las siguientes enmiendas:



1) Sustitúyese su encabezamiento, por el siguiente:



“h) Sustitúyese el inciso undécimo, que pasa a ser decimocuarto, por el siguiente:”.



2) Agrégase, en este inciso decimocuarto, después de las expresiones “juez de letras de turno”, “juez de turno” y “tribunal de turno”, el pasaje “en lo civil”.



3) Agrégase, después de la expresión “recurso de apelación”, la frase “el que será concedido en el solo efecto devolutivo”.



4) Suprímese la oración que figura a continuación de la palabra “incidentes” que dice: “debiendo ser agregada extraordinariamente en la tabla de la audiencia más próxima en caso que se solicite su conocimiento previa vista de la causa.”, agregando un punto seguido, luego de la palabra “incidentes”.



5) Intercálase, entre la palabra “concesión” y el punto final, precedida de una coma (,), la siguiente oración: “así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social”.

Letra e)



Pasa a ser letra i), con las siguientes enmiendas:



1) Reemplázase su encabezamiento, por el siguiente:



“i) Agrégase el siguiente inciso decimosexto, nuevo:”.



2) Intercálase, en este inciso nuevo, entre las palabras “declarada” y “por”, la voz “fundadamente”.



3) Agrégase, al final de este inciso decimosexto, nuevo, a continuación de la palabra “contratos.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, lo siguiente: “En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

Letra f)



Pasa a ser letra j), con la sola enmienda de sustituir la referencia “inciso vigésimo” por “inciso vigésimo tercero”.

Consultar, como letra k), nueva, la siguiente:



“k) Sustitúyese, en el inciso vigésimo tercero, que pasa a ser vigésimo séptimo, la referencia “vigésimo primero” por “vigésimo quinto”.

Nº 2), nuevo

Artículo 3º quinquies



“2) Agrégase en el artículo 3º quinquies, el siguiente inciso segundo:



“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las Bases de Licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.

Nº 2)

Artículo 3º sexies



Pasa a ser Nº 3), con la sola enmienda de agregarle el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.

Nº 3)

Artículo 3º septies



Pasa a ser Nº 4), con las siguientes enmiendas: 



1) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad  e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.”.



2) Incorpóranse, como incisos cuarto y quinto, los siguientes:



“Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.



El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley.”.

Artículo 3º octies



Reemplázase su inciso tercero por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto, sexto y séptimo: 



“Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.



Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.



El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas. 



La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880.”.

Artículo 3º nonies



- Elimínase, en el inciso segundo de este artículo, la palabra “Programa” y la coma que la antecede (,).



- Suprímese, en el inciso cuarto, la frase “y hasta su término,”.



- Agrégase en el inciso cuarto, luego de la palabra “desafectados”, la frase “de conformidad al reglamento”.



- Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de “dicha función.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, la siguiente oración: “La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.”.

Artículo 3º decies



- Agrégase en el inciso primero, entre las palabras “concesiones” y “reguladas”, la siguiente frase: “de uso de vías y de servicios complementarios”.



- Intercálase la siguiente letra e), nueva, pasando la actual letra e) a ser letra f):



“e) El reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.

Artículo 3º undecies



- Intercálase, entre “común acuerdo,” y “el concesionario”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.



- Intercálase, a continuación de “tramitada.”, el siguiente párrafo: “En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas, hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores; en caso de deudas pendientes, será el concesionario directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.”.

Artículo 3º duodecies



- Incorpórase en el inciso primero, entre las palabras “Telecomunicaciones” y “dentro”, la frase, “y a la Dirección del Trabajo,”. 



- Intercálase en el inciso primero, entre “siguientes,” y “de conformidad”, la siguiente frase: “por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno,”.



- Agrégase al final del inciso tercero a continuación de “concesión” y antes del punto aparte, el siguiente párrafo: “así como el estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social”.

Artículo 3º terdecies



- Intercálase en el inciso primero, a continuación de “servicios”, la frase “, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario”.



- Agrégase al final del inciso primero, a continuación de la palabra “resoluciones.”, pasando el actual punto aparte a ser punto seguido, el siguiente párrafo: “Todo esto, no afectará el derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.”.



- Elimínase el inciso segundo.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero



- Intercálase en el inciso segundo, entre “nacional,” y “se faculta”, la siguiente frase: “siempre que no exista una causal de caducidad,”.



- Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:



“Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación, las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente, extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.”.



- Intercálase en la letra a) del inciso cuarto, a continuación de “pertinentes”, la frase “, incluyendo los laborales.”.



- Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:



“En el caso que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.



En el caso que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del decreto ley Nº 2.186, de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.”.

Artículo segundo 



Reemplázase, por el siguiente:



“Artículo segundo.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos, el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.



En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.



En el caso que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

- - -



En discusión en particular el proyecto, el señor Presidente otorga la palabra a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones subrogante y a los Honorables Senadores señoras Rincón y Alvear y señores Navarro, Escalona, Zaldívar, Letelier y Chahuán.

- - -



Cabe señalar que, durante su intervención, el Honorable Senador señor Navarro pide votación separada de las normas del proyecto relativas a la protección laboral de los trabajadores.

- - -



Cerrado el debate y sometidas a votación las normas respecto de las que no se solicitó votación separada, son aprobadas por 26 votos a favor, uno en contra y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -



Luego, el señor Presidente pone en votación separada las normas relativas a la protección laboral de los trabajadores, las cuales son aprobadas por 28 votos a favor y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -



Enseguida, el señor Presidente pone en votación las normas de rango orgánico constitucional, las que son aprobadas por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -



Finalmente, el señor Presidente pone en votación la aludida indicación de los Honorables Senadores señor Letelier, señora Rincón y señores García, Novoa y Zaldívar, para sustituir el inciso segundo del artículo primero transitorio, la cual es aprobada por 26 votos a favor, uno en contra y un pareo.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Navarro.



No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Matthei.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.696:



1) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:



a) Agrégase, en el inciso sexto, el siguiente texto, sustituyéndose el punto final (.) por una coma (,): “en particular en aquellas ciudades declaradas zonas saturadas de contaminación las respectivas bases de licitación deberán contemplar puntajes adicionales por la presentación de flotas con tecnologías no contaminantes. Las bases también deberán establecer exigencias que aseguren a los trabajadores condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Asimismo, se considerará especialmente a aquellos postulantes que exhibieren u ofertaren mejores condiciones de empleo y remuneraciones para los trabajadores.”.



b) Sustitúyese el inciso octavo por el siguiente:



“La licitación a que se refiere el inciso segundo deberá avisarse en el Diario Oficial y en a lo menos dos diarios de la respectiva ciudad con 30 días de anticipación y realizarse sobre bases técnicamente definidas por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. La concesión respectiva que derive de una licitación deberá otorgarse mediante resolución fundada y concretarse en un contrato entre la empresa beneficiada y el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, en el cual ambas partes se obligan a los términos incluidos en las bases de la licitación y en el que se establecen sanciones para cada parte en el caso de incumplimiento. Dicha resolución deberá ser visada por el Ministro de Hacienda.”.



c) Incorpórase, como inciso noveno, el siguiente:



“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un administrador provisional en los casos previstos en las letras  b), c), d), y e) del artículo 3° decies, de entre las personas que estén inscritas en el registro público de administradores provisionales que al efecto llevará dicho Ministerio. El administrador tendrá las facultades necesarias para velar por el cumplimiento del contrato de concesión y, especialmente, aquellas correspondientes al giro ordinario de la empresa cuya concesión haya concluido o se le haya puesto término por los casos antes indicados, que la ley y el estatuto señalan para el directorio o quien haga sus veces y al gerente. El administrador provisional responderá hasta de la culpa levísima en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, la persona a la cual se le ha caducado su concesión por las causales establecidas en las bases de licitación quedará inhabilitada para presentarse nuevamente, por sí o por interpósita persona, sea ésta natural o jurídica, en procesos de licitación de concesiones de uso de vías y servicios complementarios reguladas por esta ley hasta por el plazo de cinco años contado desde que quede ejecutoriada la sentencia que caducó la concesión.”.



d) Agrégase el siguiente inciso décimo, nuevo:



“El administrador provisional no podrá tener intereses económicos o patrimoniales comprometidos en alguna de las empresas operadoras del sistema. La misma prohibición se extiende a sus parientes colaterales y en línea recta, hasta el tercer grado por consanguinidad.”.



e) Reemplázase el inciso noveno, que pasó a ser undécimo, por el siguiente:



“El Ministerio podrá efectuar dicha designación desde que se encuentre notificada la resolución que pone término a la concesión. La interposición de recursos administrativos y jurisdiccionales en contra de la resolución que declara la caducidad de la concesión no suspenderá la designación del administrador provisional. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá designar un nuevo concesionario dentro del plazo máximo de dieciocho meses contado desde la fecha en que la resolución que pone término anticipado ha quedado ejecutoriada, para lo cual podrá disponer una nueva licitación pública. Por razones de interés público y de buen servicio, cuando se verifique alguno de los supuestos establecidos en el inciso segundo de este artículo, también podrá, en forma transitoria, contratar directamente, hasta por tres años o hasta el término del plazo de la concesión, mediante decreto firmado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y el de Hacienda. Quien celebre contratos directos con el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones se entenderá concesionario para los efectos de esta ley. El administrador provisional cesará en sus funciones cuando sea removido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, sea excluido del Registro de Administradores Provisionales o por el solo ministerio de la ley cuando entre en funciones el nuevo concesionario. El Reglamento establecerá los términos y condiciones para la designación, rendición de cuentas y cesación del administrador provisional. La remuneración del administrador provisional será pagada por el concesionario a cuyo respecto operó el término anticipado del contrato con cargo a sus ingresos y fijada por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y no podrá exceder en un 50% a la remuneración promedio que percibe un gerente general de esta industria.”.



f) Reemplázanse, en el inciso décimo, que pasó a ser duodécimo, la locución “del decreto” por “de la resolución”.



g) Agrégase el siguiente inciso decimotercero, nuevo:



“En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley.”.



h) Sustitúyase el inciso undécimo, que pasó a ser decimocuarto, por el siguiente:



“Excepcionalmente, el Ministerio podrá nombrar un administrador provisional, previa autorización judicial, una vez iniciado el procedimiento de caducidad de una concesión y siempre que se haya producido la paralización del servicio de transporte por dos o más días consecutivos. Será competente para conocer de esta solicitud el juez de letras de turno en lo civil de la comuna en que preste servicios el concesionario. Si éstos comprenden más de una comuna, corresponderá al juez de turno en lo civil de la comuna de asiento de Corte de Apelaciones. En caso de que las comunas se encuentren bajo la jurisdicción de distintas Cortes de Apelaciones, el conocimiento corresponderá al del tribunal de turno en lo civil de la Corte más antigua. El juez deberá conocer de esta solicitud sin forma de juicio, oyendo previamente al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá acompañar una certificación de los hechos por parte de un ministro de fe. Esta solicitud deberá ser resuelta en el plazo de cuarenta y ocho horas. En contra de la resolución del tribunal que resuelva la solicitud procederá el recurso de apelación, el que será concedido en el solo efecto devolutivo de acuerdo a las reglas de los incidentes. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos que están afectos a la concesión, así como del estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.”.



i) Incorpórase el siguiente inciso decimosexto, nuevo:



“La caducidad de la concesión podrá ser declarada fundadamente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos de incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario conforme a los términos previstos en las bases de licitación y en los respectivos contratos. En todo caso, cualquiera que sea la causal de término o de caducidad de la concesión, deberán resguardarse los derechos laborales y de seguridad social de los trabajadores, en los términos previstos en la ley. Siempre se considerará incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, que da lugar a la caducidad de la concesión, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones y obligaciones de seguridad social que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas dentro de un año calendario por infracciones a normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.”.



j) Elimínase en el inciso decimonoveno, que ha pasado a ser vigésimo tercero, la frase “sin forma de juicio, oyendo al Ministerio,”.



k) Sustitúyese en el inciso vigésimo tercero, que pasó a ser vigésimo séptimo, la referencia “vigésimo primero” por “vigésimo quinto”.



2) Agrégase en el artículo 3º quinquies el siguiente inciso segundo:



“Asimismo, el concesionario deberá constituir garantías específicas que serán ejecutadas en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales de los trabajadores, en la forma, monto y oportunidad establecida en las bases de licitación. En caso de cobro de dichas garantías específicas y que no fueren renovadas oportunamente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para cobrar la garantía de fiel cumplimiento del contrato.”.



3) Sustitúyese el artículo 3º sexies por el siguiente:



“Artículo 3º sexies.- Del contrato de concesión y de los principios que inspiran su celebración y ejecución. El transporte nacional remunerado de pasajeros prestado en el marco de un contrato de concesión en los casos indicados en el inciso segundo del artículo 3º, tendrá por finalidad satisfacer el interés público y deberá propender a la prestación de un servicio de transporte eficiente, seguro y de calidad. El contrato de concesión garantizará la continuidad, permanencia y seguridad de los servicios de transportes.



Podrá comprender, asimismo, la contratación de los servicios complementarios necesarios para cumplir con dicha finalidad, conforme a lo establecido en las bases de licitación respectiva.



Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá licitar, en cualquier momento, la prestación de los servicios complementarios, con independencia de la forma o modalidad bajo la cual se presten los servicios de transportes.”.



4) Incorpóranse los siguientes artículos 3º septies a 3º terdecies, nuevos:



“Artículo 3º septies.- Modificación del contrato de concesión. Los contratos de concesión podrán ser modificados conforme a lo establecido en las respectivas bases de licitación.



Las bases de la licitación deberán contener causales de modificación unilateral de los contratos de concesión por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que tengan por objeto garantizar la continuidad, seguridad y eficiencia del servicio de transporte.



Las bases también deberán contener causales que aseguren a los trabajadores un trabajo en condiciones de seguridad e higiene acordes con los requerimientos de las funciones desempeñadas. Además deben expresarse causales de modificación unilateral del contrato de concesión orientadas a garantizar el cumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social.



Si el interés público así lo exigiere, siempre que no fuere aplicable otra causal de término, el Presidente de la República, mediante decreto fundado, suscrito por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda, podrá poner término anticipado a la concesión. El decreto supremo que declare el término anticipado, señalará el plazo y condiciones de término de la concesión, así como las garantías necesarias para asegurar la continuidad del servicio.



El procedimiento y metodología de cálculo de la indemnización será el que se establezca en las respectivas bases de licitación, en su defecto, se determinará conforme al procedimiento a que se refiere el artículo primero transitorio de esta ley.



Artículo 3º octies.- Supervigilancia, control e información. Los concesionarios quedarán sujetos a la supervigilancia y control del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Para tales efectos, conforme a lo establecido en las bases de licitación, éste podrá pedir informes e inspeccionar las instalaciones y vehículos que comprende el servicio, revisar y exigir información contable debidamente auditada y, en general, adoptar las medidas necesarias para velar por el cumplimiento de sus obligaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá requerir a los concesionarios la información sobre la relación entre su activo y pasivo circulante, y entre su patrimonio y deudas totales, con una periodicidad no inferior a un mes.



Los concesionarios deberán informar los hechos esenciales relacionados con la administración y funcionamiento de la concesión conforme lo establezcan las bases.



Los concesionarios deberán informar mensualmente el pago de remuneraciones y estado del cumplimiento de las obligaciones de seguridad social que a éstos correspondan, respecto de sus trabajadores. Lo anterior deberá ser acreditado mediante los certificados, comprobantes y declaraciones juradas que establezcan las respectivas bases de licitación.



El no acatamiento por parte de los concesionarios de las obligaciones de información en los plazos establecidos para el efecto en la ley, el reglamento o las bases de licitación, podrá ser sancionado con una multa de hasta 200 UTM por cada vez que se verifique y por cada día de atraso, conforme lo establezcan las bases de licitación.



Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer en las bases respectivas otros mecanismos de cobro y recaudación de las multas.



La aplicación de las multas que se imponga a los concesionarios deberá someterse a lo dispuesto en el artículo 10 de la ley Nº 20.378. Su reclamación administrativa se sujetará a lo establecido en el artículo 59 de la ley Nº 19.880.



Artículo 3º nonies.- De los bienes afectos a la concesión. Los bienes afectos a la concesión estarán constituidos por aquellos bienes muebles e inmuebles necesarios para la prestación básica de los servicios entregados en concesión, conforme lo establezcan las bases de la licitación y siempre que tengan relación directa con los mismos.



El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones llevará, por medio de sus Secretarías Regionales Ministeriales o de la División  o Unidad dependiente de la Subsecretaría de Transportes designada para este efecto, un registro de los bienes que estarán afectos a la concesión, conforme a las normas que establezca el reglamento. El registro y las certificaciones que se emitan conforme al mismo tendrán la naturaleza de instrumento público.



No se entenderá cumplida la obligación de los concesionarios de incorporar y poner en marcha los vehículos, infraestructura y otros bienes comprometidos en los contratos de concesión, mientras éstos no hayan sido inscritos en dicho registro en los plazos y en la forma prevista en el reglamento y en las bases de licitación.



Desde el inicio de la concesión los bienes inscritos en dicho registro se entenderán afectos a la concesión, no obstante sean objeto de enajenación, transferencia o gravamen, salvo que sean desafectados de conformidad al reglamento. Lo señalado precedentemente también se aplicará durante el tiempo en que la concesión sea gestionada por un administrador provisional y mientras se mantenga en dicha función. La desafectación deberá ser aprobada o denegada por resolución fundada de la Subsecretaría de Transportes, que deberá pronunciarse en un plazo de diez días, contado desde la fecha de presentación de la solicitud. Los recursos que se interpongan en contra de dicha resolución se regirán por lo establecido en la ley N° 19.880.



Los bienes afectos a la concesión podrán quedar a disposición de un administrador provisional que nombre el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones en los casos previstos en esta ley. En estos supuestos, el uso de los bienes dará lugar a una indemnización a favor del anterior concesionario, salvo que se establezca una regla diversa en las bases de licitación.



Artículo 3° decies.- Causales de término de las concesiones. Las concesiones de uso de vías y de servicios complementarios reguladas por esta ley podrán terminar por las siguientes causales:



a) Cumplimiento del plazo previsto en el contrato.



b) Mutuo acuerdo.



c) Caducidad.



d) Quiebra del concesionario.



e) Reiterado incumplimiento grave de las normas laborales y de seguridad social con sus trabajadores. Se tendrán como vulneraciones de este tipo, entre otras, los atrasos u omisiones en el pago de remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud que excedan tres períodos mensuales o la existencia de más de cuatro condenas ejecutoriadas por infracciones a los derechos fundamentales del trabajador y a las normas sobre jornadas de trabajo, remuneraciones, feriados, protección a la maternidad, sindicalización y prácticas antisindicales.



f) Por las demás que establezcan las leyes o las bases de licitación.



Artículo 3º undecies.- Término de mutuo acuerdo. En caso de término de la concesión de común acuerdo, siempre que no exista una causal de caducidad, el concesionario estará obligado a mantener la prestación del servicio por un período no inferior a seis meses desde la fecha en que la resolución que le pone término esté totalmente tramitada. En todo caso, el acuerdo suscrito deberá hacer referencia expresa a la situación laboral y a las obligaciones de seguridad social devengadas hasta el último día del mes anterior al acuerdo, de los operadores y demás trabajadores. En caso de deudas pendientes el concesionario será directamente responsable, y el monto adeudado deberá ser descontado de toda suma que por este concepto perciba desde el Estado. No podrá haber mutuo acuerdo sino hasta que estén pagadas las cotizaciones.



Artículo 3º duodecies.- Quiebra del concesionario. Presentada una solicitud de quiebra de un concesionario, el secretario del tribunal deberá notificarla al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y a la Dirección del Trabajo, dentro de las veinticuatro horas siguientes, por carta certificada u otro medio impreso o electrónico fidedigno, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 55 del Libro IV del Código de Comercio. Inmediatamente después de pronunciada la sentencia que declare la quiebra de un concesionario el secretario del tribunal la notificará al Ministerio antes referido, en el mismo plazo y forma.



Pronunciada la declaración de quiebra el fallido quedará inhibido, de pleno derecho, de la administración de la concesión y de los bienes afectos a ella. A su vez, estos bienes quedarán excluidos de la quiebra y de la administración del síndico.



Notificado de la sentencia que declare la quiebra de una empresa concesionaria, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá disponer la administración provisional del servicio. Tan pronto asuma su cargo, el administrador provisional deberá levantar un inventario de los activos de la empresa declarada en quiebra y que están afectos a la concesión, así como del estado de cumplimiento del pago de las remuneraciones y obligaciones de seguridad social.



Todo conflicto que pudiere suscitarse entre el síndico y el administrador provisional será resuelto por el juez de la quiebra incidentalmente y en única instancia, oyendo previamente al Ministerio.



Artículo 3º terdecies.- De la continuidad del servicio. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones adoptará las medidas necesarias para garantizar la continuidad de la prestación del servicio público y resguardar los derechos de los usuarios de dichos servicios, así como los de los trabajadores del respectivo concesionario, pudiendo requerir, por medio del Ministerio del Interior, el auxilio de la fuerza pública para obtener el íntegro cumplimiento de sus órdenes, instrucciones y resoluciones. Todo esto no afectará el derecho a huelga ejercido en las condiciones previstas en la ley.



Lo anterior es sin perjuicio de que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones determine la aplicación del régimen general previsto en el inciso primero del artículo 3º.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- Los contratos de concesión actualmente vigentes y celebrados de conformidad a lo previsto en el artículo 3º de la ley N° 18.696 seguirán rigiéndose por lo establecido en las bases de licitación y en los respectivos contratos, especialmente en lo que dice relación con las sanciones, multas y causales de caducidad que se puedan aplicar.



Sin perjuicio de lo anterior, por exigirlo el interés nacional y por causa de utilidad pública, siempre que no exista una causal de caducidad, se faculta al Estado a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para poner término anticipado a los contratos indicados en el inciso anterior que comprendan la prestación de servicios concesionados de transporte público o servicios complementarios en las comunas de la Región Metropolitana, cuando un cambio de circunstancias hiciere innecesario el servicio para la satisfacción de las necesidades públicas o demandare su rediseño o complementación para efectos de mejorar la continuidad, condiciones de seguridad y calidad del sistema. Esta facultad podrá ser ejercida después de treinta días de publicada esta ley y hasta dentro del plazo de dos años contado desde la misma fecha.



Para tal efecto, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones comunicará mediante carta certificada al concesionario del inicio del proceso destinado a poner término al contrato de concesión. A partir de dicha notificación las partes tendrán el plazo de 30 días para acordar el monto de la indemnización por el término anticipado del contrato y, en su caso, las condiciones que se deban cumplir para garantizar la continuidad del servicio. Dicho acuerdo deberá aprobarse mediante resolución fundada del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, la que deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, y en ella se dispondrá, además, el término anticipado de la concesión. El pago de la indemnización correspondiente se efectuará dentro del plazo y forma que se estipule. El pago de la indemnización o su consignación en el tribunal competente extinguirá, por el solo ministerio de la ley, todos los derechos y obligaciones que emanen del contrato, salvo que las partes acuerden una fecha anterior.



En caso de que no exista acuerdo entre las partes la indemnización será fijada por el Panel de Expertos establecido por la ley Nº 20.378, a solicitud del Ministerio, de acuerdo al siguiente procedimiento:



a) Dentro de los 10 días siguientes al vencimiento del plazo establecido para fijar el monto por mutuo acuerdo el Ministerio solicitará al Panel de Expertos la determinación del monto provisional de la indemnización. En su solicitud indicará el monto de indemnización propuesto al concesionario, que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Hacienda, y acompañará todos los antecedentes que estime pertinentes, incluyendo los laborales. Esta presentación deberá ser notificada al concesionario, personalmente o por carta certificada.



b) El concesionario dispondrá de un plazo de cinco días, contados desde la notificación de la solicitud del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para presentar su propuesta de indemnización y los antecedentes que considere pertinentes. Dicha presentación deberá contener la individualización del concesionario y la fijación de su domicilio en la ciudad de Santiago para efectos de las notificaciones, las cuales se realizarán de conformidad a lo establecido en  los artículos 45 a 48 de la ley Nº 19.880.



c) Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación indicada en la letra anterior o vencido el plazo para ello, el Secretario Abogado del Panel de Expertos pondrá los antecedentes en conocimiento de los integrantes del Panel.



d) El Presidente del Panel, inmediatamente después de la recepción de los antecedentes, convocará a una sesión extraordinaria que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a la presentación, donde se acordará el procedimiento para su estudio y resolución. En todo caso el procedimiento deberá contemplar una audiencia con las partes, de la cual deberá dejarse constancia escrita. El procedimiento será comunicado por el Secretario Abogado a todas las partes.



e) La resolución del Panel deberá dictarse dentro del plazo de 30 días contados desde la sesión extraordinaria indicada en la letra d). La resolución deberá ser fundada y estará obligada a optar por una de las dos proposiciones vigentes, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallarse una alternativa distinta ni adoptarse un valor intermedio entre las proposiciones de ambas partes. La resolución será notificada a las partes dentro de los dos días siguientes a su dictación.



f) Luego de notificada la decisión del Panel de Expertos, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará una resolución que concluya el procedimiento, en la cual constarán los fundamentos del término anticipado del contrato de concesión y el monto de la indemnización provisoria determinada por el citado Panel. La misma resolución podrá establecer las medidas necesarias para garantizar la continuidad del servicio. La resolución deberá notificarse al concesionario y será susceptible de los recursos indicados en esta ley. Si el concesionario solicita, a su costa, copia de todos los antecedentes fundantes de dicha resolución, éstas deberán ser puestas a su disposición dentro de las veinticuatro horas siguientes a su solicitud.



g) Vencido el plazo para la interposición de los recursos establecidos en esta ley sin que éstos se hubieren deducido, la indemnización provisional se tendrá por definitiva y su pago se verificará dentro de los 120 días siguientes a la total tramitación de la resolución correspondiente.



En el caso de que el pago se realice de común acuerdo, éste deberá constar por escritura pública, dejando constancia del cumplimiento del pago de las remuneraciones y de las obligaciones de seguridad social de cargo del concesionario.



En el caso de que el pago sea por consignación, el juez procederá conforme a lo establecido en el artículo 23 del decreto ley Nº 2.186, de 1978. Los trabajadores podrán hacer efectivo el pago de sus remuneraciones y las obligaciones de seguridad social insolutas sobre el monto consignado, conforme a lo establecido en dicha disposición.



Artículo segundo.- Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la resolución que declara el término anticipado de los contratos el concesionario podrá reclamar de su legalidad ante el juez de letras en lo civil competente, en un procedimiento breve y sumario. El juez podrá suspender la ejecución de la resolución recurrida con el mérito de los antecedentes que se invoquen.



En el mismo plazo y procedimiento podrá el concesionario y el Ministerio impugnar el monto de la indemnización establecida en dicha resolución.



En el caso de que el concesionario reclame de la legalidad de la resolución, deberá impugnar el monto de la indemnización de forma subsidiaria a dicha reclamación.”.

- - -



A continuación, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Horvath, Kuschel, Larraín, Navarro, Prokurica y Walker, don Patricio, con el que solicitan al Ejecutivo destinar recursos para reponer equipo y maquinaria del 

Cuerpo Militar del Trabajo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.313-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chahuán, Escalona, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el Cuerpo Militar del Trabajo dependiente del Comando de Ingenieros del Ejército desarrolla, a lo largo de Chile, importante actividad desde su génesis, acrecentada en el tiempo en las distintas Regiones del país, realizando obras de carácter público, preferentemente en zonas de difícil acceso como son la Zona Austral, el borde costero y las zonas extremas y fronterizas de Chile. En estas labores en tiempo de paz aprovecha positivamente su personal y necesidades de instrucción, generando además una importante opción de capacitación para futuros empleos;

2. Que las labores del Cuerpo Militar del Trabajo se efectúan normalmente en áreas en las cuales las empresas privadas no llegan a presentar ofertas o éstas resultan muy caras para el interés fiscal;

3. Que dadas las necesidades de infraestructura que tiene el país y el presupuesto de la Nación para estos efectos, la empresas privadas en cada una de las Regiones, y a nivel nacional, tienen sus opciones bien cubiertas en términos generales;

4. Que producto de la emergencia por el terremoto y maremoto del 27 de febrero de 2010 y al desarrollo de distintas obras en zonas de difícil acceso se percibe claramente que cuenta con insuficiente equipo, y que es necesario renovarlo dado el alto costo de mantención que significa, para así reducir costos y cumplir los objetivos que se le encomiendan, y

5. Que dentro de los fondos para las Fuerzas Armadas se incluyen los provenientes de la Ley del Cobre, por lo cual resulta conveniente destinar una parte a la reposición de maquinaria del Cuerpo Militar del Trabajo.


El Senado acuerda:


Representar a Su Excelencia el Presidente de la República la necesidad de contar, con urgencia, con recursos para poder reponer equipo y maquinaria del Cuerpo Militar del Trabajo, de manera que pueda llevar a cabo las distintas obras que le encomiendan los Ministerios, según el Programa y Presupuesto del año 2011.”.

______________

Proyecto de acuerdo, presentado por el Honorable Senador señor Letelier, con el que solicita el envío de un proyecto de ley que mejore las condiciones remuneracionales y de retiro de los trabajadores 

de la JUNJI



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Letelier, correspondiente al Boletín Nº S 1.312-12, mediante el cual propone aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 15 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Rincón, y señores Chahuán, Escalona, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) cumple un rol fundamental en la ejecución de las políticas de promoción de la infancia en el país, siendo su buen desempeño una garantía de un mejor desarrollo psicológico, orgánico y de bienestar para los infantes, como asimismo la base sobre la cual se edifica la enseñanza básica;

2. Que tras la decisión de la ex Presidenta Bachelet de crear el Programa Chile Crece Contigo como un componente del Sistema Nacional de Protección Social, cuyo objetivo es acompañar, proteger y apoyar íntegramente a los niños y a sus familias, se produjo el aumento más importante en la cobertura de salas cuna y jardines infantiles gratuitos que se recuerde en la historia nacional, duplicando la Junta Nacional de Jardines Infantiles en forma importante su capacidad instalada y cobertura;

3. Que los avances en cuanto al aumento de cobertura y los buenos resultados en la evaluación de la calidad de los servicios prestados han sido posibles gracias al compromiso de las trabajadoras y trabajadores de la institución, lo que debiera ser reconocido y premiado por la autoridad;

4. Que, pese a esto, con ocasión de la discusión en el Congreso Nacional de la ley Nº 20.212, los trabajadores de la Junta Nacional de Jardines Infantiles fueron excluidos de un incremento en el bono de modernización, que es una forma de mejora remuneracional asociada al desempeño de los trabajadores en la consecución de metas de modernización institucional. Lo anterior es obviamente un contrasentido, toda vez que precisamente son los funcionarios de la JUNJI, quienes, al interior de las distintas administraciones del Estado, exhiben los mayores avances en los últimos cuatro años;

5. Que, como consecuencia, los funcionarios de la JUNJI sólo perciben el bono de modernización contenido en la ley N° 19.882, pero no sus aumentos posteriores, lo cual sin duda es discriminatorio respecto de ellos;

6. Que está pronta a terminar la vigencia de la ley Nº 20.212, que establece dos beneficios muy caros para los funcionarios de la JUNJI: un bono de retiro especial que permite mejorar las condiciones de salida del servicio de sus funcionarios, asegurando la liberación de cupos de plantas -lo que es indispensable para promover la carrera funcionaria- y la asignación especial de zonas extremas;

7. Que corresponde que el Ejecutivo, para que no se produzcan lagunas normativas, envíe la brevedad al Congreso Nacional un proyecto de ley que prorrogue la vigencia de estas normas, y

8. Que la situación producida respecto de los trabajadores de la JUNJI atenta contra un principio básico de administración racional de recursos humanos, toda vez que por la vía de generar exclusiones o estatutos especiales se producen al interior de la Administración del Estado tratamientos diferenciados y discriminatorios. En este caso, en relación con los beneficios que reciben los funcionarios públicos afiliados a la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, lo que debería ser corregido a la brevedad por parte de la autoridad.


El Senado acuerda:


a) Reconocer el trabajo de excelencia realizado por las trabajadoras y trabajadores de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, quienes, gracias a su empeño y dedicación han permitido que el Estado haya ampliado enormemente la cobertura de los servicios de salas cuna y jardines infantiles a lo largo del país.


b) Expresar su preocupación por la situación funcionaria de las trabajadoras y trabajadores de la JUNJI.


c) Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que instruya al señor Ministro de Hacienda y al señor Ministro de Educación que atiendan las peticiones de los trabajadores de la JUNJI en el sentido de equiparar sus beneficios remunerativos a los de los trabajadores adscritos a la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF); que envíe a tramitación legislativa un proyecto que permita a las trabajadoras y trabajadores de la Junta Nacional de Jardines Infantiles ser beneficiarios de la ley Nº 20.212, que establece incrementos a los bonos de gestión por cumplimiento de metas institucionales, y que renueve la vigencia de la norma que establece bonos de estimulo al retiro, que termina su vigencia el 31 de julio de 2010.”.

______________

PETICIONES DE OFICIOS



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Presidente de la República y Ministro del Interior, sobre el cálculo de la “asignación de zona” en diferentes reparticiones públicas.



2) Al señor Ministro de Hacienda, respecto del cálculo del monto del “bono de zonas extremas” para 2011.



- De la Honorable Senadora señora Rincón:



1) Al señor General Director de Carabineros, en cuanto a la demolición de la Tercera Comisaría de Parral.



2) Al señor Director Nacional de Vialidad, respecto de denuncias de pobladores de los sectores El Majuelo y Villa Adelaida sobre la eventual instalación de una discoteca en la comuna de Cauquenes.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

SESIÓN 86ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE ENERO DE 2011



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia; Secretaria General de Gobierno; de Economía, Fomento y Turismo, y de Educación, señor Cristián Larroulet, señora Ena von Baer y señores Juan Andrés Fontaine y Joaquín Lavín, respectivamente. Además, acude el asesor del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Aníbal Pinto.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, ambos subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones ochenta especial y ochenta y uno ordinaria, ambas del día 4 de enero del año en curso, y de las sesiones ochenta y dos y ochenta y tres, ambas especiales, y ochenta y cuatro ordinaria, todas del día 5 del mismo mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre calidad y equidad de la Educación (Boletín N° 7.329-04).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta, constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier y Muñoz Aburto y del ex Senador señor Vásquez, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (Boletín Nº 4.670-07).



-- Se toma conocimiento y se remite el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el segundo, informa que ha rechazado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y regula las Asociaciones Municipales (Boletín N° 6.792-06), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República.



-- Se toma conocimiento, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa como miembros de la referida Comisión Mixta a los Honorables Senadores integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el que remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



De la señora Directora Regional del Servicio Nacional de la Mujer de la Región de Antofagasta, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el Plan Regional de Igualdad de Oportunidades (mesa PRIO).



-- Queda a disposición de los Honorables Senadores.

Informes



Certificado de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la observación formulada por Su Excelencia el Presidente de la República al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.248-06).



-- De conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer, queda para la Tabla de esta sesión.



De la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Zaldívar, Escalona, Gómez, Lagos y Longueira, relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (Boletín N° 6.974-06).



-- Queda para Tabla.



Certificado de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath, Navarro, Orpis, Prokurica, Ruiz-Esquide y Tuma, con el que solicitan establecer un proceso nacional único sobre concesiones portuarias, que incluya a todos los trabajadores del sector (Boletín N° S 1.316-12).



-- Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro y Tuma, con el que solicitan incluir en el Censo de Población y Vivienda 2012 a los afro descendientes (Boletín N° S 1.328-12).



-- Pasa a la Comisión de Economía.



De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Rincón y señor Tuma, con el que solicitan el desarrollo de programas de salud para los trastornos patológicos de alimentación (Boletín N° S 1.329-12).



-- Pasa a la Comisión de Salud.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un oficio de la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.022, con el objeto de establecer un nuevo plazo para el cierre de Tribunales del Trabajo de Santiago, que señala (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 7.434-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.

- - -



A continuación, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita el pronunciamiento de la Mesa en cuanto a los efectos que tendrá la urgencia -calificada de “discusión inmediata”- hecha presente al proyecto de ley sobre calidad y equidad de la Educación (Boletín N° 7.329-04), en lo relativo a la tramitación de la iniciativa en Comisiones.



El señor Presidente señala que dicha urgencia da un plazo hasta el próximo martes 18 del mes en curso para que tanto las Comisiones pertinentes, como la Sala, despachen el referido proyecto.

- - -



Luego, concede la palabra a la Honorable Senadora señora Rincón, quien pide que se requiera el consentimiento de la Sala para que las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, funcionen paralelamente con ella entre las 17 y las 19 horas de hoy, lo que así se acuerda.

- - -



Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Observación de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con certificado de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que procede ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata de la observación de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, formulada al proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, correspondiente al Boletín Nº 4.248-06.



Añade que la observación consiste en incorporar en el artículo 16, que establece en cada Región del país un Consejo Regional de Seguridad Pública Interior, al Jefe de Región Policial de la Policía de Investigaciones de Chile en calidad de integrante de dicho órgano.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó el texto del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín y Walker (don Patricio).



Cabe destacar que, para aprobar la observación, se requiere de quórum orgánico constitucional.

- - -



En discusión la observación, en general y en particular a la vez, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear.



Cerrado el debate y puesta en votación la referida observación, en general y en particular a la vez, es aprobada por 27 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.
_______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que facilita la constitución y 

funcionamiento de nuevas empresas



El señor Presidente, junto con anunciar que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, recaba el asentimiento de la Sala para permitir el ingreso del asesor del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Aníbal Pinto, lo que así se acuerda.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que facilita la constitución y funcionamiento de nuevas empresas, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.981-03.



Añade que este proyecto de ley inició su tramitación en la Cámara Alta y, en el segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados realizó una serie de modificaciones al texto que aprobó el Senado.



Las principales enmiendas dicen relación con la prórroga de la patente provisoria cuando la causa que impida subsanar las observaciones esté referida a la existencia de una declaratoria de utilidad pública sobre el inmueble; con el establecimiento en el Código Tributario de una sanción penal al que presente maliciosamente la declaración jurada simple exigida a los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de documentos tributarios electrónicos y al contribuyente que venda o facilite a cualquier título las facturas de inicio.



Asimismo, se sustituye el artículo 4º del proyecto, con el objeto de establecer que el acceso a la página web del Diario Oficial para el solo efecto de consulta e impresión de las publicaciones sobre constitución, modificación y disolución de personas jurídicas de derecho privado será público y gratuito. Respecto de las publicaciones, se dispone una tarifa de una unidad tributaria mensual por cada extracto publicado.



Cabe destacar que las referidas enmiendas, literalmente, son las siguientes:

Artículo 1°

Número 1)

Letra d)



- Ha reemplazado el encabezamiento, por el siguiente:



“d) Intercálanse los siguientes incisos séptimo, octavo, noveno y décimo, nuevos, pasando a ser los actuales incisos séptimo y octavo, undécimo y duodécimo, respectivamente:".



- A continuación, ha consultado, entre los incisos octavo y noveno propuestos, el siguiente nuevo:



"Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, en caso que la causa que impidiera subsanar las observaciones fuere la existencia de una declaratoria de utilidad pública sobre el inmueble en que haya de realizarse la actividad de que se trate, y la Dirección de Obras Municipales haya negado la solicitud efectuada por el propietario según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1976, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, la municipalidad deberá prorrogar la patente provisoria hasta que se cumpla el plazo de caducidad de dicha declaratoria. Al plazo anteriormente indicado deberá adicionarse, si fuere el caso, el plazo que la Dirección de Obras Municipales haya otorgado para subsanar las observaciones que haya efectuado, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.".

Letra e)



La ha sustituido por la siguiente:



"e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que pasa a ser undécimo, la frase "En los casos del inciso anterior," por "En los casos de los incisos anteriores y para empresas que acrediten que su capital efectivo no excede de cinco mil unidades de fomento,".

Artículo 2°

Artículo 8 ter

Inciso cuarto

Letra b)



- Ha eliminado la expresión "querellado,".



- Ha agregado el siguiente inciso final:



"La presentación maliciosa de la declaración jurada a que se refiere el inciso segundo, conteniendo datos o antecedentes falsos, configurará la infracción prevista en el inciso primero del número 23 del artículo 97 y se sancionará con la pena allí asignada, la que se podrá aumentar hasta un grado atendida la gravedad de la conducta desplegada y multa de hasta 10 unidades tributarias anuales.".

Artículo 8° quáter

Inciso segundo



- Ha agregado entre la expresión "beneficiarios de los” y ”servicios” lo siguiente: ”bienes y,o".



- Ha agregado el siguiente inciso final:



"Los contribuyentes a que se refiere el inciso primero que maliciosamente vendan o faciliten a cualquier título las facturas de inicio a que alude el inciso precedente con el fin de cometer alguno de los delitos previstos en el número 4° del artículo 978, serán sancionados con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de hasta 20 unidades tributarias anuales.".

Artículo 4°



Lo ha sustituido por el siguiente:



"Artículo 4°.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, disolución y modificación de personas jurídicas de derecho privado, se realizarán en la página WEB que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.



El acceso a la página WEB, para efectos de consulta e impresión de las publicaciones, será público y gratuito.



Las publicaciones tendrán una tarifa de una unidad tributaria mensual por cada extracto publicado, excepto para aquellas constituciones, disoluciones y modificaciones de sociedades cuyo capital sea inferior a 5.000 unidades de fomento, en cuyo caso la publicación estará exenta de pago.



El Diario Oficial deberá publicar el extracto, a más tardar, el día hábil subsiguiente a la solicitud y pago de la publicación por parte del interesado.



Para los efectos del inciso anterior, los notarios públicos deberán enviar, por vía electrónica, al Diario Oficial copias digitales de los extractos societarios a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley N° 19.799.".

Disposiciones transitorias

Artículo primero



Ha sustituido la expresión "tres" por "dos".

Artículo segundo



Lo ha sustituido por el siguiente:



"Artículo 2º.- Lo dispuesto en el artículo 4º de esta ley comenzará a regir transcurridos 60 días desde su publicación en el Diario Oficial.".

Artículo tercero



Ha reemplazado la referencia a "2010" por "2011".

- - -



En discusión dichas modificaciones, el señor Presidente otorga la palabra a los Honorables Senadores señores García, Letelier, Prokurica, Tuma, Novoa, Zaldívar y Sabag.

- - -



Cabe señalar que, durante su intervención, el Honorable Senador señor Letelier pide votación separada de la enmienda relativa a la letra d) del número 1) del artículo 1° del proyecto.

- - -



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, salvo la relativa a la letra d) del número 1) del artículo 1°, son aprobadas por 26 votos a favor y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Quintana.

- - -



Puesta, enseguida, en votación la modificación relativa a la letra d) del número 1) del artículo 1°, es aprobada por 26 votos a favor y uno en contra.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Tuma y Zaldívar.



Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Letelier, quien fundamenta su decisión.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto N° 2.385, del Ministerio del Interior, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:



1) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:



a) Reemplázase la primera oración del inciso segundo por el siguiente texto:



“La municipalidad estará obligada a otorgar la patente respectiva en forma inmediata una vez que el contribuyente hubiere acompañado todos los permisos requeridos o la municipalidad hubiere verificado por otros medios el cumplimiento de aquellos, tanto de orden sanitario, como de emplazamiento según las normas de zonificación del Plan Regulador, de otros permisos que leyes especiales les exigieren, según sea el caso, y siempre que no sea necesario verificar condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad. Sin perjuicio de lo anterior, tratándose de patentes de profesionales y patentes de sociedades de profesionales, no se exigirá permiso alguno.”.



b) Sustitúyese el inciso quinto  por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo, la municipalidad deberá otorgar patente provisoria en forma inmediata al contribuyente cuando se cumplan los siguientes requisitos: a) Emplazamiento según las normas sobre zonificación del Plan Regulador; b) Se acompañe autorización sanitaria, en aquellos casos en que ésta sea exigida en forma expresa por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 1989; c) En el caso de actividades que requieran autorización sanitaria de aquellas que no se encuentren señaladas en el citado decreto con fuerza de ley, el contribuyente sólo deberá acreditar haber solicitado la autorización correspondiente a la Autoridad Sanitaria, y d) Los permisos que exijan otras leyes especiales, según sea el caso.”.



c) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:



“Las municipalidades podrán otorgar patentes provisorias para el ejercicio de las actividades que deban cumplir con los requisitos señalados en las letras b) y d) del inciso precedente, sin que sea necesario exigir la autorización correspondiente, siempre que la actividad de que se trate esté incorporada en la ordenanza que se dicte al efecto. Las municipalidades sólo podrán incorporar en dicha ordenanza los tipos de actividades previamente autorizadas por la autoridad competente, la que deberá señalar, además, las características y condiciones que aquellas deben cumplir. Las municipalidades deberán exigir el cumplimiento del requisito de que se trate dentro de un plazo determinado, el cual no podrá exceder de un año contado desde la fecha en que se otorgue la patente provisoria.”.



d) Intercálanse los siguientes incisos séptimo, octavo, noveno y décimo, nuevos, pasando los actuales incisos séptimo y octavo a ser undécimo y duodécimo, respectivamente:



“En caso de que se rechazare la solicitud de autorización sanitaria a que se refiere la letra c) del inciso quinto o se rechazaren los permisos señalados en los incisos precedentes o hubiere vencido el plazo otorgado por la municipalidad para obtenerlos, la patente provisoria caducará de pleno derecho, debiendo el contribuyente cesar de inmediato sus actividades.



Cuando la actividad que vaya a realizar el contribuyente exigiere la verificación de condiciones de funcionamiento por parte de la Dirección de Obras de la municipalidad, esta verificación se hará dentro de los treinta días corridos siguientes al otorgamiento de la patente provisoria, debiendo manifestar la Dirección, dentro de dicho plazo, la existencia de observaciones y condiciones que deban cumplirse para otorgar la patente definitiva. En caso de que hubiera transcurrido el plazo antes señalado y la municipalidad no hubiera concurrido, o habiendo concurrido no encontrare observaciones, la patente extendida provisoriamente se convertirá por el solo ministerio de la ley en definitiva, siempre que se hayan obtenido los permisos sanitarios correspondientes, debiendo la municipalidad extender la patente definitiva si fuere requerida al efecto. Asimismo, si existieren observaciones y éstas fueran subsanables, podrá la municipalidad declarar que la patente provisoria mantendrá dicho carácter por el tiempo que la Dirección de Obras le señale para cumplir con las exigencias que las disposiciones legales determinen, plazo que no podrá exceder de un año desde que la patente provisoria hubiere sido extendida. Asimismo, si las observaciones no fueren subsanables, o no hubieren sido subsanadas dentro del plazo dado por la municipalidad, la patente caducará de pleno derecho. Para los efectos de la clausura, la municipalidad podrá requerir el auxilio de la fuerza pública.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, en caso de que la causa que impidiera subsanar las observaciones fuere la existencia de una declaratoria de utilidad pública sobre el inmueble en que haya de realizarse la actividad de que se trate, y la Dirección de Obras Municipales haya negado la solicitud efectuada por el propietario según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 121 del decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones, la municipalidad deberá prorrogar la patente provisoria hasta que se cumpla el plazo de caducidad de dicha declaratoria. Al plazo anteriormente indicado deberá adicionarse, si fuere el caso, el plazo que la Dirección de Obras Municipales haya otorgado para subsanar las observaciones que haya efectuado, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior.



En caso de que la autorización sanitaria se haya obtenido en forma tácita, en aplicación de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 7° del Código Sanitario, el contribuyente que solicita la patente deberá acompañar una declaración jurada indicando que la autoridad sanitaria no se pronunció dentro del plazo legal y acompañar además el documento que acredite haber hecho la solicitud sanitaria de que se trata. Al que falseare la información a que se refiere este inciso o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado se le aplicarán las sanciones establecidas en el Título X de esta ley, sin perjuicio de las demás que sean aplicables por realizar declaraciones juradas falsas y por el incumplimiento de las normas sanitarias.”.



e) Reemplázase en el actual inciso séptimo, que pasa a ser undécimo, la frase “En los casos del inciso anterior,” por “En los casos de los incisos anteriores y para empresas que acrediten que su capital efectivo no excede de cinco mil unidades de fomento,”.



2) Suprímese el artículo 34 bis.



3) Agrégase al artículo 53 el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El contribuyente que entregare declaraciones falsas respecto de las autorizaciones sanitarias señaladas en el artículo 26 o no cesare sus actividades cuando la patente hubiere caducado será castigado con una multa de hasta el 200% del valor de la patente, sin perjuicio de lo que dispongan las demás normas de este Título, en lo que sean aplicables.”.



Artículo 2°.- Incorpórase, en el Párrafo 4°, “Derechos de los Contribuyentes”, del Título Preliminar del Código Tributario, los siguientes artículos 8° ter y 8° quáter, nuevos:



“Artículo 8° ter.- Los contribuyentes que opten por la facturación electrónica tendrán derecho a que se les autorice en forma inmediata la emisión de los documentos tributarios electrónicos que sean necesarios para el desarrollo de su giro o actividad. Para ejercer esta opción deberá darse aviso al Servicio en la forma que éste determine.



En el caso de los contribuyentes que soliciten por primera vez la emisión de dichos documentos, la autorización procederá previa entrega de una declaración jurada simple sobre la existencia de su domicilio y la efectividad de las instalaciones que permitan la actividad o giro declarado, en la forma en que disponga el Servicio de Impuestos Internos.



Lo anterior es sin perjuicio del ejercicio de las facultades de fiscalización del Servicio de Impuestos Internos.



Las autorizaciones otorgadas conforme a este artículo podrán ser diferidas, revocadas o restringidas por la Dirección del Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, cuando a su juicio exista causa grave que lo justifique. Para estos efectos se considerarán causas graves, entre otras, las siguientes:



a) Si de los antecedentes en poder del Servicio se acredita no ser verdadero el domicilio o no existir las instalaciones necesarias para el desarrollo de la actividad o giro declarado.



b) Si el contribuyente tiene la condición de procesado o, en su caso, acusado conforme al Código Procesal Penal por delito tributario, o ha sido sancionado por este tipo de delitos, hasta el cumplimiento total de la pena.



c) Si de los antecedentes en poder del Servicio se  acredita algún impedimento legal para el ejercicio del giro solicitado.



La presentación maliciosa de la declaración jurada a que se refiere el inciso segundo, conteniendo datos o antecedentes falsos, configurará la infracción prevista en el inciso primero del número 23 del artículo 97 y se sancionará con la pena allí asignada, la que se podrá aumentar hasta un grado atendida la gravedad de la conducta desplegada, y multa de hasta 10 unidades tributarias anuales.



Artículo 8° quáter.- Los contribuyentes que hagan iniciación de actividades tendrán derecho a que el Servicio les timbre en forma inmediata tantas boletas de venta y guías de despacho como sean necesarias para el giro de los negocios o actividades declaradas por aquellos. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Servicio de diferir por resolución fundada el timbraje de dichos documentos, hasta hacer la fiscalización correspondiente, en los casos en que exista causa grave justificada. Para estos efectos se considerarán causas graves las señaladas en el artículo anterior.



Asimismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° del decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, los contribuyentes señalados en el inciso anterior tendrán derecho a requerir el timbraje inmediato de facturas cuando éstas no den derecho a crédito fiscal y facturas de inicio, las que deberán cumplir con los requisitos que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución. Para estos efectos se entenderá por factura de inicio aquella que consta en papel y en la que el agente retenedor es el comprador o beneficiario de los bienes o servicios y que se otorga mientras el Servicio efectúa la fiscalización correspondiente del domicilio del contribuyente.



Los contribuyentes a que se refiere el inciso primero que maliciosamente vendan o faciliten a cualquier título las facturas de inicio a que alude el inciso precedente con el fin de cometer alguno de los delitos previstos en el número 4° del artículo 97, serán sancionados con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de hasta 20 unidades tributarias anuales.”.



Artículo 3°.- Efectúanse las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios:



1) Modifícase el artículo 11 del Párrafo 3° del Título II de la siguiente manera:



a) Sustitúyese en la letra e) la expresión “, y” por un punto y coma (;).



b) Reemplazase en la letra f) el punto final por la expresión “, y”.



c) Agrégase la siguiente letra g), nueva:



“g) El comprador o el beneficiario del servicio, cuando reciba del vendedor o del prestador, según corresponda, por ventas y servicios gravados con IVA, facturas de inicio, de acuerdo a lo señalado en el inciso segundo del artículo 8° quáter del Código Tributario.”.



2) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 55 la palabra “quinto” por “décimo”.



Artículo 4°.- Las publicaciones que según las leyes se deban realizar en el Diario Oficial para la constitución, disolución y modificación de personas jurídicas de derecho privado, se realizarán en la página WEB que deberá habilitar dicho medio para estos efectos.



El acceso a la página WEB, para efectos de consulta e impresión de las publicaciones, será público y gratuito.



Las publicaciones tendrán una tarifa de una unidad tributaria mensual por cada extracto publicado, excepto para aquellas constituciones, disoluciones y modificaciones de sociedades cuyo capital sea inferior a 5.000 unidades de fomento, en cuyo caso la publicación estará exenta de pago.



El Diario Oficial deberá publicar el extracto, a más tardar, el día hábil subsiguiente a la solicitud y pago de la publicación por parte del interesado.



Para los efectos del inciso anterior, los notarios públicos deberán enviar, por vía electrónica, al Diario Oficial copias digitales de los extractos societarios a publicar, los que deberán estar suscritos por ellos, en la forma señalada en la ley N° 19.799.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 8° ter que introduce al Código Tributario el artículo 2° de esta ley entrará en vigencia en el plazo de dos meses contado desde su publicación.



Artículo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 4º de esta ley comenzará a regir transcurridos 60 días desde su publicación en el Diario Oficial.



Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2011 se financiará con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

_______________

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009, con informes de las Comisiones de 

Relaciones Exteriores y de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de Chile, en Montevideo, el 27 de mayo de 2009, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.690-10.


Añade que el objetivo principal del Protocolo es liberalizar el comercio de servicios entre las Partes.


La Comisión aprobó la iniciativa por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel y Tuma, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, Frei y García.


Cabe señalar que el proyecto de acuerdo requiere, para su aprobación, de quórum orgánico constitucional.

- - -


En discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Larraín.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 25 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chahuán, Coloma Escalona, Espina, Frei, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el Quincuagésimo Tercer Protocolo Adicional al Acuerdo de Complementación Económica Nº 35, sobre el Comercio de Servicios, celebrado entre los Gobiernos de los Estados Partes del MERCOSUR y el Gobierno de la República de Chile, en Montevideo, Uruguay, el 27 de mayo de 2009.”.

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de los loteos irregulares y renueva su vigencia, con informe de la Comisión de 

Vivienda y Urbanismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de los loteos irregulares y renueva su vigencia, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.830-14.


Añade que su principal objetivo es establecer un nuevo plazo para acogerse al saneamiento y regularización de loteos irregulares, simplificando los procedimientos de aprobación y recepción de estos.



La Comisión discutió la iniciativa solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Letelier, Sabag y Tuma. El texto propuesto es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.



Cabe destacar que el artículo 4° del proyecto tiene carácter orgánico constitucional.

- - -



En votación en general la iniciativa, es aprobada por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política, respecto del artículo 4° del proyecto.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Sabag, Tuma, Letelier y García.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 13 horas del lunes 7 de marzo del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- Modifícase la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, del modo siguiente:



1. Sustitúyense los artículos 1° a 8°, por los siguientes:



"Artículo 1°.- Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de esta ley no hubieren sido recibidos por las respectivas Direcciones de Obras Municipales y que cumplan además con los requisitos que aquí se establecen podrán, contados desde la entrada en vigencia de ésta, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley, sin perjuicio de los derechos del propietario sobre los respectivos inmuebles. Para estos efectos, el Servicio de Vivienda y Urbanización a través de un decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, elaborará un listado de los loteos que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 2°, de acuerdo con la información proporcionada por la respectiva Dirección de Obras Municipales.



Artículo 2º.- Para acogerse al procedimiento simplificado de regularización de esta ley, los loteos que se encuentren en situación de irregularidad de conformidad a lo señalado en el artículo anterior, deberán dar cumplimiento a las condiciones y demás requisitos que a continuación se expresan:



1. Que se encuentren materializados de hecho con anterioridad al 31 de diciembre de 2006.



2. Que no tengan recepción definitiva municipal, sea que se les haya otorgado o no permiso de urbanización.



3. Que en más del 40% de los lotes resultantes del loteo existan residentes, si está ubicado dentro del radio urbano, o un 30% en los demás casos.



4. Que no se encuentren localizados en áreas de riesgo o de protección o en áreas con declaratoria de utilidad pública. Con todo, en las áreas de riesgo se podrá autorizar la regularización de loteos, siempre que se acompañe un estudio fundado que determine las acciones que deben ejecutarse para mitigar el riesgo y permitir su utilización, conforme a lo dispuesto en la normativa de urbanismo y construcciones. Tales acciones deberán estar materializadas antes de la recepción municipal definitiva.



5. Que no existan reclamaciones pendientes del propietario del bien raíz en que se emplaza el loteo al 31 de diciembre de 2006, ante la respectiva Dirección de Obras Municipales por incumplimiento de normas urbanísticas.



Los loteos irregulares que no reúnan los requisitos mencionados para su regularización, deberán cumplir con la normativa que la Ley y la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecen sobre la materia, relativa entre otros aspectos a subdivisión, urbanización, loteo, cesiones de espacios públicos, y cambio de uso de suelo, cuando corresponda.



Artículo 3°.- Para solicitar la regularización a que se refiere esta ley, se deberá presentar a la Dirección de Obras Municipales respectiva los siguientes antecedentes:



a) Una solicitud suscrita por el interesado, en que se indique el origen de la conformación del loteo irregular, señalando cómo se constituyó; las razones por las cuales no cuenta con permiso o recepción municipal; número de sitios; individualización del predio, indicando a qué título ocupan el respectivo predio. Para estos efectos se considerará interesado a la o las personas que acrediten la tenencia de los respectivos sitios al 31 de diciembre del 2006, mediante medios fidedignos tales como comprobantes de pago de cuentas de servicios, certificado de residencia emitido por Carabineros de Chile o autoridades de la localidad. Se considerará interesado a los Servicios de Vivienda y Urbanización en los casos de loteos declarados en situación irregular conforme a la ley N° 16.741.



b) Plano del loteo, suscrito por un profesional competente, a una escala adecuada, elaborado sobre la base de un levantamiento topográfico, que grafique las viviendas existentes en cada lote resultante y su superficie, los accesos a bienes nacionales de uso público si los tuviere, las cesiones que exige el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, las que deberán calcularse de acuerdo a la normativa respectiva, incorporando un cuadro con las normas urbanísticas faltantes a cumplir por el loteo.



Sólo para los efectos de esta ley, y sin que ello importe alteración alguna en los títulos de dominio, de existir planos que se hayan elaborado con anterioridad, éstos deberán ajustarse a los nuevos planos que se elaboren para solicitar la regularización a que la misma se refiere.



c) Plano de ubicación y emplazamiento. Para la confección de este plano podrá considerarse el apoyo de ortofotos o restituciones aereofotogramétricas.



Artículo 4°.- La Dirección de Obras Municipales procederá, dentro del plazo de sesenta días, a contar de la fecha de presentación de la totalidad de los antecedentes exigidos por el artículo precedente, a verificar en el loteo el cumplimiento de las condiciones de urbanización y de los requisitos exigidos en esta ley, como asimismo de las normas urbanísticas aplicables al predio, establecidas en los instrumentos de planificación territorial y en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones.



Las condiciones de urbanización antes mencionadas estarán referidas a las siguientes obras: dotación de servicios de agua potable, alcantarillado de aguas servidas y electricidad, alumbrado público y gas, cuando corresponda, pavimentación y sus obras complementarias, obras de defensa del terreno, si procediere, aprobadas y recibidas por los servicios competentes. La dotación de servicios se podrá demostrar, entre otros, mediante informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado o electricidad.



La Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, por razones fundadas, podrá autorizar la rebaja de las exigencias de pavimentación y de las cesiones referidas a áreas verdes y equipamiento, señaladas en el artículo 70 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, así como permitir excepciones a las normas urbanísticas, antecedente que formará parte integrante del legajo de documentos que conforma el expediente.



El Director de Obras Municipales, si procediere, otorgará, dentro del plazo señalado en el inciso primero de este artículo, la recepción provisoria del loteo, indicando las condiciones de urbanización y normas urbanísticas que éste deberá cumplir dentro del plazo de cinco años, renovable por una sola vez por igual período, para otorgar la recepción definitiva. Asimismo, en la misma recepción deberán indicarse las acciones a que se refiere el N° 4 del artículo 2°, las que deberán materializarse antes de la recepción definitiva del loteo. En dicho documento deberá dejarse constancia expresa de la prohibición para el loteador de enajenar, ceder o transferir a cualquier título los sitios del loteo. Esta prohibición deberá inscribirse y anotarse al margen de la inscripción de dominio dentro del plazo de treinta días hábiles, en el registro correspondiente del conservador de bienes raíces respectivo, cuando el loteador sea a su vez propietario del inmueble.



Para efectos del otorgamiento de la recepción provisoria, a que se refiere el inciso precedente, los lotes que deban considerarse bienes nacionales de uso público en aquellos loteos materializados en terrenos indígenas de conformidad a la ley N° 19.253, mantendrán esta última calidad. No obstante lo anterior, se les considerará bienes nacionales de uso público sólo para efectos de materializar las obras de urbanización. En todo caso, deberán en el plazo de treinta días hábiles gravarse con servidumbre de tránsito previa autorización del Director de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a requerimiento del Director de Obras Municipales.



Si expirado el plazo fijado en el inciso primero, no hubiere pronunciamiento por escrito del Director de Obras Municipales, o la recepción provisoria del loteo fuere denegada, el interesado podrá reclamar ante la Secretaría Regional correspondiente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El reclamo deberá ser interpuesto en el plazo de treinta días, contado desde el vencimiento del término indicado o desde la notificación administrativa del reclamante. La Secretaría Regional Ministerial, dentro de los quince días hábiles siguientes a la recepción del reclamo, deberá solicitar a la Dirección de Obras Municipales que dicte su resolución, si no se hubiere pronunciado o evacue el informe correspondiente en el caso de denegación. La respectiva Dirección dispondrá de un plazo de quince días hábiles para evacuar el informe o dictar la resolución, según corresponda. En este último caso y vencido este nuevo plazo sin que aún hubiere pronunciamiento, se entenderá denegada la recepción provisoria.



Denegada la recepción provisoria del loteo por la Dirección de Obras Municipales, sea expresa o presuntivamente, la Secretaría Regional, dentro del plazo de treinta días hábiles, deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue la recepción provisoria.



Cumplidas las condiciones señaladas por la Dirección de Obras Municipales para otorgar la recepción definitiva, se deberá presentar a la misma Dirección una solicitud firmada por el interesado, acompañada de los documentos que permitan verificar el cumplimiento de las condiciones de urbanización, normas urbanísticas y demás requisitos antes mencionados.



Vencido el plazo de cinco años a que se refiere este artículo o su prórroga, en caso que se haya concedido, sin que se hubiere dado cumplimiento a las condiciones exigidas para otorgar la recepción definitiva, caducará por el solo ministerio de la ley la recepción provisoria, y se procederá a hacer efectiva la responsabilidad del loteador y del urbanizador, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 138 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Una vez otorgada la recepción definitiva del loteo, podrá requerirse la regularización de las edificaciones en conformidad a las normas generales, como asimismo el alzamiento de la prohibición a que se refiere el inciso cuarto de este artículo.



Artículo 5°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad con la ley N° 16.741, que en su totalidad o parte de los mismos cuenten con urbanización suficiente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá solicitar la recepción definitiva, parcial o total.



Para los efectos del presente artículo se entenderá por urbanización suficiente si el loteo cuenta, a lo menos, con un informe de dotación, conexión o comprobante de pago de cuentas emitido por la respectiva empresa de agua potable, alcantarillado y electricidad.



Artículo 6°.- Tratándose de loteos declarados en situación irregular en conformidad a la ley N° 16.741, que no contaren con urbanización suficiente de acuerdo al artículo precedente, el Servicio de Vivienda y Urbanización respectivo podrá recurrir al procedimiento de regularización de loteos establecido en esta ley.



Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6° de esta ley, una vez otorgada la recepción definitiva, total o parcial, ésta deberá anotarse al margen de la inscripción de dominio de los respectivos lotes y el Servicio de Vivienda y Urbanización requerirá el alzamiento de los gravámenes y prohibiciones a que pudieren encontrarse afectos en virtud de la ley N° 16.741.



Artículo 8°.- La recepción provisoria otorgada conforme a esta ley habilitará al interesado, sea o no el propietario, para optar a programas que cuenten con financiamiento estatal destinados a la ejecución de obras de urbanización o saneamiento del loteo.



A partir de la recepción provisoria, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, los municipios estarán facultados para celebrar convenios con otros órganos de la administración del Estado, o con empresas de servicios básicos, como electricidad, agua potable, alcantarillado y otros, para los efectos de dotar de servicios a los loteos objeto del procedimiento de regularización de esta ley o para ejecutar la urbanización faltante.".



2. Agréganse los siguientes artículos 9°, 10 y 11, nuevos:



"Artículo 9º.- El que presentare o utilizare información falsa o maliciosamente incompleta para obtener la regularización a que se refiere esta ley, se entenderá que incurre en los delitos previstos y sancionados en los artículos 467 y 470 N° 8 del Código Penal.



Artículo 10.- Los funcionarios municipales no tendrán la responsabilidad a que se refiere el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, por las recepciones provisorias o definitivas que otorguen en cumplimiento de esta ley.



Artículo 11.- El Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través de la División de Desarrollo Urbano, podrá impartir instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.".



3. Agréganse los siguientes artículos transitorios:



"Artículo 1° transitorio.- Tratándose de loteos a que se refiere el artículo 1° y también en los casos contemplados en los artículos 5° y 6°, que se encuentren en trámite de regularización, les serán aplicables las nuevas disposiciones en todo aquello que les pudiere resultar favorable.



Artículo 2° transitorio.- Esta ley tendrá una vigencia de 3 años a contar de su publicación en el Diario Oficial.".".

_______________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con informe de la Comisión de 

Vivienda y Urbanismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 7.320-14.


Añade que su objetivo principal es rebajar el quórum para adoptar acuerdos en materias que deben tratarse en sesiones extraordinarias, según lo dispone la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, en los casos de condominios que hayan resultado gravemente afectados con ocasión del terremoto y maremoto de 2010 y donde se hubiere decretado su evacuación transitoria o permanente.



La Comisión discutió el proyecto sólo en general, dando su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Letelier, Pérez Varela, Sabag y Tuma. Su texto es igual al despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -



Puesto en discusión en general el proyecto, y ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 23 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Cantero, Chahuán, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Pérez Varela y Letelier.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 17 horas del lunes 17 del mes en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



"Artículo único.- En los condominios gravemente afectados por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, y en que se hubiese ordenado su evacuación transitoria o permanente, los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de le ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, serán adoptados por los copropietarios que representen la mayoría absoluta de los derechos en el condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea. Igual exigencia, será respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar los quórum establecidos anteriormente, bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.".

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de esta sesión.

______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Horvath a los señores Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, respecto de la reposición de maquinaria del Cuerpo Militar del Trabajo.



- Del Honorable Senador señor Navarro:



1) Al señor Ministro de Minería, en relación con la prospección y explotación estatal de litio.



2) Al señor Director Nacional de Gendarmería, pidiendo información acerca del número de extintores en recintos penitenciarios y el cumplimiento de normas internacionales para su mantención.



3) A la señora Directora del Trabajo, en cuanto a las multas cursadas por el no cumplimiento del feriado irrenunciable del 25 de diciembre último.



- Del Honorable Senador señor Prokurica:



1) Al señor Contralor General de la República, respecto de la validez de dictamen sobre compatibilidad de la indemnización por años de servicio y aquella por retiro voluntario de docentes.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, en relación con la velocidad máxima permitida en ruta concesionada Copiapó-Caldera.



3) A la señora Superintendenta de Seguridad Social, sobre problemas que afectan -en el ámbito de su competencia- a personas que individualiza.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_______________



Se deja constancia de que ningún Comité hace uso de su tiempo.



Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA

Secretario General (S) del Senado

DOCUMENTOS
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INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANIA, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PRORROGA PLAZO DE CALIFICACIÓN OTORGADO A LA COMISIÓN ASESORA PARA LA CALIFICACIÓN DE DETENIDOS DESAPARECIDOS, EJECUTADOS POLÍTICOS Y VÍCTIMAS DE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA, CREADA POR LEY N° 20.405 Y, CONCEDE ACCESO QUE INDICA, PARA FINES PARTICULARES QUE SE SEÑALA
(7435-17)
HONORABLE SENADO:





Vuestras Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, tienen el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.





A la sesión en que las Comisiones unidas se ocuparon de este asunto asistieron, como invitados, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Coordinador de la División de Estudios, señor Claudio Oliva, y el asesor legislativo, señor Andrés Sotomayor.

- - -

Se hace presente que la Sala del Senado, en sesión de 18 de enero de 2011, acordó que el proyecto de ley fuera analizado por las Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas. 

Cabe señalar, asimismo, que por tratarse de un proyecto de ley con urgencia calificada de discusión inmediata, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestras Comisiones unidas discutieron la iniciativa en general y particular.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





Vuestra Comisión de Hacienda os hace presente que el artículo 2° del proyecto requiere para su aprobación del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, de acuerdo con lo preceptuado en el inciso tercero del artículo 66 de Constitución Política de la República, en relación con lo que dispone el inciso segundo del artículo 8° de la Carta Fundamental. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Su objeto principal es prorrogar, hasta por un plazo de 6 meses, la etapa de calificación de la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura establecida en el artículo 3° transitorio de la Ley N° 20.405, para recibir solicitudes de calificación de aquellos hechos vinculados a graves violaciones a los Derechos Humanos acaecidas en décadas pasadas. 
- - -

ANTECEDENTES

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





-Ley N°20.405, que establece el Instituto Nacional de Derechos Humanos.





-Ley N°19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica.





-Decreto supremo N° 43, de 2010, del Ministerio del Interior, que establece Comisión Asesora para la calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.





-Decreto supremo N° 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, que crea Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura para el esclarecimiento de la verdad acerca de las violaciones de Derechos Humanos en Chile. 




B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje de S.E. el señor Presidente de la República, que acompaña al proyecto de ley en informe, señala que la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, establecida en el artículo 3° transitorio de  la  ley  N° 20.405,  dispuso  de  un plazo  de 6 meses -contado desde su conformación- para recibir solicitudes de calificación de aquellos hechos vinculados a graves violaciones a los Derechos Humanos acaecidas en décadas pasadas, el que se extendió entre el 17 de febrero de 2010 –fecha en que se conformó formalmente la Comisión Asesora de acuerdo a lo establecido en el artículo 6° del decreto supremo N° 43, de 2010, del Ministerio del Interior- y el 17 de agosto de 2010, recibiendo en definitiva más de 33.000 casos.

Agrega que, por otra parte, la misma ley N° 20.405 dispuso un plazo de 6 meses para que la Comisión Asesora calificara los casos recibidos, el cual comenzó inmediatamente después de la etapa de presentación de antecedentes señalada precedentemente, extendiéndose, por lo tanto, entre el 17 de agosto de 2010 y el 17 de febrero de 2011.

Añade que, sin embargo, la realidad observada durante estos meses de recepción de casos, superó significativamente el número previsto originalmente para la función de la Comisión Asesora, alrededor de 18.000 casos. Tal situación ha sido representada tanto por sus miembros, durante audiencia llevada a cabo en el Palacio de La Moneda el día 14 de diciembre de 2010, como por la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, manifestando que el plazo legal fijado para efectuar las calificaciones es insuficiente, siendo necesario y urgente la ampliación de éste, con el objeto de finalizar la labor de la Comisión Asesora con la acuciosidad que se requiere.

Señala el Mensaje que el proyecto de ley presentado recoge tal inquietud y plantea la ampliación, por hasta un plazo de 6 meses, de la etapa de calificación de la Comisión Asesora.

Complementa que el mismo artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, dispuso que esta Comisión Asesora calificara también a las víctimas de prisión política y tortura del periodo comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990, que (i) no presentaron sus antecedentes dentro de los plazos establecidos a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, o bien que (ii) presentaron solicitudes que no fueron calificadas favorablemente por ésta, autorizándolas para que,  en virtud de nuevos antecedentes, puedan presentar renovadas solicitudes ante la Comisión Asesora creada por la ley N° 20.405. 

Indica que el acervo de documentos y testimonios presentados originalmente es, en numerosas oportunidades, relevante para descartar o ponderar una solicitud que invoca nuevos antecedentes. Sin embargo, existe una obligación de mantener el secreto respecto de los antecedentes, documentos y testimonios entregados a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura ya concluida, que es expresa y clara en el texto de la ley N° 19.992. Dicha obligación legal de secreto, según lo dispuesto en el artículo 15 de la recién referida ley, ha de mantenerse por cincuenta años, situación que no previó la ley N° 20.405, imposibilitando parte importante del análisis de casos por la Comisión Asesora, que califica hechos de similar naturaleza.

Cabe señalar, respecto de la Comisión Asesora de la ley N° 20.405, que la norma legal dispuso su conformación por los mismos miembros –o en su defecto, por quienes los reemplacen- de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura de 2003, con el objetivo manifiesto del legislador de que quienes asumieran, fuesen personas familiarizadas con la función calificadora de la Comisión del año 2003, al tratarse de hechos que revisten las mismas características.

De este modo, se hace necesario autorizar con este fin único y preciso, el acceso de la Comisión Asesora creada por la ley N° 20.405, a los antecedentes, documentos y testimonios recogidos en su momento por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, durante el tiempo dispuesto por este proyecto de ley para su labor de calificación, sin por ello perder fuerza ni vigor el resguardo del secreto legal que protege dichos antecedentes.

- - -

DISCUSIÓN


El Coordinador de la División de Estudios del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Oliva, señaló que este proyecto de ley se originó en la propia solicitud de los integrantes de la Comisión Valech II, quienes además conocieron y concordaron con sus disposiciones.


Indicó que el proyecto de ley es imprescindible para que dicha Comisión pueda cumplir con su cometido y que es considerado muy relevante por el Gobierno, en razón que se da continuidad a esfuerzos que se han hecho en las últimas décadas para reparar a las víctimas de violaciones a los derechos humanos.


Añadió que el plazo de que dispone la citada Comisión para calificar los antecedentes recibidos, que excedieron en demasía los que se tenía proyectado recibir, vence el día 17 de febrero próximo. Efectivamente la cantidad de solicitudes esperadas era de 18.000 y a la fecha han recibido 33.500 solicitudes, por lo que el plazo previsto originalmente no es factible de ser cumplido. Esta es la razón por lo que la iniciativa legal propone la prórroga por otros 6 meses más.


Agregó que otra de las disposiciones del proyecto se refiere a dar la posibilidad a los miembros de la Comisión Valech II de acceder a los documentos de la Comisión Valech I, ya que lo estiman imprescindible para poder calificar adecuadamente las solicitudes.


El Honorable Senador señor Escalona dejó constancia que, de acuerdo a lo que señalan las disposiciones del proyecto de ley, el plazo sólo se amplía para los efectos de calificar y no para presentar nuevas solicitudes. Refirió que dicha constancia la efectuaba en el entendido que estas normas debían ser muy precisas para no dar lugar ni prestarse para abusos o que personas que no hubieran tenido la calidad de víctimas pudieran acceder a la reparación, ya que ello, al final, puede desprestigiar la institución.


El señor Oliva señaló que es correcto, lo afirmado por el Honorable Senador Escalona y que, de acuerdo a las normas del proyecto, el plazo que se amplía no es para recibir nuevas solicitudes sino que solamente para efectos de la calificación de las ya recibidas.


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín, expresó su acuerdo con la iniciativa, sin perjuicio de agregar que, tal como ya se había manifestado, hay que tener mucho rigor y prolijidad para la calificación de estos casos. 


El Honorable Senador señor Lagos consultó si el plazo de prórroga que la ley contempla es suficiente para que se cumpla el cometido mandatado.


El señor Oliva manifestó que el plazo es el que la propia Comisión Valech II solicitó, después de haber efectuado una proyección respecto a su capacidad de procesar las solicitudes presentadas.


Las disposiciones del proyecto de ley son las siguientes:


Su artículo primero prorroga hasta por seis meses el plazo de calificación establecido en la letra b) del inciso tercero del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, contado desde la fecha de término allí dispuesta.


El artículo 2° autoriza a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, para que sus miembros, y dos de sus profesionales, tengan acceso a consultar los documentos, testimonios y antecedentes de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, con el objeto exclusivo de cumplir su obligación de calificación, sujetándolos a las obligaciones, prohibiciones y sanciones que se indican y estableciendo la imposibilidad del retiro y reproducción de la documentación.


Su artículo 3°, finalmente, establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto aprobado del año 2011 para la Presidencia de la República y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público.

En votación el proyecto de ley, en general y en particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones, unidas, Honorable Senadora señora Pérez San Martín y Honorables Senadores señores Escalona, como miembro de ambas Comisiones, Frei, como miembro de ambas Comisiones, García, como miembro de ambas Comisiones, y Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO





El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de enero de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:

“1.- El objetivo del presente proyecto de ley es prorrogar el plazo de calificación dispuesto por la Ley N° 20.405. Específicamente, significa ampliar por hasta un plazo de seis meses la etapa de calificación de los casos recibidos, con el propósito de finalizar la labor de la Comisión Asesora con la acuciosidad necesaria.

Asimismo, se autoriza el acceso de la Comisión Asesora, a los antecedentes, documentos y testimonios recogidos en su momento por la Comisión Nacional sobre Prisión y Tortura, durante el tiempo dispuesto por este proyecto de ley, para su labor de calificación, manteniendo el secreto legal que protege dichos antecedentes.

2.- Por tanto, el costo fiscal estimado por la aplicación de esta iniciativa legal, asciende a $ 887.182 miles, de acuerdo al siguiente detalle:

                  Miles $

- Gastos en honorarios y dietas Comisionados                                 704.003
- Bienes y Servicios de Consumo                                                        180.679
- Equipamiento básico                                                                             2.500
3.- El gasto que irrogue la presente iniciativa se financiará con reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto aprobado del año 2011 para la Presidencia de la República y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestras Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos en que fuera despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Prorrógase hasta por seis meses, el plazo de calificación establecido en la letra b) del inciso tercero del artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, contado desde la fecha de término allí dispuesta.


Artículo 2°.- Autorízase a la Comisión Asesora para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, creada por el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, para que sus miembros, y dos de sus profesionales especialmente autorizados por la unanimidad de sus integrantes, tengan acceso a consultar los documentos, testimonios y antecedentes de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040 de 2003, del Ministerio del Interior, autorización que se otorga con el objeto exclusivo de cumplir su obligación de calificación durante el plazo establecido en la ley N° 20.405 y en este cuerpo legal.


La Comisión Asesora a que se refiere el artículo 3° transitorio de la ley N° 20.405, y las personas que ella autorice en virtud del inciso anterior, se encontrarán sujetas a las mismas obligaciones, prohibiciones y sanciones establecidas en el artículo 15 de la ley N° 19.992.


La consulta de dichos documentos, antecedentes y testimonios se realizará, exclusivamente por quienes indica el inciso primero de este artículo, en el lugar donde la documentación se encontrare materialmente, quedando prohibido su retiro, así como su reproducción a través de cualquier medio.

Artículo 3°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de los recursos contemplados en el presupuesto aprobado del año 2011 para la Presidencia de la República y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 19 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente) (como miembro de ambas Comisiones), señora Lily Pérez San Martín, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (como miembro de ambas Comisiones), José García Ruminot (como miembro de ambas Comisiones) y Ricardo Lagos Weber.


Valparaíso, a  19 de enero de 2011

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, 

Secretario Comisiones de Hacienda y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.022, CON EL OBJETO DE ESTABLECER UN NUEVO PLAZO PARA EL CIERRE DE TRIBUNALES DEL TRABAJO DE SANTIAGO, QUE SEÑALA

(7434-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros sobre el proyecto de ley de la suma, iniciado en Mensaje enviado por Su Excelencia el señor Presidente de la República a la Honorable Cámara de Diputados.


Cabe señalar que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia para el despacho de esta iniciativa, y la ha calificado de “discusión inmediata”. Para el trámite ante esta Corporación, el correspondiente plazo se inició el día 12 de enero de 2011.


Se deja constancia que, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, vuestra Comisión discutió en general y en particular a la vez este proyecto, en atención a la urgencia que se ha hecho presente para su tramitación.


Por su parte, debe tenerse en consideración que este proyecto irroga gastos para el erario fiscal, por lo que según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado, deberá ser conocido a continuación por la Comisión de Hacienda.


A la sesión en que la Comisión discutió el tema asistieron, por el Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Felipe Bulnes Serrano.


Concurrió, por la Biblioteca del Congreso Nacional, el analista señor Juan Pablo Cavada.

- - - 

NORMAS DE QUÓRUM


El artículo 1º del proyecto de ley en discusión tiene carácter de ley orgánica constitucional, por incidir en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. Por esta razón, y en virtud de lo dispuesto en los artículos 66, inciso segundo, y 77, inciso primero, ambos de la Constitución Política de la República, requiere para su aprobación del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio.

- - -

CONSULTA A LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA 


En cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, la Honorable Cámara de Diputados consultó a la Excelentísima Corte Suprema su parecer respecto del proyecto, según consta en oficio Nº 9.200, de 11 de enero de este año.


Ese Máximo Tribunal absolvió favorablemente la consulta mediante oficio Nº 27, de 12 de enero del corriente. 

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DE LA INICIATIVA


El propósito central de este proyecto consiste en extender por doce meses el funcionamiento de dos de los nueve Juzgados de Letras del Trabajo del antiguo régimen de la Judicatura Laboral de Santiago, cuya supresión está regulada por el artículo 2º de la ley Nº 20.022.

- - - 

ANTECEDENTES

A.- Antecedentes Jurídicos


Están relacionadas con el proyecto las siguientes normas:


1.- Ley Nº 20.022, que crea Juzgados Laborales y Juzgados de Cobranza Laboral y Previsional en las comunas que indica. Sus artículos 2º, que suprime los Juzgados de Letras del Trabajo del antiguo régimen de la Judicatura Laboral; 16, que regula el calendario de entrada en vigencia de la ley en las distintas regiones del país; y noveno transitorio, que establece la manera en que entrará en vigor la supresión establecida en el artículo 2º.


2.- Ley Nº 20.252, que modifica la ley Nº 20.022 y otros cuerpos legales, con el objetivo de reforzar la Judicatura Laboral. 


3.- Ley Nº 20.438, que prorrogó la existencia de los Juzgados del antiguo régimen de la Judicatura Laboral que indica de Antofagasta, la Serena, Rancagua, Valparaíso y Concepción.

B.- Antecedentes de Hecho


El Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República señala que es tarea prioritaria del Gobierno el seguimiento de las diversas reformas procesales en curso.


Indica que en cumplimiento de ese objetivo, el proyecto presentado aborda el problema que se presentará en Santiago debido al traspaso de causas pendientes de la antigua Judicatura Laboral aún en funcionamiento en la Capital, ya que las normas vigentes prescriben que esos tribunales cesarán su funcionamiento el 28 de febrero de este año.


Añade que aquel traspaso abarcará un elevado número de causas, lo que producirá un considerable retraso en el conocimiento de los procesos pendientes en los nuevos tribunales laborales de Santiago.


Para evitar esa situación, propone extender el funcionamiento de dos de los nueve tribunales de la antigua Judicatura Laboral de Santiago por el término de doce meses, para que ellos se aboquen exclusivamente al conocimiento de las causas laborales pendientes del antiguo régimen procesal laboral.

- - - 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


El proyecto consta de dos artículos. El primero modifica el artículo noveno transitorio de la ley Nº 20.022, con el objetivo de establecer que, excepcionalmente, dos de los nueve tribunales de la antigua Judicatura Laboral de Santiago se cerrarán treinta meses después de la entrada en vigencia de esa ley en la Región Metropolitana, esto es, el día 29 de febrero de 2012.


El artículo 2º prescribe que el mayor gasto que este proyecto irroga se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Poder Judicial.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio a la discusión del proyecto, ofreciendo la palabra al señor Ministro de Justicia.


El Ministro de Justicia, señor Felipe Bulnes, explicó a la Comisión el sentido y alcance de la iniciativa en Estudio.


Luego, se produjo un intercambio de pareceres entre los miembros presentes de la Comisión, quienes, finalmente, concordaron en la necesidad de acogerla en los mismos términos en que fuera despachada en el primer trámite constitucional.



Sometido a votación, el proyecto fue aprobado tanto en general como en particular por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Larraín y Walker don Patricio.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 


Como consecuencia del acuerdo precedente, vuestra Comisión os propone aprobar el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.022, modificado por el artículo único de la ley N° 20.438:


1. Sustitúyese en el inciso primero, a continuación de la palabra "Valparaíso", la conjunción copulativa "y" por una coma (,) e intercálase entre la expresión "uno de Concepción" y la coma (,) que la sigue, las locuciones "y dos de Santiago". 


2. Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la palabra "Valparaíso", la letra "y" por una coma (,) e intercálanse entre la palabra "Concepción" y la coma (,) que la sigue, "y Santiago".


Artículo 2°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Poder Judicial.".

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día martes 18 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 18 de enero de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.022, CON EL OBJETO DE ESTABLECER UN NUEVO PLAZO PARA EL CIERRE DE TRIBUNALES DEL TRABAJO DE SANTIAGO, QUE SEÑALA

(7434-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


A la sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Kuschel.


Del mismo modo, concurrieron los siguientes representantes del Ejecutivo:

Del Ministerio de Justicia, la Subsecretaria subrogante, señora Paulina González, y el asesor de la División Jurídica, señor Alejandro Soto.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Jefe de Relaciones Políticas, señor Eduardo Riquelme, y la asesora, señorita Egle Zavala

- - -


El proyecto de ley en informe fue analizado previamente por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en general y en particular. 


Cabe hacer presente, tal como consigna la antedicha Comisión en su informe, que la Excma Corte Suprema emitió su opinión en relación con la consulta que se le formulara mediante oficio enviado por la Cámara de Diputados, dando cumplimiento a lo preceptuado en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.

- - - 

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL


Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo señalado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su informe sobre el proyecto de ley de la referencia. 

- - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL DE LA INICIATIVA


El propósito central del proyecto consiste en extender por doce meses el funcionamiento de dos de los nueve Juzgados de Letras del Trabajo del antiguo régimen de la Judicatura Laboral de Santiago, cuya supresión está regulada por el artículo 2º de la ley Nº 20.022.

- - - 

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 2º del proyecto de ley en análisis, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Constitución Legislación, Justicia y Reglamento en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Dicho artículo 2º prescribe que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Poder Judicial.


La Subsecretaria (s) de Justicia, señora Paulina González, señaló que el proyecto de ley responde al planteamiento formulado a fines del año pasado por el Presidente de la Excma. Corte Suprema, en orden a posponer la supresión de dos de los nueve juzgados de letras de Santiago, como correspondería en cumplimiento de la ley N° 20.022, que creó los juzgados laborales y juzgados de cobranza laboral y previsional, y de las enmiendas que le introdujo la ley N° 20.438.


Graficó que, de acuerdo con datos entregados por la Corporación Administrativa del Poder Judicial (CAPJ), en la actualidad existen aproximadamente 7.300 causas vigentes del antiguo sistema de justicia del trabajo, de las cuales unas 800 se encuentran en estado de recibir sentencia. Es en función de estas últimas, que son las que revisten un mayor grado de complejidad, que se ha estimado adecuado prorrogar el funcionamiento de dos de los juzgados de Santiago, los que serán específicamente determinados en virtud de los estudios que la CAPJ lleve a cabo. 


En relación con el gasto del proyecto, en particular, indicó que los $214 millones contemplados en el informe financiero son los necesarios para el funcionamiento de los dos tribunales que serán prorrogados.


Sometido a votación el artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de enero de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“1. El proyecto de ley, tiene como objetivo la fijación de un nuevo plazo para el cierre de determinados tribunales del trabajo pertenecientes al antiguo sistema, extendiendo el plazo original de 18 meses desde la entrada en vigencia del sistema en la respectiva región, a 30 meses.

Lo anterior, permitirá que dichos tribunales asuman de manera adecuada la carga de trabajo que aún mantienen, evitando el recargo en los nuevos tribunales laborales y de cobranza laboral y previsional.

2. El proyecto de ley consta de dos artículos, el primero de ellos extiende el plazo de supresión de 18 a 30 meses, después de la entrada en vigencia de la ley 20.022 en la Región Metropolitana, a dos de los nueve tribunales del trabajo de Santiago. Asimismo, mantiene el mecanismo de que sea la respectiva Corte de Apelaciones la que determine qué tribunal será suprimido en cada uno de los plazos.

El segundo artículo se refiere al financiamiento del gasto que implicará el proyecto.

3. La aplicación de la ley tiene un costo de $ 213.907 miles y se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Poder Judicial.”.
En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 


En virtud del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del presente proyecto de ley, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo noveno transitorio de la ley N° 20.022, modificado por el artículo único de la ley N° 20.438:


1. Sustitúyese en el inciso primero, a continuación de la palabra "Valparaíso", la conjunción copulativa "y" por una coma (,) e intercálase entre la expresión "uno de Concepción" y la coma (,) que la sigue, las locuciones "y dos de Santiago". 


2. Sustitúyese en el inciso segundo, a continuación de la palabra "Valparaíso", la letra "y" por una coma (,) e intercálanse entre la palabra "Concepción" y la coma (,) que la sigue, "y Santiago".


Artículo 2°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Poder Judicial.".

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día miércoles 19 de enero de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber. 


Sala de la Comisión, 19 de enero de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “CONVENIO 187, SOBRE EL MARCO PROMOCIONAL PARA LA SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO”, ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO

(7386-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 13 de diciembre de 2010.


Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de enero de 2011 donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, especialmente invitados, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, y el asesor, señor Francisco del Río.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Señala el Mensaje que el Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, fue adoptado por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el 15 de junio de 2006, y sometido al procedimiento de consulta con representantes de los empleadores y los trabajadores, según exige el Convenio N° 144, sobre Consultas Tripartitas para Promover la Aplicación de las Normas Internacionales del Trabajo, ratificado por Chile con fecha 29 de julio de 1992.


Expresa el Ejecutivo que el grave accidente laboral sufrido recientemente por treinta y tres trabajadores de la mina San José, en la Región de Atacama, hecho que conmocionó a Chile y al mundo por la entereza de los afectados y el enorme esfuerzo nacional en pos de su rescate, puso de manifiesto también la necesidad de perfeccionar el sistema de seguridad social chileno en materia de salud y seguridad en el trabajo.


Agrega el Gobierno que esta realidad determinó que se diera un paso firme y decidido con miras a producir una reforma medular en las temáticas de seguridad y salud en el trabajo, enfocada a otorgar una protección eficaz a todos los trabajadores y trabajadoras, mediante el establecimiento de una política nacional estructurada que deberá aplicarse en el período 2011-2015.


Indica el Mensaje que el liderazgo asumido en estas materias, constituye el pilar fundamental para asegurar que la gestión de la prevención de los accidentes laborales y enfermedades profesionales alcance a todos los trabajadores del país. Añade que su objetivo que dicho modelo sea compartido por todos los actores involucrados, incluyendo a los trabajadores, empleadores y expertos.


Es en este contexto, añade el Ejecutivo, que se ha estimado necesaria la ratificación por Chile del Convenio 187 de la OIT, sobre Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo, adoptado con fecha 15 de junio de 2006, por la nonagésima quinta Conferencia Internacional del Trabajo.


Destaca que, entre las consideraciones tenidas a la vista para adoptar este Convenio, son importantes las siguientes:


a) La magnitud a escala mundial de las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo y la necesidad de proseguir la acción destinada a reducirla. Al respecto, la nonagésima octava Conferencia Internacional del Trabajo, celebrada en el año 2009, estimó que cada año siguen ocurriendo cerca de dos millones de muertes y 330 millones de accidentes relacionados con el trabajo;


b) El impacto negativo de las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo sobre la productividad y el desarrollo económico y social;


c) Que la promoción de la seguridad y salud en el trabajo forma parte del Programa de Trabajo Decente para Todos de la OIT, y


d) La importancia de promover en forma continua una cultura nacional de prevención en materia de seguridad y salud.





Señala el Mensaje que el Convenio requiere la adopción, cuando proceda, de medidas tales como la consulta a las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores. Añade que, en dicho orden de ideas, contempla disposiciones sobre sistemas de inspección, servicios de información, de capacitación, de investigación, y mecanismos de apoyo para la mejoría progresiva de las condiciones de seguridad y salud en la microempresa, empresas pequeñas y medianas, y en la economía informal. Para todo lo anterior, promueve el establecimiento de una política, un sistema y un programa nacional de trabajo.


A su vez, hace presente el Ejecutivo que este instrumento tiene, de acuerdo con la normativa de la OIT, el carácter de actualizado, lo que implica que dicho Organismo Internacional promueve activamente su ratificación como expresión de una herramienta moderna y adaptada a las realidades actuales del mundo laboral.


El Gobierno indica que hasta la fecha este Convenio ha sido ratificado por Alemania, Bosnia y Herzegovina, Chipre, República de Corea, Cuba, Dinamarca, Eslovaquia, España, Finlandia, Japón, República de Moldova, Níger, Reino Unido, República Checa, Serbia y Suecia.





Agrega que, para efectos del Convenio, se entiende por política nacional sobre seguridad y salud en el trabajo y el medio ambiente de trabajo, aquella elaborada en consulta con las organizaciones más representativas, de conformidad al principio de prevención de accidentes y daños para la salud. Sobre el particular, añade que nuestra sociedad comparte plenamente los elementos de esta política y la mayoría de sus organizaciones e integrantes practican estos principios. Sin perjuicio de ello, precisa que el Gobierno, luego de tener a la vista el informe de la Comisión para la Seguridad en el Trabajo, emprenderá las reformas institucionales y normativas en materia de seguridad y salud laboral que sean pertinentes.





Respecto al sistema nacional, destaca que Chile cumple en la actualidad con la gran mayoría de los aspectos considerados por el Convenio. Así, en materia de regulación, existe la ley N° 16.744, sobre  Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales y su normativa complementaria; el Reglamento N° 594, de 1999, del Ministerio de Salud, Reglamento sobre condiciones sanitarias y ambientales básicas en los lugares de trabajo; junto a otras regulaciones especiales en sectores tales como la minería, agricultura, etc. A su vez, nuestro país cuenta con autoridades y organismos competentes en materia de seguridad y salud ocupacional, como la Superintendencia de Seguridad Social, la Dirección del Trabajo, las Seremi de Salud, y el Sernageomin, entre otros.





Asimismo, advierte que nuestro ordenamiento contempla sanciones administrativas en caso de incumplimiento de las normas vigentes y diversos sistemas de inspección. Con todo, hace presente que el Gobierno impulsará reformas sobre la materia, de manera de que las entidades existentes aumenten su coordinación y eficacia.





Por otra parte, señala el Mensaje que existen diversas instancias en las cuales convergen los empleadores, los trabajadores y/o el Estado. Al efecto, las empresas con más de 25 trabajadores cuentan con Comités Paritarios de Higiene y Seguridad (los que tienen una estructura bipartita). Por su parte, aquéllas empresas con más de 100 trabajadores deben poseer Departamentos de Prevención de Riesgos Profesionales. Además, en dicho orden de ideas, cabe agregar que se han constituido mesas sectoriales para analizar materias determinadas.





A su vez, el Ejecutivo expresa que nuestro país cuenta con información y asesoramiento sobre seguridad laboral elaborada por los organismos administradores de la ley N° 16.744, a saber, el Instituto de Seguridad Laboral y las Mutualidades de Empleadores. Sumado a lo cual, se han consagrado mecanismos que contribuyen a una formación sobre la materia. Al efecto, existen carreras profesionales en el ámbito de la educación superior y, en las empresas, se cuenta además con la labor de los Comités Paritarios de Higiene y Seguridad y de los Departamentos de Prevención de Riesgos Profesionales.





Lo anterior, sin perjuicio de la capacitación que brindan los citados organismos administradores y de la promoción de la seguridad laboral que realizan los citados Comités Paritarios. Por último, recuerda que dicha finalidad también se ve favorecida por las instancias de diálogo social ya existentes.


3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 20 de diciembre de 2010, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el 4 de enero de 2011 y aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes, el proyecto en informe. 


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 6 de enero de 2011, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (93 votos a favor).


4.- Instrumento Internacional.- La Convención se encuentra estructurada por un Preámbulo, y 14 artículos.


El artículo 1 contiene las definiciones necesarias para la aplicación del Acuerdo, entre ellas: “política nacional”, “sistema nacional de seguridad y salud en el trabajo o sistema nacional”, “programa nacional de seguridad y salud en el trabajo o programa nacional”, y “cultura nacional de prevención en materia de seguridad y salud”.





De conformidad al artículo 2, numeral 1, todo miembro que ratifique el Convenio en comento deberá promover la mejora continua de la seguridad y salud - con el fin de prevenir las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo - mediante el desarrollo de una política, un sistema y un programa nacional, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores.





Asimismo, según lo prevé el numeral 2 de la misma disposición, todo miembro deberá adoptar medidas activas con miras a conseguir de forma progresiva un medio ambiente de trabajo seguro y saludable, mediante un sistema nacional y programas nacionales de seguridad y salud en el trabajo. Lo anterior, teniendo en cuenta los principios recogidos en los instrumentos de la OIT relativos al marco promocional para la seguridad y salud en el trabajo.





Seguidamente, de acuerdo al numeral 3 del mismo artículo, todo miembro, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores, deberá examinar periódicamente las medidas que podrían adoptarse para ratificar los convenios pertinentes de la OIT en materia de seguridad y salud en el trabajo.





Según el artículo 3, todo miembro deberá:





a) Promover un ambiente de trabajo seguro y saludable;





b) Promover e impulsar, en todos los niveles pertinentes, el derecho de los trabajadores a un medio ambiente de trabajo seguro y saludable, y





c) Promover, de acuerdo con las condiciones y prácticas nacionales y en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y trabajadores, principios básicos tales como: evaluar los riesgos o peligros del trabajo; combatir en su origen los riegos o peligros del trabajo, y desarrollar una cultura nacional de prevención en materia de seguridad y salud que incluya información, consultas y formación.





Por su parte, el artículo 4 indica que todo miembro deberá establecer, mantener, desarrollar en forma progresiva, y reexaminar periódicamente, un sistema nacional de seguridad y salud en el trabajo, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y de trabajadores.





El sistema nacional de seguridad y salud en el trabajo deberá incluir, entre otros ámbitos:





a) La legislación, los convenios colectivos en su caso, y cualquier otro instrumento pertinente en materia de seguridad y salud en el trabajo;





b) Una autoridad u organismo, o autoridades u organismos responsables de la seguridad y salud en el trabajo, designados de conformidad con la legislación y la práctica nacionales;





c) Mecanismos para garantizar la observancia de la legislación nacional, incluidos los sistemas de inspección, y





d) Disposiciones para promover en el ámbito de la empresa la cooperación entre la dirección, los trabajadores y sus representantes, como elemento esencial de las medidas de prevención relacionadas con el lugar de trabajo.





Asimismo, el sistema nacional deberá incluir, cuando proceda, órganos consultivos de carácter tripartito; servicios de información y asesoramiento en materia de seguridad y salud en el trabajo; formación en esa misma materia; servicios de salud en el trabajo; investigación; mecanismos para la recopilación y análisis de datos; colaboración con los regímenes de seguridad social que cubran las lesiones y enfermedades profesionales, y mecanismos de apoyo para la mejora progresiva de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo en las microempresas, en las pequeñas y medianas empresas y en la economía informal.





De conformidad con el artículo 5, el Convenio entiende por programa nacional de seguridad y salud en el trabajo, cualquier programa nacional que incluya objetivos que deban alcanzarse en un plazo determinado, así como las prioridades y medios de acción destinados a mejorar la seguridad y salud en el trabajo y los medios para evaluar los progresos realizados.





A este respecto, todo miembro deberá elaborar, aplicar, controlar y reexaminar periódicamente un programa nacional de seguridad y salud en el trabajo, en consulta con las organizaciones más representativas de empleadores y trabajadores. En la especie, son funciones de dicho programa promover el desarrollo de una cultura nacional de prevención en materia de seguridad y salud y contribuir a la protección de los trabajadores, mediante la eliminación de peligros y riesgos o su reducción al mínimo, en la medida en que sea razonable y factible.





Además, dicho programa debe elaborarse y reexaminarse sobre la base de un análisis de la situación nacional en materia de seguridad y salud en el trabajo. Por ende, le corresponde incluir objetivos, metas e indicadores del progreso, debiendo ser apoyado por otros programas y planes complementarios.





Por otra parte, el programa nacional deberá ser ampliamente difundido y, en la medida de lo posible, respaldado y puesto en marcha por las más altas autoridades nacionales.





Entre los artículos 6 y 14 se contemplan las disposiciones finales del Convenio, entre las que pueden señalarse: que el mismo no constituye una revisión de ninguno de los Convenios o recomendaciones internacionales del trabajo; que las ratificaciones deberán ser comunicadas para su registro al Director General de la OIT; que obligará únicamente a aquellos Miembros cuyas ratificaciones han sido registradas; el mecanismo de entrada en vigor; el procedimiento de denuncia; la fórmula de revisión del Convenio, y los idiomas en que se adoptó el mismo.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión puso en discusión el proyecto.





El Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, señaló este Convenio tiene por finalidad promover la mejora continua de la seguridad y salud en el trabajo con el fin de prevenir las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo mediante el desarrollo de una política, un sistema y un programa nacional. Añadió que todo ello debe ser realizado en consulta con las organizaciones más representativas de trabajadores y empleadores, de acuerdo a lo siguiente:





Explicó que este Convenio es un acuerdo marco muy avanzado, que ha sido aprobado principalmente por los países europeos. Agregó que entró en vigencia el 22 de febrero de 2009 y que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) promueve activamente su ratificación.





Manifestó que fue consultado con diversos actores sociales dentro del país.





Expresó que establece las siguientes obligaciones: promover la mejora continua de la seguridad y salud en el trabajo con el fin de prevenir las lesiones, enfermedades y muertes ocasionadas por el trabajo; desarrollar una política nacional de seguridad y salud en trabajo; un sistema y un programa nacional de seguridad y salud en el trabajo; y una cultura nacional de prevención; adoptar medidas activas con miras a conseguir un medio ambiente de trabajo seguro y saludable; y promover la participación de los actores sociales en la elaboración de estos instrumentos, a través de la consulta con las organizaciones más representativas de trabajadores y empleadores.





Además, todo miembro debe confeccionar una memoria cada 4 años, informando las medidas adoptadas para la ejecución del Convenio y dar respuesta a las observaciones efectuadas por los órganos de control. Añadió que cualquier organización de trabajadores o empleadores puede presentar a la OIT una reclamación por incumplimiento del Estado chileno a este Convenio, que debe ser respondido en tiempo y forma.





Por último, indicó que Chile cumple con la mayoría de los aspectos considerados por el Convenio, tales como, legislación, entidades fiscalizadoras, seguro de accidentes de la ley Nº 16.744, sanciones, etc. Precisó que este diagnóstico es compartido por las autoridades y especialistas en seguridad y salud laboral del propio Gobierno, y por los expertos en normas internacionales de la OIT, que estudiaron el sistema chileno y su compatibilidad con el Convenio 187.





Sin embargo, aclaró que para la adecuada aplicación del Convenio el Gobierno se ha comprometido a realizar las siguientes acciones: elaborar y revisar periódicamente una Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, que contemple la promoción del desarrollo de una cultura nacional de prevención y el mejoramiento continuo de las condiciones de trabajo, y, en segundo lugar, mantener instancias de consulta con los interlocutores sociales en lo relativo a la revisión periódica del sistema nacional de seguridad y salud, y la elaboración, aplicación, control y revisión del programa nacional en materia de salud y seguridad antes mencionado.





Por último, explicó que la Comisión Asesora Presidencial para la Seguridad y Salud en el Trabajo propuso la definición de una Política Nacional; la creación de un Consejo Ministerial; y la creación de un Consejo Consultivo para la Seguridad y Salud en el Trabajo, integrado por trabajadores, empleadores y expertos. Precisó que estas medidas fueron aprobadas por el Gobierno y su implementación concluirá dentro de este primer semestre.





La Comisión estimó sumamente importante y relevante la pronta ratificación de este Convenio, pues permitirá modernizar la agenda de seguridad laboral de nuestro país al nivel de los más altos estándares internacionales.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma.

----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


"Artículo único.- Apruébase el “Convenio 187, sobre el Marco Promocional para la Seguridad y Salud en el Trabajo”, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 15 de junio de 2006.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 18 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 18 de enero de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, RELATIVO A LAS FEDERACIONES DEPORTIVAS NACIONALES

(6965-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Gómez y Pizarro.


Asistieron, asimismo, el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle; su Jefa de Gabinete, señora María José Torrealba, y el abogado asesor, señor Juan Andrés Dezulovic.


Estuvieron presentes el señor Jorge Cash, asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, y el señor Fernando Dazarola, asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


También concurrieron el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada y el asesor de la Fundación Jaime Guzmán, señor Daniel Montalva.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- JURÍDICOS


a) Constitución Política de la República. 


1. Su artículo 1° establece, en su inciso tercero, que el Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios a través de los cuales se organiza y estructura la sociedad y les garantiza la adecuada autonomía para cumplir sus propios fines específicos.


2. Su artículo 19, en su número 15°, asegura a todas las personas el derecho de asociarse sin permiso previo.


b) Ley N° 19.712, del Deporte.


c) Código Civil: el Título XXXIII de su Libro Primero regula la constitución de las personas jurídicas sin fines de lucro.


d) Ley N° 20.019, sobre sociedades anónimas deportivas profesionales.


e) Ley N° 20.178, regula la relación laboral de carácter especial de los deportistas profesionales.


f) Decreto N° 59, de 2002, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, denominado "Reglamento de Organizaciones Deportivas"

B.- DE HECHO

Moción





En los fundamentos de ella, la Honorable Senadora señora Alvear, su autora, hace presente que la iniciativa que promueve incorpora normas especiales para las federaciones deportivas regidas por la ley N° 19.712, con el fin de establecer una profesionalización de los directorios de dichas entidades, incorporar a los deportistas en la toma de decisiones de las federaciones, transparentar la selección de deportistas para competencias internacionales, establecer un sistema de control financiero mediante auditorias externas a tales organizaciones, como también, de un tribunal imparcial de arbitraje que resuelva las controversias suscitadas al interior de cada federación deportiva.





Seguidamente, se refiere al rol de las Federaciones Deportivas en el desarrollo del deporte.





A este respecto, hace presente que en Chile estas federaciones tienen gran importancia dentro de la estructura institucional diseñada en la Ley del Deporte. En efecto, el Estado Chileno deposita en estas entidades la formación y el desarrollo del deporte de alto rendimiento a nivel nacional.





Para dar cumplimiento a los objetivos planteados por la legislación, se contempla una activa participación del sector privado, el cual -al acceder a fondos para el desarrollo de dichas actividades- puede ejecutar proyectos deportivos que se encuentren insertos dentro de la lógica de alguno de los programas contemplados en la Ley del Deporte. Añade que, dentro de este marco, los clubes deportivos, las asociaciones deportivas y, de forma especial, las federaciones, cumplen un rol fundamental, contribuyendo, en la práctica, a la ejecución de la Política Nacional de Deporte.





Hace notar que la estructura expuesta replica la institucionalidad establecida por una serie de otros países, cuyas legislaciones establecen que las federaciones tendrán una misión de servicio público definida por los órganos estatales encargados del deporte.





A continuación, la Moción se refiere a la regulación de las Federaciones Deportivas en la normativa nacional.





Sobre el particular, recuerda que en nuestro país, de conformidad con el artículo 32 de la ley N° 19.712, son organizaciones deportivas "los clubes deportivos y demás entidades integradas a partir de éstos, que tengan por objeto procurar su desarrollo, coordinarlos, representarlos ante autoridades y ante organizaciones deportivas nacionales e internacionales".





Destaca que el concepto de “organización deportiva” agrupa diversos tipos de entidades, expresamente reconocidos y definidos en la ley, a saber: club deportivo; liga deportiva; asociación deportiva local; consejo local de deportes; asociación deportiva regional; federación deportiva nacional; confederación deportiva; Comité Olímpico de Chile y toda otra corporación y fundación que considere fines deportivos.





Recuerda que la ley define a la “federación deportiva” en la letra f) del artículo 32, como aquella organización deportiva "formada por clubes, asociaciones locales o asociaciones regionales, cuyo objeto es fomentar y difundir la práctica de sus respectivos deportes en el ámbito nacional; establecer las reglas técnicas y de seguridad relativas a dichas prácticas velando por su aplicación y organizar la participación de sus deportistas en competiciones nacionales e internacionales en conformidad a la ley, sus estatutos y demás normas internas o internacionales que les sean aplicables. También se considera una federación aquella entidad que tiene por objeto promover la actividad física y el deporte en sectores específicos de la población, tales como estudiantes, miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, trabajadores, discapacitados y otros".





Luego, la exposición de motivos de la Moción describe el marco normativo de las Federaciones Deportivas.





En este aspecto, resalta que el marco regulatorio de las organizaciones deportivas nacionales, está compuesto por la ley N° 19.712, Ley del Deporte. Adicionalmente, le son aplicables las disposiciones administrativas del reglamento de ejecución de dicha ley, dictado por Decreto N° 59, de 2002, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, denominado "Reglamento de Organizaciones Deportivas", y aquellas contenidas en sus estatutos.





El Título III de la citada ley, denominado "De las Organizaciones Deportivas", regula la constitución, organización y funcionamiento de estas entidades, sin distinguir, para tales efectos, entre las diversos tipos de organizaciones reconocidas en la ley. En otras palabras, la preceptiva vigente al efecto, consagra normas comunes tanto para clubes deportivos, asociaciones deportivas, federaciones nacionales y confederaciones, entre otras.





Por su parte, el reglamento de organizaciones deportivas, ya individualizado, complementa la ley, disponiendo más específicamente acerca de la constitución, obtención de personalidad jurídica, registro, marco estatutario, órganos de administración, fiscalización y funcionamiento de estas entidades.





En cuanto a la constitución de las Federaciones Deportivas, hace notar que ella se verifica de conformidad con las normas comunes a toda organización deportiva, contenidas en el Párrafo II del Título III de la ley N° 19.712, en sus artículos 34 y siguientes, y en el Título II del referido Reglamento.





Connota que la constitución de estas organizaciones se realiza mediante acuerdo de los interesados, adoptado en una asamblea que se celebra ante un ministro de fe en la que se aprueban sus estatutos y se elije su directorio provisional. De esta asamblea, debe levantarse un acta que contenga los acuerdos adoptados, la nómina e individualización de los asistentes que han concurrido a su constitución, y la firma de todos los asistentes y del ministro de fe o funcionario ante cuya presencia se haya celebrado.





Las organizaciones deportivas que no sean clubes, sólo pueden estar constituidas por personas jurídicas de derecho privado cuyo objeto sea deportivo, que no persigan fines de lucro y que hayan adoptado el acuerdo de constituirlas y de designar uno o más de sus directores como representantes ante ellas.





Por último, la personalidad jurídica de estas entidades, se obtiene en virtud del depósito y posterior registro, ante la respectiva Dirección Regional del Instituto Nacional del Deporte, de una copia autorizada del acta de la asamblea constitutiva de la organización y de los estatutos, trámite que deberá cumplirse dentro del plazo de treinta días contados desde la fecha de la asamblea.





Finalmente, pone de relieve la necesidad de avanzar hacia una profesionalización de la actividad deportiva.





Respecto de este punto, la Moción se hace cargo de los problemas de funcionamiento de las federaciones deportivas de nuestro país, mediante una serie de modificaciones a la forma en que se regulan estas instituciones, especialmente en lo que dice relación con su constitución, administración y control.





Informa que con este fin se propone incorporar a los deportistas en la toma de decisiones de las federaciones, transparentar la selección de estos para competencias internacionales, establecer un sistema de control financiero mediante auditorias externas a tales organizaciones, como, también, de un tribunal imparcial de arbitraje que resuelva las controversias suscitadas al interior de cada federación deportiva.





Finalmente, explica que, para esto, el proyecto incorpora un estatuto especial para las Federaciones Deportivas, agregando un párrafo cuarto al Título III de la Ley N° 19.712, del Deporte.

DISCUSIÓN EN GENERAL





Al iniciarse la discusión en general de esta Moción, la Comisión acordó oír a representantes de los distintos estamentos vinculados al deporte federado con el objeto de conocer la opinión que a ellos les merece esta iniciativa.





En concreto, se convino en pedir opinión a deportistas federados, dirigentes de federaciones, al Comité Olímpico de Chile y a las autoridades del Gobierno con competencia en este ámbito.





En la primera sesión destinada a realizar las audiencias acordadas, la Comisión escuchó al Presidente del Comité Olímpico de Chile, señor Neven Ilic.




El señor Ilic agradeció la invitación y resaltó la importancia de que esta Comisión se encuentre dedicada al estudio de esta materia.





Explicó que tanto las federaciones como el desarrollo del deporte se basan en la formación de los clubes. En consecuencia, dijo, el procedimiento de constitución es determinante en todo el proceso. No obstante, denunció que hoy en día se ha abusado de este procedimiento y se han constituido clubes con el objetivo de obtener irregularmente recursos públicos o para incidir en la formación de federaciones, lo que calificó como una grave anormalidad.





Agregó que en ocasiones se recurre a la misma irregularidad para incidir en la mantención o renovación de directorios de federaciones.





Explicó, además, que al interior de las federaciones se observa un preocupante nivel de conflicto entre dirigentes y entre éstos y los deportistas, sin que el Comité Olímpico tenga atribuciones para intervenir y dar solución a ellos.





Connotó que Chiledeportes solamente puede adoptar ciertas medidas frente a un manifiesto mal uso de recursos financieros, pero no cuando se producen dificultades de otra naturaleza. Esta limitación, dijo, tiene origen en un vacío legal, porque si bien dirimir un conflicto dentro de una federación deportiva puede ser algo simple, los mecanismos de solución no están previstos en la ley. 





Desde otra perspectiva, explicó que el Comité Olímpico Internacional insta a la participación de los deportistas dentro de las decisiones relativas al deporte federado, en el marco de una estructura ordenada, que actualmente no existe. En las asambleas de las federaciones, dijo, deberían participar representantes de una teórica asociación de deportistas, pero éstas nunca han funcionado ni han tenido relevancia. En el caso del Comité Olímpico, agregó, participan delegados de 54 federaciones más un representante de los deportistas, el cual tiene derecho a voz y a voto.





Valoró positivamente la proposición de que participe un deportista dentro de la toma de decisiones de una federación, aunque, previno, existen ciertos riesgos, como que un deportista concurra a decisiones que pueden ir en su beneficio. Por ello, planteó que los deportistas deberían organizarse responsablemente, formando una asociación que represente al menos un número mínimo de deportistas inscritos, de manera que su representación tenga validez.





En relación con los dirigentes, sostuvo que éstos deben cumplir con condiciones mínimas de transparencia y probidad. Agregó que sería conveniente, además, establecer ciertas restricciones, como fijar limitaciones para ser reelegidos. Esa regulación, insistió, debe contenerse en normas legales que mejore la estructura actual, que fijen políticas y ciertos lineamientos, para tener un deporte federado ordenado y para que los esfuerzos que se hagan para mejorarlo sean eficaces y permanentes.





La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear agradeció al señor Ilic su intervención y ofreció la palabra al Secretario General del Comité Olímpico de Chile, señor Juan Carlos Cárdenas.





El señor Cárdenas expresó que el Comité Olímpico, al estudiar este asunto, evaluó la posibilidad de proponer la modificación total de la Ley del Deporte; sin embargo, luego de un mayor análisis, consideró que sería más útil dictar una ley especial que solucione el problema de las federaciones deportivas nacionales. Por esta razón, añadió, el Comité es partidario de incorporar un Título nuevo a la Ley del deporte, tal como lo plantea la iniciativa de la Honorable Senadora señora Alvear.





Coincidió con el Presidente del Comité Olímpico en cuanto a la necesidad de distinguir en a Ley del Deporte entre las atribuciones que se entregan a una Federación Deportiva Nacional y las que tiene un simple club. No parece razonable, enfatizó, que, como ocurre hoy, organizaciones muy disímiles tengan las mismas atribuciones y facultades. Las federaciones, continuó explicando, no tienen un reconocimiento ni atribuciones especiales, a pesar de que cumplen funciones públicas, como, por ejemplo, representar al país en el exterior.





En este mismo sentido, afirmó que la nueva ley especial debería iniciarse con una definición de lo que se entenderá por Federación Deportiva Nacional. Actualmente, acotó, pueden existir dos o más federaciones en una misma disciplina deportiva. Se da el caso, explicó, en que en una disciplina determinada existen cinco federaciones.





Recordó que la anterior Ley del Deporte consideraba Federación Deportiva Nacional a aquella que estuviera afiliada a la Federación Internacional respectiva, lo que estimó como una fórmula razonable.





Insistió en que en la ley actualmente vigente no contempla ninguna jerarquización entre las diferentes organizaciones deportivas, circunstancia que impide establecer vinculaciones serias entre organismos diversos.





Al respecto, propuso que el organismo de base de las organizaciones deportivas sea el club deportivo; que éstos formen asociaciones locales, y, a su turno, éstas constituyan asociaciones regionales. Finalmente, agregó, las asociaciones regionales deberían dar lugar a una única Asociación Deportiva Nacional. En cambio, manifestó, actualmente puede ser reconocida como Federación Deportiva Nacional una federación formada por tres clubes, incluso de una misma región. Aseveró que existen varios casos de este tipo.





Explicó que el Comité Olímpico desea proyectar el deporte a nivel nacional, para lo cual a una federación deportiva se debe exigir que ejerza una actividad permanente, durable y especifica dentro del territorio nacional y, por el contrario, no se puede concebir una federación y darle carácter de nacional si está conformada por tres clubes de una misma ciudad.





Respecto de la profesionalización de los dirigentes, expresó su coincidencia con lo planteado por la Moción, sin perjuicio de aclarar qué se entenderá por estudios académicos superiores. Al efecto, sugirió considerar suficiente para acreditar esta exigencia haber realizado los cursos que imparte el Comité Olímpico y los programas de capacitación del Instituto Nacional del Deporte.





En cuanto a la participación de los deportistas en la toma de decisiones, concordó con lo expresado por el señor Ilic, aclarando que este punto está considerado en el Comité Olímpico Internacional a través de la Comisión de Atletas.





Agregó que también se considera la participación de la mujer en los órganos directivos, exigiéndose que estas organizaciones cuenten, dentro de sus dirigentes, con un veinte por ciento de cargos destinados a las mujeres. No obstante, acotó, en la actualidad las mujeres deportistas casi igualan a los hombres en los juegos panamericanos y olímpicos. Precisó que en el plano de la dirigencia deportiva el porcentaje de mujeres dirigentes sólo alcanza un dos por ciento.





En lo tocante a la aprobación por parte de la asamblea de las listas de deportistas que deben asistir a los torneos en representación de la federación respectiva, indicó que esta idea dejaría sujeto a eventuales minorías en una asamblea calificar el mérito de los deportistas, lo que no le parece conveniente. Además, añadió, esta proposición es contradictoria con la norma chilena vigente y con la Carta Olímpica, las que entregan al Comité Olímpico de Chile la jurisdicción exclusiva en todo lo que dice relación con la organización y dirección de la participación de las delegaciones chilenas.





Valoró como una proposición muy importante la relativa a la justicia deportiva, aspecto que apoyó decididamente. Sobre el particular, anotó que de acuerdo a las reglas de los artículos 534 y 535 del Código Civil, las corporaciones solamente tienen potestad disciplinaria para sancionar a sus socios o afiliados. Por esto, por ejemplo, el tribunal de una federación no puede sancionar a deportistas por conductas inapropiadas durante el desarrollo de algún torneo porque la potestad disciplinaria de la federación es solamente para sus afiliados, y todos estos son personas jurídicas, clubes o asociaciones.





Finalmente, en cuanto a la reelección de los dirigentes deportivos, señaló que se trata de un tema opinable, pero que se podría resolver permitiendo la reelección con mayorías calificadas.





Al concluir sus intervenciones, los representantes del Comité Olímpico de Chile pusieron a disposición de la Comisión un documento en el que consignan en forma más sistemática los aspectos en que, a juicio de ellos, debe modificarse el ordenamiento jurídico para contar con federaciones deportivas que funcionen adecuadamente.





El referido documento es del siguiente tenor:





“Ha constituido una constante preocupación del COMITÉ OLÍMPICO DE CHILE el procurar una reforma a la actual ley 19.712 o Ley del Deporte, tendiente a superar las rigideces que presenta el sistema e introducir aquellos cambios que la experiencia obtenida desde su dictación aconseja considerar. Demostración de ello fue el documento aprobado por el Plenario de Federaciones en diciembre del año 2007 denominado "Posición del Comité Olímpico de Chile frente a las reformas a la Ley del Deporte N° 19.712".





El tiempo transcurrido y el seguimiento de la política estatal sobre el tema arrojan como conclusión el que no obstante existir avances significativos en favor del deporte, las anheladas reformas han cedido el paso a otras iniciativas preferentes, como es la creación del Ministerio de la Juventud y el Deporte.





Sin embargo, recientes acontecimientos confirman la urgente necesidad de reformas y obligan al sector federado a solicitar a lo menos la dictación de una ley que regule las actividades de las Federaciones Deportivas Nacionales con la finalidad, tal como se hizo con el fútbol profesional, de solucionar por la vía legislativa una serie de carencias que conspiran contra su mejor desenvolvimiento.





Es la oportunidad de insistir también en algo que ya se dijo en el documento referido, cual es la nula importancia que la actual ley atribuye a las Federaciones Nacionales. Un simple vistazo a sus disposiciones permite concluir que para la ley una Federación no es más que una organización deportiva similar a un club deportivo, quedando sometida a los mismos engorrosos trámites cada vez que deban procurar financiamiento para su actividad. Las sanciones por el retardo o rechazo de las rendiciones a la larga perjudican a los propios deportistas que ven interrumpidos sus procesos y competencias por razones ajenas al depone mismo. La elevada cantidad de Federaciones que no han logrado completar sus rendiciones, alrededor de la mitad, exige una urgente solución al problema.




No debe perderse de vista que las Federaciones Deportivas Nacionales, al estar afiliadas a la Internacional respectiva, sobrepasan el marco meramente territorial para entrar a formar parte de todo un sistema deportivo mundial conducido por el Comité Olímpico Internacional. Estas Federaciones, cuando participan enviando sus delegaciones a las distintas competencias internacionales, pasan a cumplir una verdadera función pública que obliga a dotarlas de la jerarquía y herramientas necesarias para el mejor cumplimiento de sus elevadas funciones. Esta es también una buena oportunidad para exigir de dichas Federaciones tanto un buen régimen interno como una presencia efectiva de las regiones.




Por todo lo anterior, el COMITÉ OLÍMPICO DE CHILE sostiene que es posible una reforma a la Ley del Deporte por medio de la dictación de una ley especial que sin perder de vista los objetivos de la actual normativa corrija las falencias que se advierten en el sector federado y del alto rendimiento.
MODIFICACIONES QUE SE PROPONEN:




1.- CONCEPTO DE FEDERACIÓN DEPORTIVA NACIONAL: la actual ley 19.712 permite la coexistencia de uno o más federaciones de un mismo deporte, dándole a todas ellas el calificativo de Nacionales. Si bien debe respetarse el derecho de asociación que asegura la Constitución, creemos que dicha denominación debe reservarse para aquellas Federaciones afiliadas a la respectiva organización mundial y demás no afiliadas denominarse solamente como Federaciones.




2.- EXIGENCIA DE UNA PRESENCIA TERRITORIAL Y FUNCIONAL DE LAS FEDERACIONES: de acuerdo a la Carta Olímpica, las Federaciones deben ejercer una actividad durable, real y específica en todo el país. Esta exigencia rara vez se cumple ya que de acuerdo a la ley 19.712, una Federación puede estar compuesta de un número indeterminado de asociaciones e incluso de simples clubes sin ninguna otra exigencia y sin una ligazón jerárquica entre las distintas organizaciones que la componen. Lo lógico, si se desea que sean efectivamente nacionales, es exigir la concurrencia a los menos de un número mínimo de Asociaciones Regionales y a estas, exigirles también para ser reconocidas como tales agrupen un determinado número de asociaciones locales, dejando al club deportivo como organismo de base. De igual modo, deberá reglamentarse la participación de Asociaciones Funcionales como ser de árbitros, jueces, atletas seniors, etc., materia no contemplada en la actual ley. También debería regularse un sistema de elecciones informado que asegure la participación de todos los estamentos que integran una Federación como por ejemplo comicios en todo el territorio en forma similar a las elecciones de los partidos políticos. Deberán además adoptarse medidas para que las Federaciones cuenten con administraciones idóneas y capacitadas. Obviamente que la ley que se dicte deberá contemplar plazos para que las Federaciones adecuen sus estatutos a las nuevas exigencias.




3.- RECONOCIMIENTO A LAS ORGANIZACIONES DEPORTIVAS INTERNACIONALES: Es recomendable también considerar como organizaciones deportivas a las Confederaciones Sudamericanas, Continentales o Mundiales de un deporte. Muchos deportes observan a nuestro país como posible sede de sus organizaciones internacionales, expectativas que sin embargo se ven frustradas a raíz de los complicados trámites existentes para acceder a una personalidad jurídica. Se recomienda por lo tanto incluirlas como una categoría más de las organizaciones deportivas, a fin de posibilitar su constitución en Chile conforme a la normativa simplificada de la Ley del Deporte. Una medida de esta índole traería gran número de beneficios.




4.- JUSTICIA DEPORTIVA: es otro tema que requiere una rápida revisión. Las disposiciones legales actualmente vigentes, entre ellas los arts. 553 y 554 del Código Civil y 40 de la ley 19.712 impiden a una Federación sancionar a dirigentes o deportistas que falten a sus obligaciones respecto al deporte que practican. Se debe a que la potestad disciplinaria de una Federación solo puede ejercerse respecto de sus afiliados, que son personas jurídicas. Esto impediría a una Federación sancionar trasgresiones en que esté incurso un diligente de base o un deportista ya que en tales casos solo podría aplicar una sanción la asociación o club al cual pertenecen. Lo mismo ocurre a la inversa ya que quienes practican el mismo deporte no están habilitados por iguales razones para hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria de sus dirigentes. Si se desea que el sector federado constituya un sistema cohesionado, jerárquico e interrelacionado, es necesario eliminar esas trabas permitiendo que los órganos disciplinarios de una Federación puedan ejercer sus atribuciones, tratándose de asuntos relacionados con su deporte, respecto de todos quienes participan en ella, cualesquiera sea la calidad en que lo hagan. Otra solución podría ser la creación de un Tribunal del Deporte con jurisdicción sobre todo el sistema deportivo nacional.




5.- PATRIMONIO Y FINANCIAMIENTO: este tema pasa por una mejor adecuación de los mecanismos de financiamiento actualmente existentes a favor de las Federaciones. Entre ellos, los ingresos que produce el Sistema de Pronósticos y Apuestas de acuerdo a las leyes Nos.18768 y 19135, los que a nuestro entender deben entregarse directamente a sus beneficiarios, como la propia ley señala, puesto que resulta un contrasentido que actualmente mas de la mitad de las Federaciones tengan dificultades para costear sus gastos de administración existiendo esos recursos disponibles.




Se propone también modificar el sistema de donaciones deportivas eliminando la responsabilidad de sus directorios y el establecer algún mecanismo que aun siendo moderado permita al donante, dentro de marcos aceptables y sin restricciones, asociar su propia actividad o imagen corporativa al objeto de la donación.




El artículo 26 del reglamento de la ley señala que ninguna organización deportiva podrá postular a nuevos proyectos si no hubiere dado cumplimiento ante el Instituto o hubiere sido rechazado por este uno o más estados de avance o rendiciones de cuentas respecto de proyectos en ejecución. Esta disposición es una de las que mayores problemas ha creado para nuestras organizaciones deportivas. Muchas Federaciones se han visto privadas de realizar sus proyectos y competencias por existir objeciones pendientes de una cuenta anterior, por irrelevante o poco significativa que esta sea. Esta situación ha paralizado o frustrado muchos proyectos siendo imprescindible moderar el contenido de la norma, sea mediante un sistema de apelación que suspenda dicho efecto paralizador en tanto no se resuelva la objeción o bien, reteniendo de los futuros proyectos una suma equivalente al de la cuenta rechazada.





6.-SUPERVISION DE LAS FEDERACIONES: Hasta ahora la supervisión de las Federaciones las ha venido ejerciendo el Ministerio de Justicia, respecto de aquellas constituidas antes de la vigencia de la actual ley y el Instituto Nacional del Deporte respecto de las constituidas con posterioridad, y sin perjuicio que, tratándose de las primeras, el IND la ejerce también con motivo de los recursos que otorga. Considerando el rol que cumplen esta organizaciones situaciones d acaecidas en el pasado que han complicado enormemente a los deportes como ser casos en que se ha caducado la personalidad jurídica a un deporte u otros en que el otorgamiento de los certificados de vigencia de las directivas impide a las federaciones continuar con sus proyectos, siendo únicos perjudicados los deportistas.




Otro punto a considerar es el divisionismo que afecta a algunas organizaciones frente a lo cual nada puede hacer el Comité Olímpico por carecer de atribuciones legales para intervenir las organizaciones en conflicto para no perjudicar a los deportistas. Ser propone como solución entregar la supervisión de las Federaciones Deportivas Nacionales al propio Comité Olímpico, quien está en situación de asumir dicho rol.




7.-PROGRAMAS, CAPACITACIÓN Y ACREDITACIONES: Es fundamental para el sector la capacitación, formación y titulación de entrenadores, técnicos, árbitros y dirigentes. El Estado debe entrar a regular estas materias mediante planes y programas de estudio que profesionalicen estas actividades, creando las carreras respectivas, reconociendo títulos profesionales en las diferentes especialidades deportivas y estableciendo los requisitos para obtenerlos. Se sugiere que en tanto exista un sistema consolidado, incorporado a las universidades e institutos profesionales, se permita al COCH acreditar la competencia de los técnicos y entrenadores que actualmente se desempeñan.




8.- ESTATUTO DE LOS DEPORTISTAS: el mundo federado observó también como el fútbol profesional obtenía para sus deportistas la dictación de una ley especial, denominada. Estatuto del Deportista Profesional reglamentando la relación entre este con los clubes y las entidades de grado superior. Es notoria la falencia que en esta materia existe en el sector federado que no tiene otra recurso que regirse por las reglas generales que no siempre se avienen con la especial trayectoria de los deportistas, Creemos que una solución radicaría en adscribirlos al régimen de las AFP como trabajadores independientes pero permitiendo que las Federaciones puedan rendir como gasto el aporte previsional de sus atletas. La incorporación de estos al sistema permitirá un mejor control a la vez que los dotaría de seguros y protección frente a los riesgos y a la vez permitirá al Estado crear un sistema de estímulos consistente en aportes a sus cuentas de capacitación. Dejarnos lanzada la idea.
CONCLUSIÓN





Hemos querido por esta vía contribuir a un posible debate legislativo sobre el tema y a la vez alerta a nuestras autoridades sobre la urgencia de introducir cambios al régimen de las Federaciones deportivas Nacionales. Los buenos resultados obtenidos por nuestro deporte en el último tiempo y la contribución importante de la autoridad gubernamental en lo relativo a la infraestructura y que reconocemos merecen para consolidarse la dictación de un nuevo estatuto que permita un efectivo despegue del deporte nacional.”.
- - -





A continuación intervino el ex Subsecretario de Deportes, señor Jaime Pizarro.





Consideró muy necesario el debate en torno a las modificaciones legales que requiere el buen funcionamiento de las federaciones deportivas, ya que estas entidades están llamadas a colaborar decisivamente en el desarrollo de esta actividad, debido a que a ellas se vincula un alto número de deportistas, desde los más pequeños hasta la élite de nuestra competencia.





Enfatizó que esas entidades y los deportistas vinculados a ellas son verdaderos representantes de nuestro país en los eventos internacionales, especialmente en los más importantes. Esta circunstancia, anotó, exige hacia las federaciones una mirada especial.





Estas instituciones, resaltó, muestran un grado de desarrollo menor respecto de otras organizaciones deportivas que, gracias a un marco normativo distinto, han podido mejorar su gestión y dar pasos importantes en su crecimiento.





Debido a que las Federaciones son entidades asociadas al Comité Olímpico y, además, representan a nuestro país en el plano internacional, estimó necesario generar una normativa para formar nuevas federaciones a nivel nacional.





También sugirió a la Comisión considerar la posibilidad de crear un órgano superior, formado por agentes externos a las federaciones, como, por ejemplo, el Comité Olímpico o Chiledeportes, que permita tener una visión distinta a la de quienes participan en las federaciones. Ello, agregó, haría posible solucionar conflictos, anticipar situaciones y evitar problemas.





Consideró importante, asimismo, que las federaciones publiquen los ranking de sus deportistas, las categorías con que cuentan, los lugares en que funcionan, las zonas geográficas en que están presentes, y demás informaciones relevantes, para alcanzar una visión global del estado en que se encuentra la práctica de cada disciplina.





Respecto de los profesionales dedicados a la gestión de la federaciones, afirmó que algunas de ellas no exhiben recambios, no porque no se desee, sino por la ausencia de personas interesadas en participar en las federaciones. Por ello, propuso realizar un esfuerzo por incorporar a personas capacitadas para fortalecer esta actividad.





Estos profesionales, prosiguió, equivalen a Gerentes Deportivos, que deben tener misiones específicas como asignar recursos, organizar eventos, actividades y torneos. Planteó que se debería fomentar entre los propios deportistas profesionales encargados de administrar organizaciones deportivas.





Concluyó afirmando que tender a la profesionalización es clave y que para alcanzar este objetivo existen diferentes fondos. Por lo tanto, resaltó, no se trata tanto de falta de recursos, sino de mejorar gestión para capacitar y perfeccionar a personas.





Seguidamente, la Presidenta de la Comisión ofreció la palabra a los señores Senadores.





El Honorable Senador señor Larraín expresó que este proyecto ha venido a hacerse cargo de un tema de la mayor importancia en el campo del deporte nacional y busca resolver problemas reales que se han planteado y que presentan cierta complejidad.





Consultó a los invitados si este proyecto sería una de varias iniciativas que se deberían tomar o, en otras palabras, si resulta suficiente por sí mismo para atender las cuestiones que aborda, o debe ser complementado por otras medidas. 





Más específicamente quiso saber si se resuelven los temas planteados a través de este proyecto, o se requieren soluciones de naturaleza diversa, como la formulación de una política deportiva pública que ayude a ordenar el deporte.





Connotó que algunas dificultades del mundo deportivo, como conflictos internos, carencia de dirigentes, etc., no necesariamente se solucionan con nueva legislación. Si bien esta Moción aparentemente resolvería algunos problemas específicos, como la forma de elegir y renovar los directivos, la existencia de un tribunal especializado para ayudar a resolver los conflictos en esta área, probablemente existan otras cuestiones más relacionadas con decisiones internas del ámbito deportivo o con la formulación de políticas públicas que deban emanar del Gobierno.





El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, felicitó a la Honorable Senadora señora  Alvear por su iniciativa que constituye una fórmula concreta para atender dificultades serias que impiden un avance en el campo del deporte.





En relación con los planteamientos escuchados, manifestó dudas en cuanto a que la creación de federaciones amplias, de carácter nacional, vaya a traducirse en la ausencia de los problemas que se observan hoy en organizaciones más pequeñas.





Por otro lado, respecto del tema de la supervigilancia de las federaciones, advirtió que se debe cuidar el conveniente equilibrio entre las atribuciones de un ente externo para conocer de las administraciones fraudulentas, por una parte, y la debida autonomía de las instituciones, por otra.





El Honorable Senador señor Espina opinó que este es un proyecto sumamente importante debido a que refleja una concepción positiva del deporte. Expresó que está convencido de la función social que cumple el desarrollo deportivo e hizo presente que los países que lo han entendido así han mejorado los índices de salud de la población, de seguridad ciudadana y de bienestar general.





Resaltó que los deportistas de elite generan un efecto de imitación en los jóvenes, trasmiten valores y principios constructivos que son una gran ayuda en la formación de los niños. Por ello, consideró que esta iniciativa legal debe tramitarse como un proyecto prioritario.





Consultó a los invitados por el mecanismo que, a juicio de ellos, ayudaría de mejor forma a generar autoridades en los tres niveles: Comité Olímpico, federaciones y asociaciones. Indicó que formulaba esta pregunta porque uno de los obstáculos que se observa en la vida de las organizaciones deportivas es que cada vez que un grupo de personas desea participar, luego se da cuenta de que estas entidades deportivas están mal organizadas y ello los desincentiva y, finalmente, se pierde el aporte de gente valiosa que voluntariamente busca colaborar.





En segundo lugar, planteó la necesidad de consagrar procedimientos rigurosos en materia de control de recursos.





Un tercer tema que, en su opinión, debe mejorarse en la actual Ley del Deporte se refiere a las dificultades y rigideces que, en la práctica, impiden a los clubes utilizar adecuadamente las posibilidades y herramientas que ofrece la institucionalidad deportiva actual. Es decir, agregó, desea saber qué aspectos de la Ley del Deporte vigente afecta más gravemente a las federaciones, dificultándoles recibir recursos con cierta facilidad, amén de los controles que necesariamente deben existir para evitar faltas a la probidad.





El Honorable Senador señor Chadwick recordó que, junto al Honorable Senador señor Espina, le correspondió participar activamente en la elaboración de la Ley del Deporte. Aseveró que la lógica de esas normas apuntaba fundamentalmente a resguardar la mayor autonomía posible de la actividad deportiva. Sin embargo, por los antecedentes expuestos, pareciera que ahora se plantea una lógica distinta, que apunta a que la ley regule la organización deportiva porque la referida autonomía que se les entregó no habría generado todas las buenas consecuencias que se esperaban.





Señaló que la antigua idea de autonomía estaba muy influida por la experiencia que se vive en el ámbito del fútbol. Afirmó que la federación de fútbol o la Asociación Nacional de Fútbol tiene una reglamentación interna producto de su asociación a la FIFA, lo que hace que los incentivos para participar dentro de la organización sean muy fuertes. Pero quien reglamenta la actividad, acotó, es la FIFA.





Continuó reflexionando que, al parecer, en los demás deportes no se da la misma situación. Sin embargo, él tenía la impresión de que el Comité Olímpico era una especie de FIFA, de manera que la reglamentación interna del COCH permitiría estructurar ordenadamente al deporte olímpico a través de sus propios estatutos y disposiciones de funcionamiento.





Por otra parte, entiende que las Federaciones se organizan para concurrir a Chiledeportes y, de esta forma, obtener algunos recursos públicos, y que les interesa estar dentro del Comité Olímpico para tener la posibilidad de participar en las competencias internacionales.





Por último, consultó si el Comité Olímpico Internacional o el Nacional cuentan con atribuciones similares a la FIFA, y si estos Comités pueden adoptar normas como las que propone esta iniciativa en debate.





El Honorable Senador señor Gómez concordó en que esta Moción contribuiría a regular una actividad muy relevante. Postuló, asimismo, que es necesario analizar el ámbito o los alcances de esta iniciativa, por cuanto se debe tener presente que la Ley del Deporte no alcanza al conjunto de las organizaciones deportivas que existen en nuestro país; que algunas se han transformado en sociedades anónimas deportivas y que otras son corporaciones que están bajo la tuición del Ministerio de Justicia.





Finalmente, planteó considerar en este análisis la posibilidad de contemplar una normativa especial para los clubes deportivos que pretendan tener un carácter regional.





En una sesión posterior, concurrieron a la Comisión los deportistas nacionales señores Cristián Escalante y Mauricio Huerta.





El señor Escalante es levantador de pesas y medallista de oro en los Juegos Panamericanos de Río de Janeiro, del año 2007.





Al iniciar su intervención, connotó que este proyecto de ley es una sentida aspiración de los deportistas federados. De hecho, dijo, hace dos años se formó una comisión de deportistas olímpicos que formuló una propuesta para modificar la Ley del Deporte, haciendo hincapié en el papel que corresponde a las Federaciones para impulsar y fortalecer el deporte federado.





Explicó que el deporte es una actividad que se estructura en diversas divisiones: existe, dijo, el deporte recreativo, el competitivo; el deporte por fines de salud; el de la tercera edad, y el de alto rendimiento. Este último, añadió, es el más complejo y representativo.





Relató que el deportista de alto rendimiento, aunque lo sea por varios años, siempre se mantiene en base a un viático que Chiledeportes le entrega con carácter de subvención o aporte a la carrera deportiva. El viático consiste en una modesta suma de dinero, que se paga en forma estratificada, según el logro deportivo obtenido.





Este viático, agregó, está reconocido como un premio al logro obtenido; es decir, no es una apuesta ni un apoyo para obtener el resultado. Al contrario, se debe primeramente obtener el logro y sólo después se entrega la retribución. Connotó que este viático se puede perder; no es seguro y una simple enfermedad que afecte el rendimiento deportivo puede hacer perder esta retribución. Además, como se trata de viático, el deportista destacado no cuenta con cobertura de salud. Este estímulo se paga cada cinco meses.





En general, manifestó, los deportistas de elite no tienen acceso a beneficios materiales; sólo reciben reconocimientos honoríficos.





Como anécdota, relató que Chiledeportes celebró un convenio con el Banco del Estado, de acuerdo al cual se califica a los deportistas como “empleados fiscales”, pero, en realidad, ellos no tienen ningún derecho laboral. Peor aún, agregó: en materia de salud, para obtener atención de los servicios públicos deben ser calificados como “indigentes”.





Puso de relieve que los logros se obtienen cuando los deportistas son verdaderamente profesionales y a esa condición llegan luego de una extensa carrera. Se trata, dijo, de un proceso largo para, al final, obtener estos beneficios. Subrayó que el deporte de alto rendimiento exige dedicación exclusiva; requiere de dos o tres entrenamientos al día. Además, consta de otra faceta, que es la recuperación; el trabajo kinesiológico; con masajistas; el adecuado descanso, y, en general, una compleja planificación de la vida completa.





Afirmó que cuando surge la posibilidad de ir al extranjero para especializarse, no se obtiene, a cambio, ningún beneficio. Por ello, afirmó, en Chile no hay incentivos para contar con grandes deportistas. Por todo lo anterior, agregó, normalmente los padres no apoyan a los niños que exhiben aptitudes o condiciones relevantes para un deporte.





Por lo anterior, opinó que cuando se habla de profesionalizar el deporte, este esfuerzo debe alcanzar al cuerpo dirigencial, a los entrenadores y, especialmente, a los deportistas. Para que estos últimos tengan posibilidades ciertas de obtener las metas de que son capaces, para que la inversión en los jóvenes se vea reflejada en medallas, es preciso profesionalizar realmente a los deportistas.





En otro orden de materias, señaló que un modelo para alcanzar buenos resultados en el deporte es el que se ha implementado en Ecuador, donde se ha incentivado a la población para empeñarse seriamente y, de esta forma, han llegado a formar jóvenes que sobresalen en las competencias internacionales. Este modelo, acotó, incluye la posibilidad de obtener una beca de por vida a los deportistas más destacados.





Puso de relieve que también en Colombia se incentiva la práctica del deporte mediante un programa de apoyo al deportista por un período de 15 a 20 años. En este caso, resaltó, también se observa un interés social por fomentar la práctica del deporte.





Por otra parte, informó que dentro del Comité Olímpico existe una instancia que es la Agrupación de Deportistas Olímpicos, que equivale a una federación. Resaltó que habla de federaciones en términos genéricos, pues no existe el estatus de Federación Nacional, por lo cual se han formado muchas federaciones y no existe una que se identifique con el país.





Lo anterior, indicó, ha dado lugar, entre otras cosas, a que Chiledeportes entregue recursos a Federaciones específicas y no a todos los deportes.





También destacó que tampoco existe un tribunal deportivo que fiscalice el uso de los dineros entregados. Planteó que este organismo debería existir y, además, contar con jurisdicción sobre todo el deporte, y con la posibilidad de sancionar a deportistas y dirigentes.





Resaltó que el Comité Olímpico tampoco puede regular a las Federaciones; por ello, insistió, un tribunal arbitral sería el único que podría regularizar los problemas económicos que se observan en este ámbito. Los deportistas, añadió, lo único que pueden hacer para sancionar un ilícito es denunciarlo a la prensa, y, así, evitar los desórdenes que se presentan en la entrega y administración de dineros.





Resumió su intervención señalando que son muchas las dificultades que enfrentan cada uno de ellos para subsistir y para practicar el deporte, por lo que esperan de los legisladores una ayuda para regular mejor la práctica del deporte.





Luego intervino el señor Mauricio Huerta, deportista destacado en tiro al blanco, que obtuvo medalla de oro en los Juegos Odesur realizados en Medellín.





El señor Huerta coincidió con lo expuesto precedentemente. Además, puso de relieve las dificultades que los deportistas de alto rendimiento tienen para acreditar ingresos. Explicó que, como no reciben remuneración ni tienen empleador, en la vida diaria les resulta muy difícil acceder al crédito o poder adquirir algún bien de cierto valor. Los únicos ingresos que reciben, informó, son pequeños subsidios que alcanzan como premio en las ocasiones en que obtienen una medalla en algún torneo internacional. Si más tarde su rendimiento en un nuevo campeonato no les permite acceder a una medalla, se les suspende el subsidio.





Solicitó considerar entre las medidas legislativas que se estudie el establecimiento de algún fondo previsional y de salud. Enfatizó que actualmente los deportistas chilenos de alto rendimiento carecen de todas esas ayudas y cuentan solamente con un seguro contra lesiones.





A modo de ejemplo, informó que él había obtenido del Estado una gratificación de cuatrocientos mil pesos mensuales hasta los próximos Juegos Odesur, pero recientemente le avisaron que este incentivo ya no será más por cuatro años como se había comprometido, sino que se renovará anualmente.





 En suma, pidió considerar se establezca legalmente un sistema permanente de retribuciones que permita representar adecuadamente al país en los torneos deportivos internacionales.





Hizo notar que, en cambio, en el ámbito del fútbol se logró una reglamentación que favorece a los deportistas y les permite ser considerados profesionales.





En relación con las nuevas exigencias que el proyecto de ley impone a los dirigentes deportivos, el señor Huerta coincidió en que quienes estén a cargo de la conducción de una federación deportiva deben ser personas especialmente capacitadas y, además, adecuadamente retribuidas. Actualmente, agregó, para ser presidente de una Federación no se necesita experiencia deportiva; basta con que los representantes de las asociaciones se pongan de acuerdo para elegir a alguien, a veces por simpatías más que por idoneidad.





Concordó con la opinión expresada en cuanto a que en nuestro país no es poco el dinero destinado al deporte, sino que, más bien, faltan mecanismos de control sobre esos recursos.





Aseguró que Chiledeportes no tiene capacidad para supervisar los proyectos que están en ejecución, que falta supervisión, pero, sobre todo, añadió, echa en falta voluntad política para ayudar al crecimiento del deporte.





El Honorable Senador señor Larraín señaló que la información entregada es muy ilustrativa y le confirma su impresión de que es indispensable abordar las mejoras que necesita el deporte chileno y, especialmente, los justificados apoyos que requieren los deportistas.





Pidió saber cómo creen que en la situación de cada uno el proyecto que se está discutiendo les puede, en concreto, ser útil.





Los señores Escalante y Huerta manifestaron que valoran en particular el propósito de reconocer el deporte como una actividad importante, que merece ser considerada como una verdadera profesión. En segundo lugar, destacaron la exigencia de cumplir ciertos requisitos para poder desempeñarse como dirigente deportivo. Pusieron de relieve que para ellos, por sobre todo, lo fundamental es que la ley del deporte reconozca el esfuerzo de los deportistas.





El Honorable Senador señor Espina aseveró que la Ley del Deporte es una muy buena ley, pero mal implementada, precisando que, en todo caso, los legisladores no son los responsables de la forma en que la ley se pone en ejecución.





Recordó que el referido ordenamiento divide al deporte en cuatro áreas básicas: deporte formativo, recreativo, competitivo y de alto rendimiento. A su vez, contempla cuatro mecanismos de financiamiento del deporte, algunos de los cuales no han funcionado adecuadamente: donaciones, Fondo Nacional del Deporte, subsidios y concesiones deportivas. Afirmó que de los anteriores, solamente se ha aplicado bien el Fondo Nacional.





Desde otra perspectiva, manifestó que en nuestro país no cabe esperar que el deporte se desarrolle únicamente con recursos estatales; por lo demás, añadió, no existe ningún Estado donde esta actividad se financia solamente con recursos públicos. Se debe hacer participar a la empresa privada, enfatizó, la que debería financiar torneos y deportistas y por esta vía prestigiar su marca. Lamentablemente, agregó, en ocasiones las federaciones con su actitud han perjudicado a determinadas empresas.





En relación con lo anterior, aseguró que los deportes colectivos están en desventaja respecto a los de carácter individual, atribuyendo esta situación a las diferencias que entre esas categorías hacen los reglamentos.





El Honorable Senador señor Pizarro manifestó su complacencia porque los deportistas estén presentes en este debate para ilustrar la realidad del deporte chileno de alto rendimiento.





Indicó que lo que debe definir el trabajo legislativo en este ámbito es la conveniencia de hacer una distinción entre el deporte profesional y el deporte recreativo.





Siguiendo esta línea, aseveró que se debe realizar un debate acerca de la política de desarrollo y de fomento al deporte que debe llevar adelante el país.





Respecto de este último punto, hizo notar que el Consejo Nacional de Deporte, contemplado en la Ley del Deporte, nunca ha funcionado. La entidad que la legislación chilena contempla para reunir a los representantes del Estado, del mundo de los deportistas, de los académicos, etc., no tiene vida activa.





En relación a las opiniones expresadas por los deportistas en el seno de la Comisión, sostuvo que resulta difícil implementar cabalmente lo que plantean. Además, discrepó de la afirmación de que existirían fondos suficientes para el desarrollo del deporte en Chile. A su juicio, la realidad y el interés social indican que faltan recursos. A lo menos, añadió, el Estado y la sociedad tienen la obligación de financiar una representación deportiva del país, cuando ella no tiene los medios para hacerlo.





La Honorable Senadora señora Alvear puso de relieve las dificultades expuestas por los deportistas que han prestado testimonio ante esta Comisión, los que calificó como dramáticos. Consideró denigrante que deban depender de obtener una medalla para acceder a unos pocos recursos o que sean calificados de indigentes para recibir atenciones de salud.





Resaltó, también, la escasa transparencia y la falta de control de los recursos que administran las federaciones, así como la ausencia de reglas claras para determinar qué deportistas participan en competencias internacionales.





Puso de relieve la urgencia de consagrar mecanismos de resolución de los conflictos que se plantean en este campo y de aclaración de situaciones dudosas.





Por otra parte, manifestó que como Chile será sede de los Juegos Odesur el año 2014, existe la posibilidad de que, a raíz de ello, nuestro país enriquezca significativamente su infraestructura deportiva.





Sobre este punto consultó la visión que los deportistas tienen de este desafío para el país, frente a lo cual los señores Escalante y Huerta opinaron que no existe un número adecuado de deportistas para participar en estos Juegos, ya que hasta ahora no ha habido la preparación necesaria.


En una sesión posterior, expuso ante la Comisión el Subsecretario de Deportes, señor Gabriel Ruiz-Tagle.


Su preocupación central, dijo, dice relación con la necesidad de avanzar en profesionalizar la gestión federativa a través de políticas focalizadas que cuenten con herramientas eficaces a nivel legislativo, de manera de otorgar el marco y las competencias necesarias a la institucionalidad deportiva.


Consideró conveniente estudiar la creación de una nueva categoría de Federación, la Federación Deportiva Nacional, distinguiéndola de la simple federación. Este nuevo tipo de entidad estaría constituida por asociaciones regionales, afiliada a la Federación Internacional (Fl) del mismo deporte o, en caso de no existir la Fl, se vincularía al Comité Olímpico de Chile. Señaló que esta federación debería tener una presencia efectiva en el territorio nacional, para lo cual tendría que acreditar, a lo menos, presencia en cinco regiones del país.


Propició la formación de una Comisión de Deportistas integrada por atletas en actividad o que se hayan retirado en los últimos ocho años. Sugirió que el presidente de esta Comisión tenga derecho a voz y voto en las asambleas de la Federación y su misión sería asesorarla en todas las materias referidas a los deportistas de la respectiva disciplina.


Respecto del requisito de ejercicio en calidad de socio o de dirigente de las organizaciones de base por más de un año para ser integrante del Directorio de una organización deportiva, estimó que debe eliminarse o sustituirse por un quórum de patrocinio de las organizaciones de base, de manera de posibilitar el acceso de personas intachables o, incluso, deportistas destacados de la respectiva disciplina a la dirigencia sin más requisitos que la legitimidad de ser propuestos y votados por las señaladas organizaciones de base.


Manifestó su acuerdo con la proposición de prohibir la reelección de los directores; incluso, expresó ser partidario de explicitar que no podrán integrar el directorio, sea en la función que detentaban o en cualquier otra para, así, evitar la "rotación de cargos". Agregó que, para salvaguardar las buenas gestiones, podría establecerse una excepción a esta disposición, que podría consistir en la reelección del respectivo director por unanimidad o con un quórum mayor a la simple mayoría.


Adhirió, además, a la idea de efectuar auditorías externas a los balances de las federaciones. Resaltó que, en esta línea, Chiledeportes quiere ir más allá: anunció que instará por establecer como limitación de asignación de recursos el hecho de entregar el balance auditado al Instituto Nacional de Deportes. Sostuvo que el Instituto no debería poder entregar recursos de ningún tipo a aquellas federaciones deportivas que no hayan entregado el referido balance. De esta forma, añadió, sería el propio Instituto el obligado a publicar los balances en su sitio electrónico, avanzando enormemente en materia de transparencia del manejo de los recursos. Aseguró que este mecanismo ofrece razonables garantías desde el punto de vista de la misión de supervigilancia del Instituto, a la vez que se constituye en una drástica sanción para quienes incumplan con la obligación.


Respecto al tribunal de arbitraje deportivo que la Moción plantea, opinó que sin duda es una necesidad y constituiría un gran aporte en la resolución de los conflictos que suelen paralizar el quehacer federativo.


Complementó esta proposición sugiriendo ampliar la potestad disciplinaria de los Tribunales de las Federaciones Deportivas Nacionales, de manera que puedan sancionar y juzgar situaciones en que estén involucrados directivos, deportistas, técnicos, etc., que pertenezcan a las organizaciones de base o a las afiliadas a una Federación Deportiva Nacional.


Sobre este mismo punto, planteó crear un Tribunal Deportivo común para todo el deporte. Concordó en que a lo menos este Tribunal debería sancionar conductas contrarias a la ética y las faltas deportivas y, en general, las materias de que conocen los Tribunales de las Federaciones. En materia extradeportiva, manifestó que debiera establecerse la posibilidad de que a través del compromiso de los afectados puedan entregarle competencia a este Tribunal Arbitral para conocer y resolver todo lo que sometan a su conocimiento.


Además, sostuvo que es necesario facultar al Instituto Nacional del Deporte para designar interventores que administren los recursos entregados por el Estado, en caso de que las federaciones estén inhabilitadas para gestionarlos.


Sugirió que el interventor tenga todas las facultades necesarias para administrar dichos fondos y ejecutar las actividades, programas o proyectos para los cuales fueron transferidos dichos recursos; que sean designados de una nómina que se confeccionará conforme a un reglamento que se dictará al efecto, en el cual se señalarán sus facultades, duración, requisitos, etc.; y deberá, especialmente, velar por que los deportistas no se vean afectados en su desarrollo y competencias como consecuencia de la inhabilitación de las federaciones.


Finalmente, ofreció desarrollar un trabajo conjunto para el perfeccionamiento de esta iniciativa legal, al que podría concurrir la entidad que dirige y el Comité Olímpico de Chile. Invitó formalmente para este efecto a los miembros de la Comisión y sus asesores, programando las reuniones que sean necesarias para alcanzar este objetivo. Además, se comprometió, a nombre del Ejecutivo, a elaborar proposiciones concretas que perfeccionen la Moción.

A continuación, el abogado asesor del Instituto Nacional de Deportes, señor Dezulovic, reiteró los planteamientos expuestos por el señor Subsecretario y puso a disposición de la Comisión un documento que contiene diversas observaciones y proposiciones normativas que recaen en diversas disposiciones de este proyecto de ley. El referido antecedente se adjunta como anexo del presente informe.

- - -


En consideración a los antecedentes reunidos, los testimonios recibidos y las intervenciones reseñadas precedentemente, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Soledad Alvear, puso en votación en general el proyecto. Éste fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín y Walker, don Patricio.

- - -


En virtud del acuerdo precedente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general de esta iniciativa, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Incorpórase al Título III de la ley N° 19.712, el siguiente párrafo 4°, nuevo:

"Párrafo 4°

Régimen especial de las Federaciones Deportivas Nacionales





Artículo 40 bis a.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los párrafos 1°, 2° y 3° de este título, las federaciones deportivas nacionales a que se refiere la letra f) del artículo 32 de esta ley, en adelante las federaciones o la federación, se sujetarán a las siguientes reglas especiales.





Artículo 40 bis b.-Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto Supremo Nº 59, que establece el reglamento de organizaciones deportivas, en adelante el reglamento, para adquirir la calidad de socio, se deberá presentar un plan de gestión deportiva de su representada, el que deberá ser aprobado en asamblea general extraordinaria de la federación por los dos tercios de los socios en ejercicio.





Artículo 40 bis c.-Cada organización deportiva asociada a la federación, deberá presentar como delegado a las asambleas generales, ordinarias y extraordinarias, además de su Presidente, su secretario y su tesorero a un deportista afiliado a la organización, quien tendrá derecho a voto. El deportista que deba concurrir a una asamblea, será designado por la mayoría de los deportistas afiliados a la organización en asamblea extraordinaria de la organización y no podrá asistir a más de una asamblea anual de la federación.





La no presentación de un deportista como delegado de k organización, será causal de pérdida de la calidad de afiliado por parte de la organización. Asimismo, cualquier hostigamiento, presión o amenaza que se ejerza respecto del delegado por algún miembro directivo de k organización a la que representa el deportista, deberá ser informado por éste al Tribunal de Arbitraje Deportivo.





40 bis d.- Además de las materias señaladas en el artículo 33 del reglamento, será materia de la asamblea general extraordinaria de socios, la aprobación de los nombres de los deportistas que representarán a la federación en competencias internacionales por la mayoría de los socios presentes.





Artículo 40 bis e.- Las federaciones deportivas nacionales realizarán, al menos, cuatro asambleas anuales, debiendo transcurrir como mínimo 60 días entre una y otra.





Artículo 40 bis f.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 22 del reglamento, para ser director de una federación deportiva, se deberá acreditar:





a) Estudios académicos superiores en materia deportiva y,





b) Haber ejercido como directivo de la organización a la que representa u otra en que haya participado, referida a la disciplina deportiva de la federación.





Artículo 40 bis g.- Los miembros del directorio de las federaciones durarán cuatro años en sus cargos, no pudiendo ser reelegidos consecutivamente.





Artículo 40 bis h.-No podrán ser directores de las federaciones deportivas nacionales:





a) Las personas que hayan sido procesadas, formalizadas o condenadas por delitos contemplados en las leyes que sancionan hechos de violencia en recintos deportivos y establecen normas sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas;





b) Las personas que hayan sido procesadas, formalizadas o condenadas por delitos en el ejercicio de cargos de director o como miembro en la misma federación o en otra organización deportiva, y





c) Aquellos funcionarios públicos que por la naturaleza de sus funciones, puedan comprometer los intereses de la federación deportiva que pretende dirigir.





Artículo 40 bis i.- Los directores de las Federaciones deportivas nacionales no podrán:





a) Proponer modificaciones de estatutos o adoptar políticas o decisiones que no tengan por objeto el interés de la federación;





b) Impedir u obstaculizar las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de sus dependientes en la gestión de la federación;





c) Inducir a sus dependientes o a los miembros de la comisión de auditoría o revisora de cuentas, a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas u ocultar información;





d) Presentar a las organizaciones miembros de la federación informaciones falsas u ocultarles antecedentes de carácter esencial;





e) Tomar en préstamo dinero o bienes de la federación o asignados a ésta en provecho propio, de su cónyuge, de sus parientes, representados o de sociedades en las que participen;





f) Usar en beneficio propio o de terceros relacionados las oportunidades comerciales de que tuvieren conocimiento en razón de su cargo, y





g) En general, practicar actos ilegales o contrarios a los estatutos o al interés de la federación o usar de su cargo para obtener ventajas indebidas para sí o para terceros relacionados, en perjuicio del interés de la federación.





Artículo 40 bis j.- Los directores de las federaciones deportivas nacionales, en el ejercicio de sus cargos, responderán hasta por culpa leve, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera afectarles.





Artículo 40 bis k.- Las federaciones deportivas nacionales llevarán contabilidad separada respecto de los ingresos y gastos que administren. El balance respectivo deberá ser auditado por una entidad inscrita en el Registro de Auditores Externos de la Superintendencia de Valores y Seguros, y publicarse un extracto del mismo en los espacios comunes de las dependencias de la federación o en el portal de Internet oficial de ésta, por un término de 90 días desde su aprobación por la comisión de auditoría o revisora de cuentas del artículo 40 de esta ley.





Artículo 40 bis l.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 del reglamento, existirá para las federaciones deportivas, un tribunal de arbitraje deportivo, en adelante el tribunal.





Artículo 40 bis m.- Para ser miembro del tribunal, se deberá estar en posesión del titulo de abogado y acreditar estudios académicos superiores en materia deportiva. No podrán ser miembros del tribunal, quienes se vean afectado por alguna de las inhabilidades establecidas para los directores en el artículo 40 bis h, como también, quienes posean parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo por afinidad con directores de federaciones deportivas.





Artículo 40 bis n.- El Comité Olímpico de Chile deberá convocar a un concurso público al tercer año del periodo del tribunal y publicar sus antecedentes en un diario de circulación nacional con a lo menos tres de meses de anterioridad a la elección de los postulantes. Las federaciones deportivas dispondrán de un fondo especial destinado a cancelar los honorarios de los profesionales.





Artículo 40 bis o.- El tribunal se constituirá en asamblea extraordinaria convocada por el Comité Olímpico de Chile cada cuatro años. En dicha asamblea el Comité deberá dar cuenta del proceso de selección y los nombres de los postulantes.





Sólo podrán concurrir a dicha asamblea las directivas de las federaciones deportivas y sólo podrá votar el presidente o en su ausencia, quien la asamblea de la federación designe.





La propuesta del Comité Olímpico de Chile con los postulantes a miembros del tribunal, deberá ser ratificada con la aprobación de los dos tercios de los socios presentes. De no reunirse el quórum señalado, se deberá convocar a una nueva asamblea. Si nuevamente no se reúne el quórum, se tendrá por aprobada la propuesta del Comité y por nombrados a los miembros del tribunal.





Artículo 40 bis p.-Dentro de sus atribuciones, el tribunal deberá:





a) Recibir, conocer, investigar y resolver los reclamos por faltas a la ética y disciplina deportiva.





b) Conocer de los reclamos que se originen con motivo de la selección de un deportista para una competencia internacional, sin haberse aprobado en la respectiva asamblea.





c) Llevar un libro o registro de penalidades, sanciones o medidas disciplinarias aplicadas y el archivo de los procedimientos realizados;





d) Aplicar penalidades, sanciones o medidas disciplinarias por dichas faltas, las que podrán ser; amonestación verbal, amonestación por escrito, censura, suspensión y destitución del cargo.





Artículo 40 bis q.- Podrán presentar reclamaciones al Tribunal las siguientes personas:





a) Cualquier deportista afiliado a una federación deportiva;





b) Quienes posean el cargo de Presidente, Secretario o Tesorero de una organización deportiva asociada a una federación deportiva, y





c) Quienes sean directores de una federación deportiva.





Artículo 40 bis r.- El procedimiento se iniciará mediante una presentación escrita al tribunal, debidamente fundada, por cualquiera de las personas señaladas en el inciso anterior. Dentro de 15 días corridos de recibido el reclamo, el tribunal deberá citar mediante carta certificada al reclamante y a quienes por la naturaleza del reclamo deban ser oídos y resolverá en única instancia dentro del plazo de 30 días de celebrada la audiencia.





Artículo 40 bis s.- La resolución que resuelve el reclamo deberá notificarse por carta certificada a los interesados y sus efectos comenzarán a regir desde la notificación.





Artículo 40 bis t.- La destitución del cargo procederá en los casos de la letra a) del artículo 40 bis p. En los demás casos, el tribunal aplicará la sanción que correspondiere de acuerdo al mérito del reclamo sometido a su conocimiento.”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 29 de junio, 6 de julio, 1° de septiembre y 1° de diciembre, todas de 2010, y 12 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 17 de enero de 2011.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA AL SEÑOR EDUARDO SIMON BERNHEIM

(7346-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al señor Eduardo Simon Bernheim.





La presente iniciativa tuvo su origen en moción del Honorable Senador señor Antonio Horvath.





Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 7 de diciembre de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, y lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -  

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho.


La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- De Hecho.



2.1.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:

a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


2.2.- La Moción que da origen al proyecto en informe.


Informa que don Eduardo Simon Bernheim nació en Paris el 28 de enero de 1923. Debido a que sus antepasados eran dueños de la Casa Francesa en Santiago, realiza sus primeros viajes a nuestro país en los años veinte y, posteriormente, en 1939. Estando en Chile, decide enrolarse en el ejército francés para servir a su patria y combate en la segunda guerra mundial.


Finalizada la guerra, don Eduardo regresa a nuestro país  y  su espíritu aventurero lo impulsa a buscar un lugar alejado de la capital para instalarse y construir su vida.  Es así como en 1948, a los 25 años, se adentra desde Puerto Aysén, entre ríos y montañas, en busca de animales y de nuevas tierras.  Tras 13 días de cabalgata, llega a Lago Verde, cerca de la frontera con Argentina y se instala en el fundo Cacique Blanco.  Desde esa fecha, son más de 63 años los que don Eduardo lleva haciendo patria chilena, dedicado a limpiar terrenos y a producir su campo con la crianza de ganado y cultivos.


Hace presente que los primeros años en nuestro país fueron muy duros, debido al clima y al intenso trabajo, pero su incansable amor por estas tierras lo impulsó a superar los obstáculos. Durante todos estos años, don Eduardo ha dado empleo a muchas familias de la zona y conoce mejor que los propios lugareños cada río, cada montaña y cada lugar del sector. Sólo en su primer año en Lago Verde, realizó 11 viajes a caballo de 15 días de duración a Coyhaique, situada esta última a más de 300 kilómetros hacia el sur, para adquirir materiales de trabajo y medicamentos para los habitantes de su comuna.


En 1957, su espíritu emprendedor lo llevó a importar desde Estados Unidos su primer avión particular y construye una pista de aterrizaje al costado de su casa. Así, junto a los pilotos Ernesto Hein y Federico Führer, don Eduardo pertenece a la primera generación de aviadores patagónicos.


Enfatiza la Moción que, desde esa fecha, don Eduardo se ha caracterizado por realizar una fuerte labor humanitaria, además de una  solidaridad  reconocida y agradecida por los habitantes de la zona. En efecto, durante muchos años dedicó innumerables esfuerzos en trasladar de manera gratuita a enfermos y mujeres embarazadas al hospital de Coyhaique, además de prestar servicio a las rondas médicas y de trasladar a los  colonos en caso de emergencia o para realizar sus controles de salud.  Del mismo modo, semanalmente, trasladaba a los niños desde Lago Verde y la Tapera al internado de la escuela El Balseo, cerca de Puerto Aysén, debiendo atravesar cientos de kilómetros de cordillera. 


Recuerda que don Eduardo fue distinguido por sus más de 6.000 horas de vuelo como piloto civil, y que la mayor parte de ellas  han sido navegadas en cielos patagónicos. Al respecto, menciona que la Patagonia chilena y su cordillera se caracterizan por ser una de las rutas aéreas más peligrosas para avionetas, por sus drásticos e imprevisibles cambios climáticos, no obstante, estas circunstancias adversas jamás opacaron el interés y voluntad de ayudar al prójimo que manifiesta don Eduardo. 


En noviembre de 1997, la Intendenta Regional de Aysén junto al Consejo Regional le rindieron un público homenaje por su especial aporte a la existencia y a la grandeza espiritual y material de la Región de Aysén. En dicha oportunidad, resaltan los valores que don Eduardo representa y que constituyen un ejemplo de vida y de entrega, a favor de la comunidad y en particular, de los más necesitados.  Del mismo modo, reconocen su compromiso por el desarrollo de Lago Verde y, especialmente, destacan con inmensa gratitud, la dignidad, la equidad, el cariño y esfuerzo que a diario realiza por el bienestar de sus trabajadores. 


Finalmente, hace presente que don Eduardo junto a su señora, gozan del cariño y reconocimiento de los colonos de la zona de Lago Verde, en particular, de sus vecinos y trabajadores. Han construido una región con esfuerzo y con abnegación. Representa un símbolo de amor por esta patria que lo recibe con gratitud, no como un forastero, sino como a quien ya es un chileno de alma. Lleva más de sesenta y tres años en nuestro país, y con sus 88 años, participa como un trabajador más en la esquila de las ovejas. Visita las casas de las familias de sus trabajadores y manifiesta un permanente interés por sus necesidades, salud y situación de sus hijos.  Por todas estas consideraciones, estiman que don Eduardo Simon  Bernheim es acreedor de méritos suficientes para ser considerado un gran servidor a la patria, y, en consecuencia, otorgarle la nacionalidad chilena por especial gracia.


4.- Oficio N° 0018 del Servicio de Registro Civil e Identificación en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Eduardo Alberto Pedro Simon Bernheim.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al estudiar el proyecto de ley en informe la Comisión tuvo presente que don Eduardo Simon ha hecho patria en nuestro país por más de sesenta y tres años.  Durante estos largos años, ha desarrollado una abnegada y solidaria labor junto a los habitantes de la zona sur del país, particularmente, en la Región de Aysén, sin dejarse amedrentar por las inclemencias del tiempo y, velando en forma especial, por mejorar la calidad de vida de los más necesitados.


Considerando lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Eduardo Simon Bernheim es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios a los que alude la norma del número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.  


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular, el siguiente proyecto de ley:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Eduardo Alberto Pedro Simon Bernheim.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 12 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta), y señores Hosain Sabag Castillo y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Sala de la Comisión, a 17 de enero 2011.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD POR GRACIA AL SEÑOR GERARDO ALKEMADE DOLLE.

(7237-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al señor Gerardo Alkemade Dolle.





La presente iniciativa tuvo su origen en moción del Honorable Senador señor Francisco Chahuán.





Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, con fecha 29 de septiembre de 2010, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

- - -


Vuestra Comisión, teniendo presente que la iniciativa consta de un artículo único, y lo prescrito por el artículo 127 del Reglamento del Senado, acordó efectuar y proponer su discusión en general y particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES


1.- De Derecho.


La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, Nº 4°, dispone que son chilenos: “4º. Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 


2.- De Hecho.



2.1.- Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:

a.- La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.


b.- Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.


c.- Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado a la República.


d.- Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.


e.- A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.


f.- Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.


2.2.- La Moción que da origen al proyecto en informe.


Destaca que la nacionalización por especial gracia constituye el más alto honor que el Estado chileno puede conferir a un extranjero, en razón de su aporte al país y entrega al servicio de la nación, en áreas o actividades específicas de relevancia nacional.


En virtud de lo anterior y, en reconocimiento a su noble entrega de evangelización misionera a extensos sectores de la feligresía católica de nuestro país, anhelan que el Estado de Chile otorgue la nacionalidad por especial gracia al ciudadano holandés, presbítero Gerardo Alkemade Dolle, perteneciente, en la actualidad, a la diócesis de Melipilla.


En seguida, la Moción relata los aspectos más relevantes de la vida del padre Gerardo Alkemade. 


Informa que el religioso nació en Holanda, el 14 de diciembre de 1931. A los 14 años ingresó al Seminario y, posteriormente, ingresó a la Facultad de Teología de la Universidad Católica de Lovaina en Bélgica.


Luego de ser ordenado sacerdote el 15 de agosto de 1957, se vino a Chile a desarrollar una labor misionera al igual que otros eclesiásticos europeos que, en esa época, suplían la falta de sacerdotes en los sectores rurales de nuestro país. 


En efecto, el 8 de enero de 1958 llega a Chile y comienza a ejercer su apostolado en la diócesis de Osorno, desarrollando importantes labores en el Instituto de Educación Rural en Loncoche y Rupanco.  Cinco años más tarde, es nombrado Párroco de Puerto Octay, cargo que desempeñó hasta 1975.  En esa época, inició la construcción de un nuevo edificio para la escuela parroquial así como también colaboró en la construcción de escuelas particulares de Piedras Negras y Río Blanco.


Posteriormente, es designado vicario parroquial de la Catedral de Osorno hasta el año 1981, desempeñándose en forma simultánea como Director Diocesano de Caritas Chile. En ese período propició la construcción de numerosos caminos vecinales rurales en el sector  costero y obras de adelanto en varias poblaciones.


Un año más tarde, en 1982, y continuando su incesante labor pastoral, el padre Alkemade es destinado Párroco de la comuna de Alhué, ejerciendo un fructífero ministerio pastoral y social. 


Explica la Moción que con ocasión del terremoto del 3 de marzo de 1985, el pueblo de Alhúe quedó prácticamente en el suelo, ocasión en que el padre Alkemade, en pleno ejercicio de su cargo, se hizo cargo de la situación y lideró con todos sus habitantes una cruzada para la reconstrucción de viviendas dignas.  Para estos efectos, empleó los mismos materiales que habían utilizado los fundadores de la villa, esto es, adobe, barro y madera, incorporando, a la vez, técnicas nuevas. Agrega que con la ayuda económica de Caritas Chile y con la asesoría de un grupo de arquitectos formó comités de auto construcción en diversas localidades aledañas, cuyas casas reconstruidas exhibían con orgullo la Cruz de Caritas como testimonio de agradecimiento por el aporte de dicha institución.


Una vez terminado el proceso de reconstrucción de las viviendas, el Padre Gerardo orientó sus esfuerzos en levantar las capillas destruidas por el terremoto y la iglesia de la sede parroquial de Alhué.  Además de continuar impulsando obras en beneficio de la comunidad, como la entrega de alimentos, obtenida gracias a la ayuda de Caritas Chile, logró recuperar un importante sector que abastecía de regadío a la villa.


Destaca que su incansable labor y entrega a la comunidad se extendió, también, a San Antonio y Llolleo. En este último lugar, inició la construcción de un hogar de ancianos y de salas parroquiales; edificó diversas capillas y construyó 300 viviendas por sistemas de autoconstrucción para pescadores artesanales; además, de policlínicos parroquiales y viviendas ecológicas y sustentables con materiales locales y climatización pasiva para el desarrollo de diversos pobladores del puerto de San Antonio.


Informa que durante el período en que el Padre Gerardo se desempeñó como Párroco de Alhué, comenzó a generar la idea de instaurar una obra que conservara la tradición histórica y cultural de la comuna, la que, posteriormente, se plasmó en la inauguración del Museo de Alhué.  Este sitio es  muy visitado por los turistas y en él se exhiben diversas diapositivas y videos de la comuna, así como también ornamentación e imaginería religiosa, además de otros elementos de labranza y de la vida cotidiana de sus habitantes de la época de la Colonia hasta la actualidad.


Señala, a continuación, que luego de una extensa trayectoria apostólica y misionera, en el año 1995, el Padre Gerardo Alkmade se acoge a jubilación y se instala en un sector de la ex hacienda Alhué, lugar desde donde colabora y presta asistencia espiritual en forma permanente a los fieles de la parroquia local.


Destaca que en el año 2007, luego de haber cumplido cincuenta años de labor sacerdotal y doce de residencia permanente en la  comuna de Alhué es nombrado Hijo Ilustre por el Concejo Municipal de la comuna, en reconocimiento a las múltiples obras e iniciativas a favor de su comunidad como las que actualmente desarrolla a favor de la conservación de su patrimonio cultural e histórico. 


Finalmente, la Moción hace presente que el Padre Gerardo Alkemade Dolle ha sido un hombre excepcional y que su vida se ha  caracterizado por una total entrega en favor de las comunidades rurales de nuestro país, las que han reconocido sus valiosos méritos y su gran calidad humana e incansable vocación de servicio en beneficio de los sectores más desprotegidos, así como también, su interés en resguardar el patrimonio cultural de la comunidad de Alhué, todo lo cual, lo hace acreedor para que se le conceda la nacionalidad chilena por especial gracia.


4.- Oficio N° 0567 del Servicio de Registro Civil e Identificación en virtud del cual remite antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Gerardus Cornelis Jozef Alkemade Dolle.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al estudiar el proyecto de ley en informe la Comisión tuvo presente que el padre Gerardo lleva realizado su labor pastoral por más de cincuenta años en nuestro país, con un profundo contenido social, el cual se ha caracterizado por su permanente apoyo a la comunidad, uniendo trabajo y esfuerzo en la construcción de caminos, escuelas, sedes parroquiales y viviendas sociales, todo lo cual constituyen méritos suficientes para ser acreedor de este reconocimiento.


Considerando lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena por especial gracia a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el señor Gerardo Alkemade, con su abnegada labor pastoral y su trascendente actividad evangelizadora es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado los valiosos servicios a los que alude la norma contenida en el número 4° del artículo 10 de la Constitución Política de la República.  


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Kuschel y Sabag.


En consecuencia, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, que aprobéis, de conformidad a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de esta Corporación, en general y en particular, el siguiente proyecto de ley:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Gerardus Cornelis Jozef Alkemade Dolle.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 12 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta), y señores Hosain Sabag Castillo y Carlos Ignacio Kuschel Silva.


Sala de la Comisión, a 17 de enero 2011.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, HORVATH Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, RELATIVO AL MATRIMONIO HETEROSEXUAL

(7458-07)

El país ha experimentado, en los últimos treinta años, cambios sustanciales en los ámbitos político, económico y social.

Lamentablemente, de la mano de estos avances y de los cambios culturales que los mismos conllevan, ha surgido una suerte de crisis en la vigencia y conceptualización de instituciones tan fundamentales como el de familia y el matrimonio, motivada por factores tan disímiles como la pérdida de valores, el influjo de la sociedad de consumo en la definición de los proyectos personales y de pareja.

La paulatina y aparente desafección al concepto de familia y, en particular, de la matrimonial, se refleja, indudablemente, en la progresiva reducción del número de personas que contraen el vínculo año a año. A los cambios en la conformación de los núcleos familiares, se añade la disminución en su tamaño y el número de hijos.

Nuestro Código Civil, en su artículo 102, define al matrimonio, como “un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de procrear, y de auxiliarse mutuamente”.

Para el tratadista George Renard, el matrimonio “es un acto-condición bajo la forma contractual y al mismo tiempo un acto de fundación de una institución: la familia.”

En nuestro país, el profesor Manuel Somarriva enseñaba: “El matrimonio es una institución compuesta de un conjunto de reglas esencialmente imperativas, cuyo fin es dar a la unión de los sexos, a la familia, una organización y moral que corresponda a la vez a las aspiraciones del momento, a la naturaleza permanente del hombre como también a las directivas dadas por la noción de Derecho”.

Las especiales características del vínculo matrimonial están determinadas por su naturaleza antropológica y sagrada, de acuerdo a las creencias religiosas y por la importancia que esta institución tiene en el plano social, que la hacen digna de la mayor consideración y protección por parte de la ley y del aparato estatal.

Frente a la explicable, y por cierto encomiable preocupación de proteger los modelos de familias alternativos, se hace necesario que las autoridades tengan presente lo señalado por el sociólogo Eugenio Tironi: “Los estudios muestran que la familia nuclear tradicional es el modelo que genera más felicidad, bienestar y equilibrio” Y agrega que “con el fin de fomentar la felicidad, el Estado debiera promoverla, del mismo modo como el Estado promueve un ambiente antitabaco, contrario al alcohol o a la obesidad, con el fin de proteger la salud de la población”.

Pese a la incuestionable importancia y valor que el matrimonio tiene en el ámbito social, las normativas que lo definen, regulan y fijan sus efectos (el Código Civil y la Ley de Matrimonio Civil) son -en general- leyes ordinarias, esto es, de aquellas que para ser aprobadas, modificadas o derogadas, solo requieren de la concurrencia de la mayoría de los diputados y senadores asistentes a la sesión respectiva.

A esta fragilidad del instituto matrimonial, se añade la circunstancia de que no existen, al menos explícitamente, disposiciones legales que impongan al Estado el deber de resguardarlo, promoverlo o cautelarlo, como sí ocurre con el concepto de familia.

La tendencia actual del Derecho es, sin embargo, procurar la “constitucionalización” de las diferentes ramas del derecho de familia, incluido el matrimonial, a fin de reconocer una suerte de orden público familiar, cuya consagración positiva en nuestro ordenamiento jurídico, se encuentra en el artículo 1° de la Constitución Política de la República, como una de las “bases de la institucionalidad”, declarando por un lado, a la familia como “el núcleo fundamental de la sociedad” y por otro que es deber del Estado darle protección y propender al fortalecimiento de ésta.

La aprobación de esta iniciativa, no significará en modo alguno que el Estado desatienda o desampare a los otros tipos de familias (monoparentales u originadas en uniones de hecho), sino que solo definirá mecanismos idóneos para alentar y resguardar la unión matrimonial, entre un hombre y una mujer, en el entendido que ésta es el medio más eficaz para, en palabras del constituyente “crear las condiciones sociales que permitan a todos y cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización espiritual y material posible, con pleno respeto a los derechos y garantías que esta Constitución establece”. Con esta acción, el ente público, que está al servicio de la persona humana, no hará sino cumplir su finalidad de promover el bien común.

Para varios juristas nacionales la constitucionalización de la institución de la familia incluye la del matrimonio, por lo cual la reforma que promovemos solo transforma en explícito un principio constitucional tácito.

Así por lo demás, lo ha entendido la Corte Suprema, en un fallo pronunciado el 14 de diciembre de 1992, al expresar: “Que el matrimonio, más que un contrato civil, como se contempla en nuestra legislación, es institución dado el alcance y proyección del mismo en cuanto conforma la familia y, por ende, de la sociedad. Este concepto se encuentra recogido en la Constitución Política de la República y se desarrolla a través del llamado derecho de familia, que regula la relación personal y patrimonial entre los cónyuges y las de éstos con los hijos comunes. En consecuencia, todo lo relacionado con el matrimonio conforma el orden público familiar, en el cual, como es natural, tiene interés la sociedad toda, más allá de lo que puedan hacer valer los interesados directamente”.

En un sentido similar, el profesor Hernán Corral Talciani estima que “si el concepto constitucional de familia debe tener un contenido determinado, éste no puede ser otro -a falta de declaración expresa en el texto o en las actas- que la familia fundada en el matrimonio. Otras formas de convivencia podrán ser más o menos admisibles jurídicamente, pero lo que la Constitución declara como núcleo fundamental de la sociedad, es la familia edificada sobre la base de la unión personal de los cónyuges”.

Por otra parte, un precepto como el que abogamos, guardaría plena armonía con lo que en esta materia declaran tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, por lo que, de conformidad al artículo 5° de la Carta Fundamental, están incorporados a nuestro ordenamiento jurídico.

En efecto, la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) expresa en su artículo 16.1: “Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia”. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), en su artículo 23.2 dispone: “Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia...” y la Convención Americana sobre Derechos Humanos (1969), en el artículo 17.2, declara: “Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia.”

Asimismo, similares reconocimientos, respecto del matrimonio, se encuentran en varias constituciones modernas.

El artículo 29 de la Constitución Italiana, de 1947, declara: “La República reconoce los derechos de la familia como sociedad natural basada en el matrimonio. El matrimonio se regulará en base a la igualdad moral y jurídica de los cónyuges, con los límites establecidos por la ley en garantía de la unidad familiar”.

La Constitución Alemana, de 1949, en su artículo 6 Nº 1, prescribe: “El matrimonio y la familia se encuentran bajo protección especial del orden estatal...”

El artículo 32 de la Constitución de España, de 1978, establece: “1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. 2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos”.

Y en nuestro continente, la Constitución de Guatemala, de 1985, en su artículo 47, señala: “El Estado garantiza la protección social, económica y jurídica de la familia. Promoverá su organización sobre la base legal del matrimonio, la igualdad de derechos de los cónyuges, la paternidad responsable y el derecho de las personas a decidir libremente el número y espaciamiento de sus hijos.”

A su vez, la reciente Constitución Política de Ecuador aprobada por la Asamblea Constituyente en el año 2008, dispone en su artículo 67: “Se reconoce la familia en sus diversos tipos. El Estado la protegerá como núcleo fundamental de la sociedad y garantizará condiciones que favorezcan integralmente la consecución de sus fines. Estas se constituirán por vínculos jurídicos o de hecho y se basarán en la igualdad de derechos y oportunidades de sus integrantes. El matrimonio es la unión entre hombre y mujer, se fundará en el libre consentimiento de las personas contrayentes y en la igualdad de sus derechos, obligaciones y capacidad legal.”

En virtud de todas estas consideraciones, estimamos que el texto del artículo 1° de nuestra Constitución debe incluir, en forma explícita que el matrimonio es entre un hombre y una mujer, al cual el Estado debe dar protección, al igual que a la familia.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente:

Proyecto de Reforma Constitucional:

Artículo único: Sustituyese el texto del inciso quinto del artículo 1° de la Constitución Política de la República, por el siguiente:

“Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población, a la familia y al matrimonio entre un hombre y una mujer, propender al fortalecimiento de éstos, promover la integración armónica de todos los sectores de la Nación y asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional.”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Antonio Horvarh Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ESPINA Y CHAHUÁN, SEÑORAS ALVEAR Y PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑOR LARRAÍN, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE PROVISIÓN DE VACANTES DE PARLAMENTARIOS

(7460-07)

Honorable Senado:

El actual sistema de provisión de las vacantes de parlamentarios, establecido en el articulo 51 de la Constitución Política, ha sido objeto de criticas fundadas, ya que, si bien es expedito, al entregar la designación del reemplazante al partido politice al cual pertenecía el parlamentario que deja la vacante cuando fue elegido, no salvaguarda adecuadamente el principio, establecido en el articulo 5° de la Carta Fundamental, en el sentido de que el ejercicio la realiza el pueblo a través del plebiscito y de las elecciones periódicas y, también, las autoridades que establece la Constitución.

La experiencias que deriva de la aplicación de las diversas fórmulas constitucionales por las que atravesado nuestro país en esta materia, como la no provisión del cargo vacante, la existencia de parlamentarios suplentes, la convocatoria a elecciones complementarias y el reemplazo por el compañero de lista, entre otras, permite concluir que lo más apropiado es someterse a la voluntad popular.

Para ello debe considerarse el pronunciamiento que emitió la ciudadanía, en la respectiva elección de diputados y senadores, cuando eligió al parlamentario que cesó en sus funciones, lo cual, es preciso reconocer, intenta reflejar el sistema vigente, en la medida que radica la decisión de nombramiento del reemplazante en el partido político al que estaba afiliado dicho parlamentario en ese momento.

Pero, si bien es correcta la finalidad, no lo es la solución, que priva a la ciudadanía del ejercicio directo de la soberanía. Lo acertado es devolverle la posibilidad de ejercerla, en términos de que sean los ciudadanos los que resuelvan sobre la persona llamada a ocupar la vacante que se haya producido, respetando el marco previo que ellos mismos determinaron en la correspondiente elección general de parlamentarios, para mantener la equiparidad ya fijada entre las distintas fuerzas políticas.

Para este efecto, se propone que, cuando la cesación en el cargo de parlamentario se produzca a lo menos un año antes de la fecha de expiración de su periodo, el respectivo partido político, en la forma que determinará la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos, elabore una nómina de afiliados, e independientes que adhieran a esa colectividad, que reúnan los requisitos para postular e inscriban internamente sus candidaturas. Los ciudadanos del correspondiente distrito electoral o circunscripción senatorial podrán elegir, de entre los candidatos que en definitiva postulen, a la persona con la cual se proveerá la vacante parlamentaria que se haya producido, aplicando las reglas que establezca la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

Al radicar la decisión del reemplazante en la ciudadanía, es oportuno, también, permitir el reemplazo de los parlamentarios elegidos como independientes, sea hayan integrado lista en conjunto con uno o más partidos politices o no lo hayan hecho.

Por tales consideraciones, recomendamos al Senado la aprobación del siguiente

Proyecto de Reforma Constitucional

“Articulo único.- Reemplazase el articulo 51 de la Constitución Política por el siguiente:

“Articulo 51.- Se entenderá que los diputados tienen, por el solo ministerio de la ley, su residencia en la región correspondiente, mientras se encuentren en ejercicio de su cargo.

Las elecciones de diputados y de senadores se efectuarán conjuntamente. Los parlamentarios podrán ser reelegidos en sus cargos.

Las vacantes de diputados y las de senadores que se produzcan antes del último año de su mandato se proveerán con el ciudadano que sea elegido en votación directa por el distrito electoral o la circunscripción senatorial de entre los candidatos que reúnan los requisitos y señale el partido político al que estaba afiliado el parlamentario que produjo la vacante, cuando fue elegido.

Dichos candidatos serán los que señale el partido que haya indicado el parlamentario independiente al presentar su declaración de candidatura, si hubiere postulado integrando lista en conjunto con uno o más partidos políticos. Si no hubiere integrado lista, podrán presentarse candidaturas de conformidad a las reglas generales.

El nuevo diputado o senador ejercerá sus funciones por el termino que faltaba a quien originó la vacante.”

(Fdo.): Alberto Espina Otero, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- LiLy Pérez San Martín, Senadora.- Hernán Larraín Fernández. Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTANA, GÓMEZ Y WALKER (DON PATRICIO), CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, SOBRE REQUISITOS PARA LA PROVISIÓN DE VACANCIAS DE UN CARGO PARLAMENTARIO

(7462-07)

Honorable Seriado:

Cuando el año 2005 se modificó -entre otras materias- el sistema de sucesión de parlamentarios, disponiendo que en caso de vacancia del cargo, éste sería proveído por el partido político por el cual hubiere resultado electo el respectivo parlamentario, no se consideró entonces la posibilidad que la vacancia se originare por causa del nombramiento de un parlamentario en el cargo de ministro de Estado.

En efecto, la posibilidad de que un parlamentario pudiera ser designado como ministro de Estado, no obedece a una decisión deliberada del constituyente, sino que a una interpretación posterior de la carta fundamental, que cobró validez luego de que el Tribunal Constitucional la aceptara, cuando se utilizó por primera vez este sistema para proveer el cargo de la entonces diputada Carolina Tohá, nombrada Ministra Secretaria General de la Presidencia, quien fue reemplazada por el diputado Felipe Harboe, nombrado por el Partido por la Democracia.

Esta posibilidad de generar la vacancia del cargo, que permite al partido político realizar el nombramiento, supone necesariamente la aceptación del cargo de ministro y por ende, como consecuencia, sea que se exprese formalmente o no, la renuncia al cargo parlamentario.

Como se aprecia, se trata de una vacancia del cargo que pedemos denominar voluntaria, pues requiere de la manifestación de voluntad del parlamentario que la genera, pues de otra manera, si éste rechazare el nombramiento como ministro, la vacancia no se produciría.

Ahora bien, otras posibilidades de generar la vacancia del cargo, se pueden producir como consecuencia de la renuncia motivada únicamente en una enfermedad grave e invalidante, calificada por el Tribunal Constitucional, o por distintas causales de cesación en el cargo, como la perdida de la calidad de ciudadano, por haber celebrado contratos con el Estado o actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicios, entre otras, o por la muerte.

Como se aprecia, en este segundo grupo de causales, la vacancia del cargo se genera independientemente de la voluntad del parlamentario.

Tenemos, en consecuencia, casos en que la vacancia se produce por hechos voluntarios, como la aceptación del nombramiento como ministro de Estado, ó por hechos involuntarios, como la muerte.

No obstante, nuestro actual sistema de reemplazos, no atiende al tipo vacancia, disponiendo que en todos los casos el partido político tiene la facultad exclusiva de nombramiento.

Esta opción de permitir al partido político reemplazar al parlamentario, fue sin dudas un avance con respecto al sistema anterior, donde quien asumía el cargo en caso de vacancia era el compañero de lista, ya que éste sistema permitía que llegara al Congreso una persona con a veces escaso respaldo ciudadano, que fue lo que ocurrió con el caso del Senador Vásquez que reemplazó al Senador Lavanderos, con una exigua votación de apenas un 4.1%.

El nuevo sistema implementado a partir del año 2005, confió en que los partidos políticos serían capaces de realizar nombramientos respetando las voluntades ciudadanas

Sin embrago este nuevo sistema ha operado con distintos resultados. El caso de la entonces diputada Carolina Tohá, reemplazada por el diputado Felipe Harboe, operó sin dudas muy bien, ya que el reemplazante diputado Harboe al tiempo de continuar trabajando en el mismo distrito 22, obtuvo en la siguiente elección, la primera mayoría, con un 38.6% de los votos. El caso del entonces diputado Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, reemplazado por la hoy Senadora, Lily Pérez San Martín, en cambio, opero con resultados distintos, que no se pueden medir, ya que la reemplazante fue luego candidata por una circunscripción senatorial distinta.

Ahora bien, independientemente de la suerte que han corrido los nombramientos realizados por los partidos políticos, con motivo del reciente nombramiento de dos senadores como ministros de Estado, se ha planteado con mucha fuerza la necesidad de limitar la facultad exclusiva de los partidos, ya que por esta vía se estaría alterando la voluntad ciudadana, en una dinámica donde los cargos de senadores podrían ser proveídos con cargos de diputados, generando luego nuevas vacancias y todo un sistema de movimientos que, lamentablemente, están mostrando una suerte de abuso de un sistema que, como se planteó al inicio, no fue ideado de esta manera, pues opera sobre la base de una interpretación constitucional.

Nuestra propuesta al respecto, consiste en establecer que las vacancias de parlamentarios sólo puedan ser proveídas por los partidos políticos, cuando ella se produce por causales involuntarias, como la muerte, y aún en estos casos, proponemos que el reemplazante deba no sólo tener domicilio en el respectivo distrito o circunscripción, sino una especial relación con la ciudadanía, ya sea como dirigente o miembro del consejo regional, del concejo comunal, de comunidades de base, etc.

Por tanto,

El  Senador patrocinante y los demás adherentes que suscriben, vienen en someter a la consideración de este H. Congreso Nacional, el siguiente

Proyecto de Reforma Constitucional

Artículo único: se introducen las siguientes modificaciones al artículo 51:

1. en el inciso tercero se agrega la siguiente frase final: “sólo cuando aquella se produjere por un hecho involuntario de quien genera la vacante”

2. en el inciso sexto se reemplaza la frase “según el caso” por la siguiente frase: “y en todo caso deberá acreditar domicilio y un especial vínculo con el respectivo distrito o circunscripción”

(Fdo.): Jaime Quintana Leal, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES CHAHUÁN, GÓMEZ Y PROKURICA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY, RELATIVO A LA DISPOSICIÓN DE LAS AGUAS EN CONCESIÓN

(7459-09)

El agua es un bien y un recurso cada vez más escaso, que debe ser valorado, protegido, recuperado en su caso y distribuido de manera de respetar las prioridades en su uso y los derechos históricos que de él se tienen.

Hoy  existe un importante juicio pendiente en la Corte Suprema de Justicia, entre los regantes y la Superintendencia de Servicio Sanitarios (SISS), respecto  de acciones ejercidas  en base a una interpretación  de la SISS sobre la Ley Sanitaria, interpretación que a nuestro juicio es ilegal, pues autorizaría a las empresas sanitarias a vender aguas servidas tratadas. Es necesario considerar que esta situación no solo agravaría los actuales impactos ambientales de las ciudades sobre su entorno, sino que resultaría en un grave problema para los regantes desde el punto de vista político, legal y social. 

La SISS y los regantes han estado trabajando en un acuerdo para finalizar la controversia, acordando ambas partes en suspender el juicio, situación que fue últimamente impedida por Aguas Andinas,  empresa sanitaria regulada por la SISS y de la que el Estado es dueño de una parte. Por ello resulta prioritario adoptar una definición a este respecto.

La más clara y efectiva solución, que produciría resultados  inmediatos, es la emisión por parte de la SISS de una nueva interpretación, que aclare que en el momento en que fueron emitidas las interpretaciones anteriores, no se contaba con toda la información  para pronosticar los graves daños que hoy se hacen tan evidentes.

Impacto del crecimiento urbano sobre el medio ambiente y la agricultura

La urbanización y el desarrollo industrial asociado, tiene profundos impactos  cuantitativos y cualitativos sobre el ciclo hidrológico de muchas cuencas  a nivel nacional. Este impacto ambiental del desarrollo urbano tiene como una de sus principales causas la impermeabilización de la superficie de la tierra en las áreas urbanas lo que disminuye la infiltración y aumenta la escorrentía, resultando en máximos más altos e inundaciones más frecuentes, aumento de la erosión,  reducción de la recarga directa de los acuíferos subterráneos, y disminución de la disponibilidad del recurso hídrico en las épocas de verano y periodos de sequía. 

Cabe destacar que el impacto de las ciudades sobre los recursos hídricos, no  se limita al 6% del agua que es consumido directamente por la población, sino que la pavimentación impide la  infiltración del  agua que cae en invierno, (la que históricamente recargaba los acuíferos), y que hoy escurre rápidamente hacia el mar. Simultáneamente, el aflujo urbano es una de las principales fuentes de contaminación difusa que afecta  la calidad del agua en los ríos, lagos, zonas costeras y  desembocaduras,  lo que puede provocar la limitación de rubros agrícolamente productivos, la pérdida de amenidades, agotamiento de las pesquerías, y problemas de salud de la población. 

Todas las  actividades económicas ligadas a los recursos naturales (agricultura, minería y generación de energía, entre otros)  utilizan el agua como un insumo fundamental de sus procesos productivos. Como una forma de gestionar  la coexistencia de diferentes actores que demandan el recurso hídrico, el Código de Aguas de 1981 estableció un mercado de derechos de aprovechamiento de aguas (DAA) el cual  ha permitido la  transferencia de recursos hídricos desde actores económicos  con menor liquidez económica  como la agricultura hacia agentes con gran poder adquisitivo como la minería  que se adjudican los DAA en las diversas regiones del país.

Esta reasignación del recurso ha permitido el desarrollo económico de algunos sectores, como la minería, que ha adquirido derechos de agua de origen agrícola (norte del país), y el sector sanitario, que con la adquisición de derechos han podido satisfacer la creciente demanda de agua potable.

Servicios Sanitarios

En el caso de los servicios sanitarios, estos constituyen un servicio público y un monopolio natural por lo que en sus inicios fueron empresas estatales, las cuales se decidió privatizar en los años 90. Bajo el gobierno de Eduardo Frei se vendió un 67% de la participación en las empresas sanitarias. Esta venta se realizó para financiar el plan de extensión de la red de cobertura de agua potable y alcantarillado, y avanzar también en el tratamiento de aguas servidas. Al discutirse por más de tres años esta ley en el Parlamento, una de las razones que explica que el Estado mantuviera un 33% de la propiedad, fue que este servicio es un servicio público que busca la mayor rentabilidad social, permitiendo así que el Estado tuviera voz en los directorios. En la práctica  el Estado  regula para obtener la mayor rentabilidad social en un mercado que no es perfectamente competitivo. El organismo estatal encargado de supervigilar esta industria es la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) a través de la ley de Servicios Sanitarios. 

Estos servicios sanitarios están diferenciados en cuatro concesiones (los que pueden ser prestados por  diferentes empresas), cobrándosele al usuario cuatro glosas por separado según el servicio prestado, lo que se refleja en la cuenta del agua. La empresa sanitaria que potabiliza el agua, posee los derechos de agua correspondientes, que los extrae desde la fuente natural en la forma como lo establece la ley. Esos derechos de agua, los emplea para su función de potabilizar el agua cruda, que como es un derecho consuntivo no está obligada a devolver todo o parte de él. En la segunda etapa la concesionaria vende a cada consumidor el agua, quien la consume en sus diferentes casas o recintos industriales. Ahí tiene lugar el uso consuntivo de las aguas a que tienen derecho las Empresas Sanitarias. En una tercera etapa el consumidor paga por un servicio de recolección de aguas servidas, servicio que no crea derechos de agua a la empresa que lo presta, sino que su función es recolectar y conducir el agua servida a la planta de tratamiento. La cuarta etapa consiste en el tratamiento de aguas servidas, lo que tampoco genera derechos de agua, su única función es limpiarlas y devolverlas al cauce público, porque ése fue el motivo de tratar el agua en las plantas de tratamiento. De esta forma, en la factura mensual que cada usuario recibe, se debe pagar por el agua misma como también por cada una de estas etapas, lo que es regulado por la SISS, según su cálculo de empresa modelo de servicio sanitario.

El impacto que produce la disminución de la disponibilidad de aguas en verano causado por la extensión de las urbes ha sido mitigado en parte, por el vertimiento de las aguas servidas de la ciudad a los cauces naturales, lo que aporta un cierto caudal de aguas, que si bien están contaminadas y no representan el caudal históricamente disponible, reducen en cierto nivel la escasez hídrica. De todas formas, como una medida para evitar la contaminación de los cauces naturales, y tal como se establece en los contratos de concesión, en los últimos años los usuarios de las empresas sanitarias, han empezado a pagar el tratamiento de estas aguas contaminadas, posibilitando así que estos caudales vertidos a los cauces naturales presenten una mejora en su calidad.

Una vez que se han logrado concretar estos proyectos de tratamiento de aguas servidas con éxito, las empresas sanitarias privadas inician una campaña y un intenso lobby para que se les autorice a dejar de verter las aguas servidas, hoy tratadas, a los cauces naturales, para así poder vender dicho recurso a los potenciales interesados. Es así que la SISS, en respuesta a las consultas realizadas por las empresas sanitarias sobre el destino final de las aguas, publica una serie de oficios con fecha 3 de octubre de 1995 (oficio 1422), 18 de agosto de 1996 (oficio 587), 22 de marzo de 1999 (oficio 767) y 24 de enero de 2002 (oficio 196). Mediante estos oficios, este organismo fiscalizador declara que las concesionarias (empresas reguladas y fiscalizadas por la SISS) que tratan las aguas pueden disponer de estas y no se les obliga a restituirlas al cauce natural. 

Juicio pendiente, SISS – Junta de vigilancia Río Mapocho, Confederación de Canalistas de Chile

Al percatarse los regantes de la situación anteriormente descrita, presentaron una demanda en contra de la SISS aludiendo a que este organismo carece de facultades para liberar a los prestadores de servicios de la obligación de descargar las aguas tratadas a los cauces naturales.

Por otra parte, existen también argumentos jurídicos que fundamentarían la ilegalidad que existe al facultar a las sanitarias para la venta del agua, evitando así su restitución en el cauce natural. Los concesionarios encargados de la recolección y tratamiento, asumen los roles de transportar y limpiar las aguas servidas con los efectos naturales de esas actividades, que el que transporta y el que limpia jamás se hace dueño de la cosa que traslada o lava. 

De la misma forma, el concesionario del servicio público cumple deberes respecto del agua, lo que no significa que tenga derechos sobre ellas, su derecho es solo el cobrar la tarifa por el trabajo remunerado que ha asumido. El concesionario tiene también la obligación de descargar las aguas servidas y las tratadas donde indica el decreto de concesión, y por ende se abandonan y no se pueden llevar a otra parte para ser  comercializadas. Esta obligación se exige para que todas las modificaciones que el crecimiento de la ciudad produce, sean analizadas con estricto rigor, de manera de mantener activa la vida en los distintos valles que están siendo alterados. La obligación del decreto de concesión de fijar el lugar de restitución del agua, busca disminuir los impactos cuantificados que esta concesión provoca en la cuenca.

En cuanto al abandono de las aguas, el productor de agua potable la abandona en el concesionario de distribución y éste a su vez la abandona al usuario (quien paga por esta agua), quién posteriormente abandona la porción no utilizada o restante en las redes del concesionario de recolección de las aguas servidas, el que está obligado a entregarla al concesionario que depura, quien finalmente debe cumplir su función limpiando el agua y entregándola en el lugar que ordena el decreto de concesión. De esta forma estos concesionarios no poseen nunca el agua como señor y dueño de ella, por lo que no pueden ejercer respecto de ellas actos de mera voluntad. Es así, que en el sistema sanitario no se dan los requisitos del derrame jurídico que trata el Código de Aguas, que son los siguientes: a) ser dueño del derecho de aprovechamiento; b) usar el agua; c) abandonarlas voluntariamente. 

En efecto, los siguientes artículos tratan los derrames en el Código de Aguas:

Artículo 43:“Constituyen derrames las aguas que quedan abandonadas después de su uso a la salida del predio”. En el caso sanitario ni el distribuidor, ni el recolector de aguas servidas, ni el encargado de la depuración de éstas “usan” el agua. 

Artículo 54:“Los derrames son actos de mera tolerancia....”. En el sistema sanitario los prestadores de los servicios sanitarios pertinentes están expresamente obligados a descargar las aguas en los puntos que deben decir los decretos pertinentes, según el artículo 18 de la Ley Sanitaria, por lo que no existe un acto de mera tolerancia, no es un acto de mera voluntad. 

Artículo 42:“se presume el abandono de esta agua desde que el dueño del derecho de aprovechamiento hace dejación de ellas, en los linderos de la propiedad sin volver a aprovecharlas”. Los servicios de distribución, recolección y disposición, no son dueños de derecho de aprovechamiento alguno, y tienen físicamente el agua, bien nacional, solo para prestar un servicio con ella en virtud de los encargos que han asumido por las disposiciones legales y decretos de concesión. 

Se ha interpretado indebidamente que el artículo 61 de la Ley Sanitaria asimila las aguas servidas y las servidas tratadas a los derrames y por ende no están obligadas a restituir el agua y podrían comercializarla. Por el contrario, esa norma establece que el concesionario está obligado a restituir las aguas donde indique el decreto de concesión, por ende, cuando ello se produce se abandonan y, entrando al cauce natural, se confunden con las de este. La función del concesionario termina allí, de manera que deja de tener tuición sobre las aguas, por consiguiente no puede llevarlas a otro lugar y comercializarlas. 

Si existiese la posibilidad de adquirir el dominio del agua a través de alguna metodología, es indispensable definir este “modo de adquirir el dominio”, asunto consagrado en los principios generales del derecho y en el inciso segundo del Art. 19 Nº 24 de nuestra Constitución Política, ya que a través de la legislación actual, tanto Código de Aguas como Ley Sanitaria, no se define modo alguno de adquirir el dominio de las aguas por el solo hecho del ejercicio de las concesiones, ni tampoco por los decretos de concesión del trabajo de recolectar y limpiar las aguas. 

De esta forma, existe un juicio en proceso entre la SISS y los regantes, el cual hoy se encuentra radicado en la tercera sala de la Corte Suprema, sobre el cual ambas partes decidieron suspender el procedimiento e intentar una solución administrativa, solución que propuso la SISS para llegar a un acuerdo con los regantes. Como consecuencia de esta disposición a solucionar el problema por parte de la SISS, una de las empresas sanitarias que es fiscalizada por la SISS (Aguas Andinas), se opuso a la suspensión del procedimiento y la tercera sala de la corte (que tiene radicado el asunto) rechazó el acuerdo de suspender el procedimiento. De esta forma, se tendrá una audiencia el viernes 21 de Enero, siendo que ambas partes, tanto demandante como demandado están de acuerdo en suspender el procedimiento y negociar una solución administrativa. 

Para finalizar, se debe destacar que a medida que las ciudades crecen, se provoca un gran impacto en el medio ambiente, impacto que no es cuantificado debido a que este no es producido por un proyecto en particular, sino que se produce por la sumatoria de un gran número de proyectos de menor tamaño a los que en su mayoría no se les exige una evaluación de su impacto ambiental. Con esto, no se intenta exigir al crecimiento urbano una evaluación ambiental, pero si se quiere clarificar, que como Estado se debe tener en cuenta como el desarrollo de las ciudades afectan al medio ambiente y a otras actividades. La ley de bases del medio ambiente (ley 19.300), establece que deben reducirse, mitigarse o compensarse los impactos sobre la biodiversidad o grupo humano que cause alguna iniciativa en evaluación, entendiéndose por grupo humano a sistemas de vida, relaciones sociales, económicas, culturales, etc. lo que ciertamente identifica a la agricultura. Esto queda en evidencia en la evaluación ambiental de la planta de tratamiento Mapocho 100% limpio del titular Aguas Andinas, resuelto a mediados del 2010 en donde el titular en su EIA reconoce impactos sobre el medio ambiente y en especial sobre los regantes por una disminución de caudales. Es así, que la Resolución 266-2009 de la COREMA Metropolitana establece condiciones como: “Restituir en igual cantidad las aguas que actualmente son descargadas al río Mapocho, las cuales serán recolectadas para su tratamiento y disposición final mediante las obras que forman parte del presente proyecto que proveen de agua de riego.”, “La restitución de los caudales al río Mapocho, luego de ser tratados en las plantas de la concesionaria no tendrá costo alguno para los usuarios de los canales antes señalados”.

Como ocurrió en el caso anteriormente señalado, la devolución de las aguas servidas, puede mitigar en parte el impacto provocado por la ciudad. De la misma forma, existiría una solución al juicio entre la SISS y los regantes, pero luego de la intervención de una de las empresas sanitarias, un potencial acuerdo se ve dificultado.

Es importante destacar que existe una seria incompatibilidad e incongruencia entre las interpretaciones de la SISS de la Ley de Servicios Sanitarios, y  lo establecido por el Código de Aguas que no daría pie para establecer que las sanitarias sean dueñas de las aguas servidas tratadas, algo que es respaldado en las resoluciones ambientales de las plantas de tratamiento (Mapocho es un ejemplo).

Ante una eventual y completa privatización de las sanitarias, efectuándose una venta por parte del Estado de su 33% restante, se estima que es fundamental que se clarifique y se cuantifique en forma previa cuál debe ser la correcta interpretación de la Ley Sanitaria. La factibilidad de tomar una decisión que afecte la disponibilidad de los recursos en las diferentes cuencas, perjudicará gravemente a la pequeña y mediana agricultura que carece de recursos para adaptarse a escenarios más complejos, provocando de esta forma una transferencia de riquezas desde sectores rurales a las empresas sanitarias y la ciudad. Es necesario señalar también, que todas las cuencas  ubicadas al norte del río Maipo, presentan un déficit hídrico aun cuando estas reciben aportes de plantas de tratamiento de aguas servidas, aportes que ante las interpretaciones entregadas por la SISS a las empresas sanitarias pueden dejar de restituirse.

CASOS EVIDENTES:

1.- Santiago y el impacto sobre la cuenca del Mapocho
Los canales del río Mapocho han extraído agua para riego desde la época de la colonia. Por lo general la parte alta del Mapocho ha sido deficitaria, por lo que en los años  1800 se emprende el proyecto del Canal San Carlos para abastecerse de aguas desde el río Maipo. Al contrario, la parte baja del río Mapocho, presentó normalmente una abundante cantidad de agua, debido a un gran número de afloramientos que caían en el río producto de las infiltraciones en la parte media y alta de lo que hoy es la ciudad de Santiago. Gracias a estas infiltraciones, se observaban secciones pantanosas en “los Bajos de Santa Cruz” en la zona de Padre Hurtado, en donde no existían problemas de abastecimiento de aguas durante todo al año, permitiendo así que se desarrollaran los productivos valles de riego de Curacaví, María Pinto, Padre Hurtado y Malloco. Debido a la pavimentación de la ciudad, que hoy cubre más de 120.000 has, estas infiltraciones que recargaban el acuífero y que producían afloramientos en otros lugares permitiendo el uso del recurso para la agricultura, se han convertido en grandes escorrentías de agua durante el invierno, por lo que los agricultores deben limitarse a observar como el agua que cae en invierno corre por las calles de Santiago, para llegar en menos de un día a perderse en el mar.

En el siguiente gráfico se ilustra como el nivel estático de los pozos que se ubican en el acuífero del Maipo, han descendido drásticamente producto de la impermeabilización del suelo, descendiendo más de 20m de profundad.
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Además de la disminución del recurso generada por la ciudad, se debe destacar que las aguas que se vertían desde la ciudad contenían una gran cantidad de contaminantes, llegando al grado de que en 1980 el Ministerio de Salud prohibió la producción de hortalizas con aguas del río Mapocho. En vista de lo anterior, se comenzó a pensar en las plantas de tratamiento de aguas servidas, que tenían como finalidad, limpiar las aguas servidas por la ciudad para devolverlas a los cauces naturales (Mapocho) aptas para el riego. La empresa sanitaria actual ha sido eficiente y hoy se tiene un elevado porcentaje de aguas servidas tratadas en Santiago, cumpliendo con un principio básico de cualquier actividad con respecto a su ambiente, en el cuál el responsable de la contaminación es también el encargado de ejecutar los procesos necesarios para descontaminar. Quien contamina y disminuye las recargas del acuífero, ha sido la cuidad de Santiago y a través de sus servicios sanitarios está cumpliendo su deber de tratar y devolver las aguas limpias. La ciudad de Santiago, como ente social está cumpliendo con la necesidad de mantener los caudales en el río Mapocho y con la obligación de no afectar el medio ambiente, obligación que cumple mediante el pago de la tarifa establecida.

Ante la eventualidad de que las empresas sanitarias ubicadas en la cuenca del río Maipo, dejen de restituir a los cauces naturales las aguas servidas tratadas, se afectarían aproximadamente 11.600 has.

En el siguiente cuadro se observa la representación del aporte de la planta de tratamiento de aguas servidas “El Trebal” al caudal del Mapocho. Este aporte llega incluso a sobrepasar el 70% del caudal disponible en el río. Es necesario destacar que la oferta del río, aun contando con el aporte de la planta de tratamiento, no alcanza a cubrir las necesidades de riego.
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1. Aguas Chañar y su afectación sobre pequeños productores del Canal Chamonate y Toledo, Copiapó

En el valle de Copiapó coexisten actividades agrícolas y mineras, los que comparten el recurso hídrico, tanto superficial como subterráneo. A través de los mecanismos definidos en el Código de Aguas y el consecuente mercado que este genera, se han redistribuido recursos desde el sector agrícola al sector minero, situación que de haberse establecido en conjunto con una adecuada fiscalización, no debiesen de haberse generado problemas. De esta forma, representantes de la industria minera han comenzado a establecerse en  diferentes lugares del valle, siendo la comuna de Tierra Amarilla un lugar de preferencia. Esta comuna corresponde al sector 4 del acuífero del Valle de Copiapó, sector que ha visto una gran disminución en sus recursos desde el momento que se comenzó con la extracción por parte de las mineras.

De acuerdo a lo anteriormente descrito, existe una empresa minera que se estableció en la comuna de Tierra Amarilla, hace aproximadamente 17 años, quienes comenzaron con la explotación de 4 pozos que tenían debidamente inscritos. Luego de 12 años de operación con los recursos del acuífero, el nivel dinámico de los pozos disminuyo a tal nivel, que la extracción desde aquellos puntos era inviable. Como consecuencia, esta minera (Compañía Minera Candelaria) decidió solicitar a la DGA un cambio de los puntos de captación de sus derechos, permitiéndose así la perforación de nuevos pozos por parte de la minera en el mismo sector del acuífero. Luego de 4 años de operación de estos pozos en sus nuevos puntos de captación, se ha observado que el descenso del nivel dinámico es abrupto, por lo que se estima que nuevamente la inviabilidad de su operación será evidente. 

En el siguiente gráfico se observa cómo ha descendido el nivel dinámico de los pozos en el acuífero del sector 4 en los últimos dos años, en donde se encuentran los pozos de la Minera Candelaria, descendiendo incluso más de 26 mt.
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En vista de lo anterior, y ante una evidencia empirica clara en cuanto a los pozos que ya quedaron “colgados” por un agotamiento del recurso, Minera Candelaria decidió anticiparse al problema acudiendo a la empresa sanitaria Aguas Chañar, concesionaria de la ciudad de Copiapó, quienes amparándose en oficios emitidos por la SISS (anteriormente mencionados) optarón por venderle alrededor de 200 m3/s de aguas servidas tratadas. Para completar este proceso, Minera Candelaria construyó un acueducto que permitirá el bombeo de estos recursos desde la ciudad de Copiapó hacia la comuna de Tierra Amarilla. 

En consecuencia, la pequeña agricultura ubicada aguas abajo de la ciudad de Copiapó, específicamente los sectores del canal Chamonate – Toledo, sería afectada gravemente y dejaría de percibir este recurso, recurso que fue transferido a los agricultores en el proyecto de parcelación de “Piedra Colgada”, de la reforma agraria, que constituye el título de dominio original del sector reformado, y en este caso se encuentra inscrito en el Conservador de Bienes Raíces desde el año 1978.

Esta comunidad de aguas, está compuesta mayoritariamente por agricultores en calidad de propietarios, arrendatarios y medieros en cuanto a la tenencia de la tierra. La superficie cultivada por cada unidad productiva en promedio comprende entre las 5 a 10 has físicas, que en términos del universo de 1.600 hectáreas con aptitud agrícola en Chamonate – Toledo, alrededor de 250 has son explotadas por pequeños agricultores, representando un 15,6% en cuanto a superficie.
Estos hechos, fundamentan la urgencia de la moción “Ley interpretativa del artículo 61 del Decreto con Fuerza de Ley numero 382 de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Servicios Sanitarios” que presentamos a continuación:

Moción de Ley

Ley interpretativa del artículo 61 del Decreto con fuerza de ley número 382 de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, ley de Servicios Sanitarios

Artículo Único. Para agregar un inciso final al Artículo 61 sobre el “Destino de las aguas servidas y servidas tratadas” el siguiente texto:

Se interpreta para los efectos del Artículo 61, del Decreto con Fuerza de Ley número 382 de 1988 (Ley de Servicios Sanitarios), que los prestadores de servicios sanitarios están obligados a disponer de la totalidad de las aguas objeto de la concesión en el cuerpo receptor y punto de descarga según lo establecido en el artículo 18 de esta misma Ley y en el respectivo decreto de otorgamiento de concesión, terminando allí su labor. Las aguas dispuestas se confunden con las aguas del cuerpo receptor, afluyendo el agua para que en dicho cuerpo receptor sean asignadas según los procedimientos establecidos en el Código de Aguas.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, LAGOS QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN AL EJECUTIVO ADOPTAR MEDIDAS RESPECTO DEL USO DE EXTINTORES DE INCENDIO

(S 1331-12)

1.- Que ante el alto número de muertos y heridos, el mal uso de recursos y millonarios gastos en hospitales y una contaminación casi incontrolable originada por incendios ocurridos en empresas públicas y privadas, edificios, buses y automóviles, el Ministerio de Salud dictó el DS 745/92 para regular la calidad de los extintores, ya que había una cantidad impresionante de equipos que no cumplía con estándares mínimos de calidad.

2. Que frente a esta situación, el Ministerio de Transportes dictó el DS 212/92, en el que se exigió el cumplimiento de todas las normas chilenas de calidad sobre extintores en los equipos de los vehículos de transporte de pasajeros y cargas peligrosas. Con esto se redujo en gran cantidad el número de muertes y pérdidas debidas a incendios. El mismo ministerio, entre 1995 y 1996, sin razón alguna, rebajó por resolución la exigencia de las normas, dejando sólo las de rotulación, con lo que desapareció la exigencia de extintores seguros, pues se eliminaron las normas de ensayos, que son las únicas que garantizan la seguridad y durabilidad de los extintores.

3. Que en 1996 el Ministerio de Economía reglamentó que todos los extintores debían cumplir como mínimo con las normas de rotulación, ya que los equipos de vehículos particulares, empresas y edificios no apagaban el fuego, basándose en una investigación publicada por el Sernac en 1995.

4. Que en 1999 se reemplaza DS 745/92 del Ministerio de Salud por el DS 594, y en el 2001 se dicta el DS 201 de la misma cartera. En ellos se incluyó el cumplimiento del DS 369/96 de Economía, que exigía la certificación de las normas de rotulación, aumentaba el número de metros cuadrados que separa un extintor de otro, eliminó la carga de combustible y rebajó el potencial mínimo de extinción por petición de la ACHS y la Asociación Gremial de Fabricantes, Importadores y Servicios Técnicos de Extintores. El argumento fue que un extintor 10 A tenía un costo más elevado con uno 4 A, sin considerar que el potencial mínimo para apagar un principio de incendio es 10 A.

5. Que en uno de los artículos de los DS 594/99 y 201/01, ambos del Ministerio de Salud, se estableció que en el área Metropolitana la fiscalización del cumplimiento de los decretos mencionados estaría en manos del Sesma y en provincias en los Servicios de Salud.

6. Que pese a ello la Autoridad Sanitaria no ha podido regularizar la situación de los extintores en el Metro, bancos y grandes tiendas y otras grandes empresas, lo que sí se ha podido hacer en pymes, almacenes, restaurantes y bazares. Es destacable que, existiendo la ley 16.744, ni las mutualidades ni prevencionistas de riesgo hayan hecho valer sus atribuciones y conocimientos para hacer que estas empresas cambien sus extintores, que originan grandes gastos, por equipos que realmente sirven y permiten ahorrar importantes sumas de dinero.

7. Que este organismo tampoco ha podido hacer que reemplacen los extintores de Halón por equipos con Dióxido de Carbono, a pesar de estar prohibidos de acuerdo al Protocolo de Montreal, aceptando y avalando que en el mercado se comercialicen extintores halógenos bajo la marca Haloclean, los que dicen ser Halón Limpio, que no daña la capa de ozono, pero en realidad es el mismo producto tóxico, el que sigue siendo utilizado y es aprobado por entidades de salud. El halón a pesar del daño que provoca, es preferido sólo por ser más liviano.

8. Que lo anterior tiene una sola razón: El negocio millonario que existe basado en recargas innecesarias a los extintores. Algunos comerciantes y "empresarios" convencen a los consumidores para que mantengan sus extintores antiguos y sólo los recarguen anualmente, porque es más económico que comprar extintores nuevos y certificados. En caso que decidan cambiar sus equipos, les venden extintores sólo con rotulación, que son más baratos que los que cumplen ensayos y rotulación, pues por el valor de 3 recargas pueden comprar un extintor de regular calidad, pero un equipo que cumpla todas las normas, el valor equivale a 5 recargas. La recarga da un 500% de utilidad, mientras que un extintor con todas las normas sólo un 30%.

9. Que las gerencias y/o direcciones de empresas públicas y privadas confían en sus empleados expertos en prevención de riesgos y del departamento de adquisiciones y también en las indicaciones de las mutualidades y no investigan ni se preocupan mayormente del tema de los extintores. Algunos prevencionistas no informan que hay equipos más seguros y más durables, para proteger sus empleos, debido a que los equipos que tienen las empresas debieron reemplazarse años atrás. Por otro lado, las mutuales no exigen a las empresas cambiar sus extintores, porque si comienzan a hacer muchos cambios los gerentes podrían afiliarse a otra mutual que haga menos demandas, fomentando el negocio de las recargas innecesarias.

10. Que Defensa Primaria es aquella que involucra la prevención y la intervención inmediata contra el fuego, es decir, determinar el riesgo, selección de equipos e implementos necesarios para sofocar principios de incendio, corno los extintores. Esta es responsabilidad de las empresas, según el Artículo 3° del Decreto 594 de 1999, de los administradores de seguro de accidentes del trabajo y empresas que tengan la capacidad autónoma para hacerlo, según ley 16.744.

11. Que la forma de asegurar que estas medidas sean respetadas, es la fiscalización de quienes tienen esta responsabilidad. Sólo deben cumplir con su trabajo la Dirección del Trabajo, Mutuales de Seguridad, el Ministerio de Transportes, los municipios, Carabineros y los Servicios de Salud.

El Senado acuerda:

1. Solicitar al Sr. Ministro de Salud que considere la modificación del DS 594/99 de su ministerio, para que se corrija los actuales vacíos legales en relación a los extintores, y considere dentro de la actualización del citado decreto, la inclusión de las siguientes medidas.

a) Todos los extintores portátiles y rodantes deben cumplir normas de ensayos y rotulación. Los extintores existentes deben adecuarse a la legislación, y de no ser posible ser reemplazados.

b) Los servicios técnicos para realizar trabajos en los extintores deben tener la autorización del fabricante o importador y deben cumplir con lo indicado en la NCh 2056.

c) Los laboratorios deberán certificar que los extintores cumplan todas las normas chilenas oficiales a través de marcas, rótulos y etiquetas. La concordancia entre la información proporcionada en los extintores por fabricantes o importadores, y sus características, será certificada por organismos autorizados, acreditados por el INN previo ensayo de calidad.

d) El proceso para certificar los extintores deberá efectuarse conforme a los procedimientos establecidos en las normas chilenas oficiales.

e) El rótulo entregado por el laboratorio, deberá indicar el cumplimiento del DS 594/99 del Ministerio de Salud y la cantidad y número de normas de ensayo que el extintor cumple.

f) En caso que, fabricantes, importadores o servicios técnicos, comercialicen y distribuyan extintores sin certificación, serán condenados al pago de una multa entre 20 y 100 UTM.

g) Se deberá prohibir la comercialización y utilización de extintores halogenados, portátiles y rodantes, de acuerdo a lo comprometido en el Protocolo de Montreal. h)   Los laboratorios no podrán rotular ni certificar ninguna clase de extintores halogenados.

i) Se deberá exigir que el extintor de Polvo Químico Seco ABC tenga un potencial mínimo de 10A.

En caso de un equipo de CO2, debe ser de 2B y en los de Agua Presurizada, 2A. 

j) Los trabajadores deberán ser entrenados en el uso del extintor, idealmente por parte de mutualidades y bomberos, 

k) Calificar el incumplimiento respecto de los extintores, como una falta grave.

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, LAGOS, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN AL EJECUTIVO ADOPTAR LAS RECOMENDACIONES DE LA ONU SOBRE INSTITUCIONALIDAD EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS

(S 1332-12)

1. Que las recomendaciones de la ONU emanadas del Examen Periódico Universal del Consejo de DDHH (A/HRC/12/10 del 4 de junio de 2009), especialmente aquellas señaladas en el numeral 96, incisos 7, 10 y 11, reiteran la necesidad de: “Comprometerse a promulgar la legislación mencionada en su informe nacional para fortalecer la protección de los DDHH en el país, en particular la reforma del sistema electoral, el establecimiento de una institución nacional de DDHH y varias normas sobre igualdad entre hombres y mujeres”; “Acelerar las reformas para establecer cuanto antes, mediante esfuerzos decididos, y por la vía legislativa, una institución nacional de DDHH conforme a los Principios de París”; y “Velar por la pronta aprobación de los proyectos de ley sobre el establecimiento de una institución nacional de DDHH y la Defensorio de las Personas”.

2. Que las Instituciones Nacionales de Derechos Humanos (INDH) son organismos estatales creados con un mandato constitucional o legislativo para promover y proteger los DDHH. Cuando se establecen según los Principios de Paris, estas instituciones se convierten en actores fundamentales en el sistema nacional de protección de los DDHH y fomentan vínculos importantes entre el Estado, la sociedad civil y los organismos internacionales de DDHH.

3. Que a diferencia de otros organismos del gobierno, las INDH no están bajo la autoridad del Ejecutivo, Legislativo o Poder Judicial y, aunque reciben todo o gran parte de su financiamiento del Estado, son independientes. Y a diferencia de las ONGs, las INDH tienen responsabilidades legales, como otros organismos del Estado. De manera imparcial buscan determinar si el Estado está cumpliendo con sus obligaciones en materia de DDHH.

4. Que no hay un modelo o nombre uniforme para INDH, pero en nuestra región suelen llamarse: defensorías del pueblo, defensores públicos, comisiones nacionales o procuradores de DDHH u Ombudsman. El nombre no importa sino sus funciones. Lo esencial es que sean establecidas conforme con los principios universales adoptados por la ONU, denominados Principios de París.

5. Que los denominados “Principios de Paris” son aquellos adoptados en una actividad internacional celebrada en París en 1991, “relacionados al estatus y funcionamiento de las instituciones nacionales” y marcaron el inicio de la cooperación y estandarización de las instituciones nacionales de DDHH (INDH) a nivel internacional.

6. Que entre sus competencias están: un mandato amplio de promoción y protección de los DDHH; presentar a las autoridades (de manera consultiva) sus opiniones, recomendaciones, propuestas e informes sobre DDHH y puede abarcar proyectos de ley, decretos, acciones, situaciones de violación de DDHH, etc.; armonizar la legislación y regulación nacional con instrumentos internacionales de DDHH de los que el Estado es parte y promover la ratificación de los que faltan; contribuir a elaborar los informes que deben entregar los Estados a los órganos de la ONU y cooperar con el sistema universal, regional y nacional; asistir en la formulación de programas de enseñanza e investigación de DDHH; difundir los DDHH y los esfuerzos para combatir la discriminación y aumentar la información pública a través de campañas y la prensa.

7. Que respecto de su composición e independencia los miembros de INDH deben ser elegidos de forma pluralista. Por lo tanto, es recomendable lograr la participación de organismos de la sociedad civil, académicos, parlamentarios, etc.; debe contar con infraestructura y financiamiento adecuado para sus actividades, que garantice la autonomía respecto del gobierno; sus miembros deben ser nombrados mediante un acto oficial donde se señale la duración de su mandato.

8. Que los INDH deben tener la libertad de considerar cualquier asunto, independiente de su fuente, escuchar a toda persona y obtener la documentación necesaria para analizar situaciones relevantes; difundir, a través de la opinión pública o la prensa, sus opiniones y recomendaciones; organizar reuniones regulares con todos sus miembros y establecer grupos de trabajo o unidades locales o regionales para asistir a sus funciones; consultar con actores relevantes en la protección y promoción de los DDHH y establecer relaciones con ONGs que se ocupan de ellos.

9. Que en el marco de sus funciones cuasi-jurisdiccionales adicionales las INDH pueden recibir y examinar quejas o peticiones individuales y deben buscar una solución mediante al conciliación o decisiones vinculantes; asegurando la confidencialidad, deben informar a la persona de sus derechos y los recursos a su alcance; pueden transmitir la petición a la autoridad competente o hacer recomendaciones directas para asegurar el cumplimiento de los derechos.

10. Que las INDH son actores claves que pueden llenar los vacíos en la aplicación del derecho internacional de DDHH. Trabajan para asegurar al Estado de Derecho y luchar contra la impunidad. También abogan por la aplicación nacional de tratados y mecanismos internacionales de DDHH. Las INDH son fundamentales para promover el respeto de los DDHH. También pueden impulsar planes de acción y fomentar políticas públicas. Presentan propuestas legislativas y evalúan el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por los Estados. Representan un enlace clave entre el sistema nacional e internacional, ya que pueden facilitar la interacción entre el Poder Ejecutivo, Poder Judicial, el Parlamento nacional y la sociedad civil.

11. Que el Comité Internacional de Coordinación de las Instituciones Nacionales analiza si la INDH cumple con los Principios de París y, dado el caso, la acredita. Esta acreditación le permite participar y pronunciarse en el Consejo de DDHH de las Naciones Unidas.

12. Que en América del Sur, Argentina, Solivia, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú y Venezuela cuentan con instituciones nacionales de DDHH, creadas según los Principios de París, y Uruguay está en el proceso de implementación de su INDH.

13. Que en Chile la primera iniciativa para crear el Ombudsman o Defensor del Pueblo fue el proyecto de Reforma Constitucional sobre Poder Judicial, Consejo Nacional de la Justicia y Defensor del Pueblo, ingresado a trámite el 09,04.1991, archivado con fecha 04.08.2004. Luego el Ejecutivo propuso crear el Defensor del Ciudadano, proyecto ingresado el 18.10.2000 y retirado el 11.11.2003; re-ingresado el 04.12.2003, aprobado en general el 08.10.2008 y rechazado en particular el 12.11.2008. El 04.12.2008 se presentó la Reforma Constitucional que crea la Defensoría de las Personas, aprobada por la Cámara de Diputados el 10.03.2009.

El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Presidente de la República, Sebastián Piñera, asumir e implementar las recomendaciones de la ONU emanadas del Examen Periódico Universal del Consejo de DDHH (A/HRC/12/10 del 4 de junio de 2009), especialmente aquellas señaladas en el numeral 96, incisos 7,10 y 11, que reiteran la necesidad de: “Comprometerse a promulgar la legislación mencionada en su informe nacional para fortalecer la protección de los DDHH en el país”; “Acelerar las reformas para establecer cuanto antes, mediante esfuerzos decididos, y por la vía legislativa, una institución nacional de DDHH conforme a los Principios de París”; y “Velar por la pronta aprobación de los proyectos de ley sobre el establecimiento de una institución nacional de DDHH y la Defensoría de las Personas”.

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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ACUERDO DE LA COMISIÓN BICAMERAL, RELATIVO A LA DESIGNACIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:


La Comisión Bicameral a que se refiere el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional tiene el honor de formular su proposición de integración del Comité de Auditoría Parlamentaria.


Cabe recordar que en cumplimiento de la disposición legal citada, el Senado designó para integrar esta Comisión Bicameral a los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia, Antonio Horvath Kiss, Juan Pablo Letelier Morel y Jovino Novoa Vásquez.


Por su parte, la Cámara de Diputados designó a los Honorables Diputados señores Pedro Araya Guerrero, Lautaro Carmona Soto, en calidad de alterno, Ramón Farías Ponce, Patricio Melero Abaroa y Patricio Vallespín López.

A las sesiones en que se consideró este asunto, asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores  señores Hosain Sabag y Andrés Zaldívar.

-.-.-


Hacemos presente que la proposición de nombramiento que a continuación se formula, debe ser aprobada por los tres quintos de los señores Senadores y Diputados en ejercicio, de conformidad a lo que establece el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.  

 Antecedentes

A.- Jurídicos


1.- De acuerdo a lo que dispone el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se ha creado un Servicio común del Congreso Nacional denominado Comité de Auditoría Parlamentaria, cuya finalidad es controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales.

El inciso segundo del mencionado precepto precisa que este Comité estará integrado por tres profesionales. Uno de ellos deberá tener el título de abogado y otro el de contador auditor. Ambos deberán acreditar, a lo menos, diez años de ejercicio profesional. El tercero debe ser un especialista en materias de auditoría, prefiriéndose para ocupar este cargo a quienes se hayan desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República o se encuentren registrados, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros. 


Agrega que estos profesionales serán seleccionados por una Comisión Bicameral, de una nómina de tres personas que, en cada caso, propondrá el Consejo de Alta Dirección Pública. Este organismo debe realizar un concurso público para proponer a los candidatos a los cargos señalados. 


Asimismo, el inciso cuarto del artículo 66 A dispone que los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria serán nombrados por los tres quintos de los Senadores y Diputados en ejercicio, a propuesta de la mencionada Comisión Bicameral.


Finalmente, en relación a esta materia, cabe recordar que, en mérito de lo dispuesto en el artículo 3° transitorio de la misma ley N° 20.447, los miembros del primer Comité deben ser designados a más tardar el 31 de enero de 2011 y el Comité deberá constituirse antes del 31 de marzo de 2011. 

B.- De Hecho





1.- Para dar cumplimiento a lo dispuesto en las normas ya descritas, esta Comisión Bicameral resolvió, en sesión celebrada el día 17 de noviembre de 2010, solicitar al Consejo de Alta Dirección Pública efectuar el referido concurso público, con el fin de iniciar el proceso para proveer los cargos del Comité de Auditoría Parlamentaria. Junto con lo anterior, se hicieron llegar al referido Consejo los perfiles de selección para los mencionados profesionales, de conformidad a los criterios adoptados por la Comisión Bicameral.





2.- El día 23 de de noviembre de 2010 se realizó, en el Consejo de Alta Dirección Pública, la apertura del proceso de selección de los tres profesionales que deben integrar el Comité de Auditoría Parlamentario. En dicha oportunidad, el mencionado Consejo tomó conocimiento de los lineamientos estratégicos del referido Comité y sus características centrales, así como los principales elementos que debía considerar el perfil de selección de los cargos que se buscaba proveer, en base a la propuesta que formuló esta Comisión Bicameral.





3.- El día 17 de enero del año en curso, el Consejo de Alta Dirección Pública hizo llegar a la Comisión Bicameral los antecedentes que daban cuenta del concurso público que había efectuado y las nóminas de las tres personas que podrían ocupar cada uno de los cargos profesionales que forman parte del Comité de Auditoría Parlamentaria. 

-.-.-


Teniendo en consideración estos antecedentes, la Comisión Bicameral, en sesiones celebradas el día 19 de enero del presente año, tomó conocimiento de la propuesta formulada por el Consejo de Alta Dirección Pública y se abocó a la tarea de escoger, dentro de las ternas propuestas, a quienes cumpliendo los requisitos señalados precedentemente, podrían desempeñar estas funciones.



Para realizar este cometido, entrevistó a  diversos postulantes que figuraban en la propuesta elaborada por el mencionado Consejo.


Concluido el estudio de estos antecedentes, se acordó someter a la consideración de ambas Cámaras la designación de las siguientes personas para los cargos que en cada caso se indica:


1.- Para el cargo de abogado: al señor Eduardo Enrique Pérez Contreras, cédula de identidad 7.818.184-2.


2.-  Para el cargo de Especialista en materia de Auditoria:  al señor Bernardo Patricio Mateluna Pacheco, cédula nacional de identidad:  9.393.307-9.


En relación con el cargo de Contador Auditor la Comisión acordó solicitar a ambas Cámaras proceder a la formulación de la respectiva propuesta en la primera quincena del mes de marzo debido a que no pudo concluir con las entrevistas de todos los postulantes propuestos por el Consejo de Alta Dirección Pública para ocupar dicho cargo.


La Comisión acordó asimismo designar al señor Eduardo Enrique Pérez Contreras, como coordinador del Comité de Auditoría Parlamentaria.



Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Bicameral, Honorables Senadores señores Gómez, Horvath, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín.


Se adjunta al presente acuerdo los antecedentes profesionales de cada una de las personas seleccionadas por la Comisión Bicameral.





En la forma expuesta, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para alcanzar el precedente acuerdo, que se somete a la consideración de ambas Corporaciones.

- - -


Acordado en sesiones celebradas el día 19 de enero de 2011, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Gómez (Presidente), Horvath, Letelier y Novoa, y Honorables Diputados señores Araya, Farías, Melero y Vallespín. 


Sala de la Comisión, a 19 de enero de 2011.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA, GÓMEZ, KUSCHEL, LARRAÍN, LETELIER, PIZARRO, PROKURICA, SABAG Y ZALDÍVAR, SOBRE USO DE AGUAS POR LOS REGANTES AGRÍCOLAS Y GANADEROS

(S 1333-12)

Considerando:

1.- Es un hecho conocido que el agua -recurso cada vez más escaso- adquiere más valor, se requiere protegerla y distribuirla en forma justa y eficiente, de manera de respetar las prioridades en su uso y los derechos históricos que de ella se tienen.

2.- En esta materia se ha generado la contrapetición de intereses entre algunas empresas sanitarias con regantes agrícolas y ganaderos. Esta situación particularmente se está empezando a dar con el uso de las aguas servidas, cuyo uso y derecho históricamente han ocupado los regantes en los distintos valles de nuestro país.

3.- Se está dando el caso en el cual las empresas sanitarias que tratan el agua pudiéndolas devolver nuevamente al punto de río o cuenca correspondiente, le están vendiendo el agua tratada a empresas mineras que evidentemente están disponibles dada y su situación económica con capacidad de pagar un valor atractivo por ello. Sin embargo por este uso y derecho histórico consuetudinario e incluso previo a que se instalaran las sanitarias, el agua se ha usado en riego, se debe seguir usando en ello, no puede afectar significativamente una actividad que genera trabajo, frena el proceso de desertificación y cumple un importantísimo rol social y productivo.

4.- Las empresas sanitarias se estarían negando incluso a lograr arreglos entre la Superintendencia de Servicios Sanitarios y los regantes.

5.- Lo expresado en láminas que se adjuntan, las que fueron preparadas por el director de INDAP, don Ricardo Ariztía.

Proyecto de Acuerdo

El Senado acuerda:

Solicitar a S. E. el Presidente de la República el que interceda para poner de acuerdo a las partes, Empresas Sanitarias, Superintendencia de Servicios Sanitarios y regantes agrícolas y ganaderos que utilizan aguas servidas y/o tratadas, sin afectar un derecho de uso y patrimonial de los regantes, evitando un engorroso proceso judicial, en el cual se podría concurrir al Tribunal Constitucional y otras instancias que permita en tiempo breve llegar a acuerdo y salvaguardar el derecho de miles de agricultores.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Lily Pérez San Martín, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Carlos Ignacio Kuschel Silva, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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